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Avanzar en el proceso de desarrollo exige movilizar de forma más plena los recursos finan-
cieros propios de los países en desarrollo. Ello comporta, en primer lugar, mejorar los sis-
temas fiscales y fortalecer las administraciones tributarias de estos países; y , en segundo 
lugar, generar un entorno internacional más transparente y cooperativo, que facilite la re-
caudación de los países y persiga el fraude, los flujos financieros ilícitos y la evasión de 
capitales. El presente documento realiza un análisis de estos aspectos, sugiriendo diversas 
medidas de reforma que podrían ser apoyadas desde un marco más activo de cooperación 
internacional. 
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Abstract 
 
Making progress on development means mobilising the financial resources developing 
countries already have in a fuller way. That involves, firstly, improving taxation systems 
and strengthening the fiscal administrations of those countries; and secondly, generating a 
more transparent and cooperative international environment, which facilitates countries’ 
tax collection and pursues fraud, illicit cash transferrals and capital evasion. The present 
document analices those aspects, suggesting different methods of reform that could be 
supported by more active international cooperation. 
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1. IMPORTANCIA DE LA TAREA 
 
Son diversas las razones que justifican que la 
agenda de desarrollo otorgue una mayor aten-
ción a las tareas de promoción de la buena go-
bernanza en materia fiscal. En primer lugar, si 
se quiere promover el desarrollo, es obligado 
crear las condiciones para que los países movi-
licen y hagan un uso más eficaz y pleno de sus 
recursos financieros domésticos, lo que requie-
re de una fiscalidad, de una administración 
tributaria y de unos sistemas de gestión de las 
finanzas públicas más sólidos y eficientes; en 
segundo lugar, el desarrollo requiere de institu-
ciones legítimas y eficaces en los países, un 
objetivo que se contrapone con la persistencia 
de fenómenos como la corrupción, la evasión 
de capitales o el fraude fiscal, en ocasiones es-
timulado o consentido desde el ámbito interna-
cional; y, en tercer lugar, la adecuada gober-
nanza del sistema internacional reclama poner 
fin a espacios de opacidad informativa y a las 
malas prácticas en el terreno fiscal y financiero. 
En este ámbito el objetivo debiera ser implicar 
al mayor número posible de países en una más 
decidida y eficaz acción a favor de la buena 
gobernanza en materia fiscal, poniendo fin a la 
evasión y al fraude, y a favor de la transparencia 
y la cooperación internacional.  
 
Este objetivo está plenamente en línea con las 
Declaraciones de Monterrey y Doha, sobre Fi-
nanzas al Desarrollo, en las cuales se identifica-
ron la fuga de capitales y la existencia de flujos 
financieros ilícitos como obstáculos importan-
tes para la movilización de ingresos domésticos 
para el desarrollo. Coincide también con deci-
siones adoptadas recientemente en el seno de la 
UE. En concreto, en sus conclusiones en el 
Consejo de Asuntos Generales y Relaciones 
Exteriores (CAGRE) de la UE, de noviembre 
del 2008 y mayo de 2009, los Ministros de 
Asuntos Exteriores  y Cooperación acordaron 
prestar apoyo a los países socios en sus esfuer-
zos para mejorar su capacidad recaudatoria y 
fortalecer sus administraciones tributarias y de 
aduanas promoviendo las convenciones inter-
nacionales contra la corrupción y contra la eva-
sión fiscal y a favor de la transparencia y el in-
tercambio de información. En similar sentido se 
orientan las decisiones del Consejo presentadas, 
en Mayo de 2010, bajo el título “Tax and Deve-
lopment: Cooperation with Developing Coun-
tries in Promoting Good Governance in Tax 
Matters”. 
 
También el Parlamento Europeo, en su resolu-
ción de 10 de febrero del 2010, urgió a los 
Estados miembros a promover una mejora de 
los estándares de la OCDE con el fin de hacer 
que el intercambio multilateral y automático 
de información llegue a convertirse en la nor-
ma internacional e instó  a la Comisión a 
avanzar en la elaboración de un CCCTB 
(common consolidated corporate tax base) 
con el fin de acabar con las prácticas asociadas 
a los precios de transferencia y la evasión fiscal 
por parte de multinacionales en el territorio de 
la UE. 
 
Por último, el G-20 trató de abordar estos as-
pectos en el marco de las reformas de la arqui-
tectura financiera internacional con motivo de 
la crisis. Tras declarar en Londres que “la épo-
ca del secreto bancario se ha terminado”, seña-
laron a la OCDE como el organismo encargado 
de reconocer la lista de países “evaluados por 
el Global Forum de acuerdo con la norma 
internacional para el intercambio de informa-
ción fiscal”. Adicionalmente señala al Finan-
cial Stability Board como un importante foro 
para erigir una política concertada en asuntos 
fiscales, de transparencia económica y de pro-
moción de la estabilidad financiera.  
 
En suma, avanzar en este campo resulta cru-
cial si se quieren ampliar las oportunidades de 
progreso de los países en desarrollo, reducien-
do sus niveles de dependencia respecto a la 
financiación exterior (incluida la ayuda)  y se 
quiere dotar al sistema internacional de un 
marco normativo legitimado, que proporcione 
mayor estabilidad, eficacia y transparencia a 
los mercados financieros. Esto implica, por 
una parte, apoyar la mejora de los sistemas 
fiscales nacionales y de sus administraciones 
tributarias en los países en desarrollo y, por 
otra, favorecer la cooperación y la transparen-
cia fiscal a escala internacional, poniendo fin a 
los llamados paraísos fiscales. 
 
2. DISEÑO DE LOS SISTEMAS FISCALES 
 
Un buen sistema fiscal es un requisito impres-
cindible para el progreso de las naciones, ya 
que afecta al comportamiento económico de 
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los individuos y determina la capacidad del 
sector público para proveer bienes y servicios y 
llevar a cabo programas de redistribución de 
renta y de estabilización económica. No obstan-
te, construir un buen sistema fiscal es una tarea 
compleja, más aún en los países en desarrollo, 
que parten de numerosas restricciones. 
 
Estas restricciones se manifiestan tanto en la 
dimensión como en la composición de sus res-
pectivos sistemas fiscales. De hecho, el peso que 
tienen los recursos impositivos en los países de 
bajo ingreso (en torno al 13% del PIB como 
promedio) es casi un tercio del que tienen en 
los países industrializados (cuyo promedio se 
sitúa en torno al 38% del PIB). En estas condi-
ciones, se hace difícil que en muchos países en 
desarrollo los Estados puedan proveer los servi-
cios públicos que se requieren para alcanzar y 
mantener los ODM. Al tiempo, persisten impor-
tantes diferencias en la composición de los res-
pectivos sistemas tributarios, siendo caracterís-
tico de los países en desarrollo otorgar un ma-
yor peso a los impuestos sobre el comercio in-
ternacional y sobre ventas y menor a los im-
puestos sobre la renta y las contribuciones so-
ciales. 
 
Los países en desarrollo se enfrentan a muy 
diversos problemas para erigir un sistema tribu-
tario capaz, equitativo y eficiente: algunos pro-
vienen de la propia configuración de sus eco-
nomías (con alto peso de la agricultura y de los 
sectores informales); otros se relacionan con las 
debilidades técnicas e institucionales de su ad-
ministración tributaria y de sus sistemas públi-
cos de gestión; finalmente, también el marco 
internacional impone dificultades, debido a la 
mayor movilidad de los factores, a la creciente 
competencia internacional en la atracción de 
inversiones y a la persistencia de jurisdicciones 
no cooperativas en materia fiscal, que alientan 
la evasión de capitales y los flujos financieros 
ilícitos.  
 
Si se quiere mejorar la capacidad de progreso de 
los países en desarrollo parece  necesario res-
paldar sus esfuerzos por dotarse de un sistema 
fiscal equilibrado y de una administración tri-
butaria que proporcione al Estado los recursos 
necesarios para proveer los bienes públicos que 
la sociedad demanda, para respaldar las accio-
nes requeridas de estabilidad y progreso y para 
impulsar aquellas políticas sociales y redistribu-
tivas que se consideren necesarias. La configu-
ración de ese sistema fiscal capaz y eficiente es 
una tarea propia de cada país, de sus sociedades 
y de su gobierno: a la comunidad internacional 
le corresponde, sin embargo, la tarea de apoyar 
esos esfuerzos y establecer las normas interna-
cionales para hacerlo posible.  
 
En los últimos años buena parte del mundo en 
desarrollo se ha embarcado en reformas para 
mejorar sus sistemas fiscales y adaptarlos al 
nuevo entorno que ha supuesto la globaliza-
ción. Los objetivos generales de estas reformas 
han consistido en aumentar los ingresos, lo-
grar una mayor eficiencia y mejorar la admi-
nistración tributaria y la eficacia recaudatoria. 
Esto supuso introducir reformas en las diver-
sas figuras tributarias.  De forma general, por 
lo que se refiere a la imposición directa: i) en 
el impuesto sobre la renta de las personas físi-
cas se han tratado de reducir los tipos máxi-
mos, elevar los tipos mínimos y ampliar las 
bases; ii) en el impuesto sobre la renta de las 
sociedades, las reformas se han centrado en 
reducir el número de tipos impositivos y los 
marginales máximos, con un énfasis mucho 
menor en la ampliación de las bases y las me-
joras en el diseño y gestión del impuesto. Ma-
yor entidad tuvieron las reformas en la impo-
sición indirecta, así: i) en el caso de los im-
puestos sobre bienes y servicios, se han susti-
tuido los impuestos generales sobre ventas por 
impuestos sobre el valor añadido; ii) se redujo 
el peso de los impuestos al comercio interna-
cional, debido al generalizado proceso de aper-
tura comercial; y iii) se ha tendido a reducir el 
número de los impuestos específicos, sin ape-
nas explorar las posibilidades de los impuestos 
medioambientales. 
 
Pese a los avances registrados, estas reformas 
pueden considerarse como insuficientes. En 
primer lugar, porque su sujeción a un patrón 
uniforme ha impedido que se considerasen 
debidamente las particularidades de cada país. 
Como consecuencia, la aplicación real de las 
reformas tributarias ha sido menos intensa de 
lo esperado, siendo relativamente común la 
vuelta atrás en el proceso de cambio. En se-
gundo lugar, las reformas se han centrado en 
aumentar los ingresos y lograr mejoras de efi-
ciencia, sin apenas tener en cuenta los aspec-
tos distributivos. Sin embargo, éstos son de 
gran importancia no sólo porque la equidad 
sea uno de los principios impositivos funda-
mentales, sino porque en el caso de los países 
en desarrollo resulta crucial de cara a lograr la 
legitimidad social del sector público. Final-
mente, una tercera limitación se relaciona con 
las debilidades del marco institucional existen-
te, que se manifiesta en la escasez de recursos 
materiales y humanos, en la excesiva influen-
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cia en la toma de decisiones de determinados 
grupos sociales o en las manifestaciones de 
corrupción.  
 
Por todo ello, pese a las reformas emprendidas 
en buena parte del mundo en desarrollo, sus 
sistemas tributarios aún adolecen de problemas, 
que hacen necesario profundizar en los cambios 
y acometer tareas pendientes. Como es obvio, 
cada país debe definir, de acuerdo con sus espe-
cíficas condiciones, las medidas de fortaleci-
miento del sistema fiscal que considere adecua-
das. No obstante, entre los aspectos que esas 
medidas debieran contemplar figuran: 
 
• El nivel de la presión tributaria y el adecuado 
diseño de la estructura impositiva, consideran-
do: i) el balance que debiera establecerse entre 
la imposición directa e indirecta, corrigiendo el 
bajo peso de la primera; ii) la adecuada raciona-
lización de los tipos y la definición de las bases 
imponibles para la imposición sobre la renta, 
evitando exenciones y bonificaciones injustifi-
cadas; iii) el ámbito de aplicación del IVA, para 
darle la mayor cobertura posible de acuerdo 
con la estructura económica del país; iv) la pro-
gresiva compensación por la pérdida de recau-
dación de los impuestos al comercio; y v) la 
adecuada justificación de la imposición especí-
fica. 
 
• La definición del marco impositivo que propi-
cie la extensión del ámbito de cobertura de la 
economía formal, facilitando la progresiva in-
corporación a los sistemas de registro, protec-
ción normativa y responsabilidad fiscal de las 
actividades informales. 
 
• La necesidad de asentar una estructura impo-
sitiva adaptada a las condiciones económicas 
del país, que propicie la estabilidad económica, 
estimule el emprendimiento, aliente la creación 
de empleo decente y sea capaz de atraer a la 
inversión extranjera. 
 
• El establecimiento de un sistema impositivo 
estable y predecible, basado en normas, con 
procedimientos transparentes y limitados costes 
de gestión. 
 
• Finalmente, la definición de un sistema que 
atienda a los objetivos deseables de equidad y 
de promoción de la cohesión social. 
 
En el camino que aún queda por recorrer, los 
organismos internacionales y los donantes pue-
den desempeñar un papel importante. Por un 
lado, mediante ayuda financiera y técnica. Por 
otro, mediante la necesaria cooperación inter-
nacional para que los sistemas tributarios pue-
dan cumplir sus objetivos.  
 
3. FORTALECIMIENTO DE LAS ADMINIS-
TRACIONES TRIBUTARIAS 
 
La eficacia y justicia de un sistema fiscal no 
sólo depende de la adecuación de su diseño 
normativo, sino que también debe contar con 
una administración tributaria adecuada, capaz 
de garantizar el cumplimiento voluntario de 
las obligaciones tributarias y la persecución de 
los comportamientos fraudulentos y las con-
ductas contra la Hacienda Pública. Ello exige: 
i) una administración tributaria eficaz, ade-
cuadamente organizada, prestigiada social-
mente y que facilite el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias; ii) dotar a la adminis-
tración tributaria de los instrumentos apropia-
dos para combatir eficazmente el fraude fiscal 
que, en un mundo tan dinámico y cambiante 
como el actual, evoluciona constantemente y 
va adquiriendo nuevas formas y manifestacio-
nes; y iii) un marco social y político preocupa-
do por la cohesión social y por defender la 
actuación del Estado en sus funciones de ase-
guramiento de los derechos ciudadanos, aten-
der sus necesidades y aplicar un sistema fiscal 
bajo criterios de justicia y equidad.  
 
Para conseguir esos objetivos, un primer re-
quisito es contar con organizaciones integra-
das (o bien articuladas y coordinadas) para la 
gestión de impuestos internos y los que se 
recaudan en aduanas, con estrechas vincula-
ciones con las eventuales administraciones 
tributarias de otros niveles de gobierno y con 
el sistema de seguridad social. Además, diver-
sas razones justifican que la organización en-
cargada de recaudar los impuestos, la agencia 
tributaria, disponga de un Estatuto diferencia-
do de otros departamentos ministeriales tradi-
cionales.  
 
Otro factor clave para el correcto funciona-
miento de la administración tributaria es el 
que afecta a los recursos humanos. A este res-
pecto, es necesario, en primer lugar, promover 
la estabilidad de los funcionarios y trabajado-
res de la organización dedicada a la gestión de 
los tributos es imprescindible para garantizar 
un trabajo solvente y no condicionado por las 
presiones políticas; en segundo lugar, deben 
determinarse niveles retributivos razonables, 
incentivadores y competitivos y establecerse 
regímenes de incompatibilidades para garanti-
zar la profesionalidad e independencia de las 
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tareas de administración e inspección tributaria; 
finalmente, hay que exigir a los trabajadores del 
sector no sólo un correcto funcionamiento des-
de la óptica puramente profesional, sino ade-
más, un comportamiento ético, particularmente 
relevante en este ámbito.  
 
Desde la perspectiva del trabajo a realizar, una 
administración tributaria moderna debe inten-
tar, en primer lugar, diferenciar de forma clara 
entre los contribuyentes que cumplen sus obli-
gaciones y los que incurren en comportamien-
tos delictivos e ilícitos; en segundo lugar, debe 
ser capaz de gestionar de forma solvente im-
puestos personalizados y masivos. En este sen-
tido, parece razonable que la organización es-
tructure su actividad en función de los tipos de 
contribuyentes, aunque sin perder de vista la 
necesidad de coordinación de las tareas de se-
guimiento de los distintos colectivos. Una exce-
siva especialización no parece aconsejable y, en 
cambio, la organización debe ser capaz de apro-
vechar sinergias, aprender a partir de la expe-
riencia de los grupos de trabajo multidisciplina-
rios y potenciar la identificación de sus trabaja-
dores con los objetivos fundamentales de la 
organización y las tareas comunes. 
 
Como criterio general de actuación, deben es-
tablecerse líneas de colaboración con los agen-
tes económicos privados, aprovechar sus cono-
cimientos, facilitar el establecimiento de “reglas 
de juego” claras y asumidas por todos, e inclu-
so, cuando fuera oportuno, compartir respon-
sabilidades de gestión con ellos. Desde otro 
punto de vista, el trabajo de las agencias debe 
prestar especial atención a las pequeñas empre-
sas, los trabajadores autónomos y los profesio-
nales, sectores especialmente sensibles y en los 
que se suelen producir importantes volúmenes 
de recursos eludidos u objeto de evasión.  
 
Respecto al incumplimiento de las obligaciones 
tributarias, es preciso instrumentar planes rigu-
rosos de actuación, disponiendo de herramien-
tas estratégicas claves. Los planes para combatir 
el fraude deben integrar una cuidadosa progra-
mación de los objetivos de la Agencia Tributa-
ria. Entre sus líneas principales debieran figu-
rar: 1) desarrollar acciones disuasorias eficaces 
de los comportamientos evasores que vayan 
más allá de la actividad ordinaria de control y 
seguimiento de conductas irregulares; 2) gene-
ralizar los procedimientos de control extensivo, 
basados en la explotación sistemática de la in-
formación a disposición de la Administración; 
3) llevar a la percepción subjetiva de los contri-
buyentes la idea de que el fraude será menor al 
incrementar la probabilidad de identificación y 
sanción de los evasores, recurriendo a campa-
ñas de comunicación al efecto; 4) seleccionar 
los sectores más sensibles al incumplimiento y 
comportamientos evasores, estableciendo la 
cooperación con aquellos otros cuerpos de la 
Administración (policía y judicatura) implica-
dos; 5)  prevenir y luchar contra el blanqueo 
de capitales a través de planes específicos; 6) 
crear unidades especializadas para fraudes 
sofisticados, siempre que existan medios para 
ello; 7)  potenciar la colaboración social en la 
prevención del fraude; 8) mejorar la informa-
ción tributaria y su adecuada sistemática; y 9) 
potenciar la coordinación con las instituciones 
semejantes de otros países y, en general, la 
cooperación inter-administrativa. 
 
La educación de los ciudadanos en el cumpli-
miento de sus deberes sociales y en la exigen-
cia de sus derechos es un factor fundamental 
en cualquier estrategia de combate al fraude. 
Este objetivo puede conseguirse a través de 
programas de educación tributaria y medidas 
de comunicación institucional que favorezcan 
el cumplimiento voluntario y disuadan las 
conductas defraudadoras. A su vez, el correcto 
funcionamiento de estos programas exige un 
esfuerzo paralelo, desde sus diferentes ámbitos 
de actuación, sobre los servicios públicos, su 
implementación y los esfuerzos constantes de 
mejora y atención adecuada a los ciudadanos.  
 
La aplicación de las normas tributarias es una 
tarea técnica y profesional que debe quedar al 
margen del debate político. Hay que evitar que 
las organizaciones de administración tributaria 
estén sometidas a los avatares del ciclo políti-
co, o a los cambios de partidos en los gobier-
nos de los diversos países. La autonomía de las 
agencias no implica independencia o ausencia 
de controles democráticos, sino que se justifica 
por razones de eficacia, pragmatismo y ade-
cuación al objetivo de obtener el máximo de 
recursos posibles para financiar los servicios 
públicos. Por las mismas razones, la imple-
mentación eficaz del sistema tributario exige la 
estabilidad básica de las normas y su aplica-
ción con carácter general. Por eso, no se justi-
fica la creación de expectativas sobre eventua-
les amnistías fiscales, moratorias en el pago de 
los tributos o condonaciones injustificadas, 
salvo casos extraordinariamente limitados.  
 
La adecuada aplicación del sistema tributario 
exige la existencia de un código tributario 
eficaz, moderno y actualizado, capaz de aclarar 
en cada momento el alcance y el sistema san-
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cionador vinculado al delito fiscal. El código 
tributario debe contar con un régimen sancio-
nador riguroso pero equilibrado, que contemple 
un sistema punitivo razonable, en el sentido de 
que las penas previstas para sancionar las in-
fracciones o los delitos no sean tan duras que 
no se puedan aplicar.  
 
Por último, además de mejorar las capacidades 
recaudatorias, es preciso fortalecer los sistemas 
de programación presupuestaria y de gestión 
del gasto público en los países socios. La mejora 
de los sistemas de gestión de las finanzas públi-
cas, haciéndolas más transparentes, eficientes y 
responsables, no sólo mejorará las condiciones 
de gobernanza de los países, sino también las de 
la gestión de la ayuda internacional, que hoy 
descansa muy centralmente sobre el apoyo pre-
supuestario. El enfoque  de Public Expenditure 
Financial Accountability (PEFA) ofrece una vía 
provechosa para este propósito. 
 
4. COOPERACIÓN FISCAL  
 
El aumento de la integración internacional tie-
ne importantes repercusiones en los sistemas 
fiscales de los diversos países. La mayor inter-
dependencia que genera entre ellos, por un 
lado, plantea importantes retos en su diseño y 
gestión y, por otro, exige una mayor coopera-
ción entre las distintas administraciones tribu-
tarias.  
 
Como consecuencia de esta mayor interdepen-
dencia de los sistemas fiscales nacionales, han 
surgido una serie de problemas a los que deben 
enfrentarse las administraciones tributarias. 
Entre ellos cabría señalar: 1) la mayor movili-
dad de las bases imponibles, que provoca una 
creciente competencia entre jurisdicciones; 2) 
las dificultades para determinar en ocasiones el 
lugar de realización del hecho imponible; 3) el 
desarrollo de nuevas y complejas estructuras 
organizativas en el mundo empresarial, que 
dificultan la identificación correcta de sujetos y 
bases imponibles; y 4) el aumento de la sofisti-
cación de los mecanismos de blanqueo de capi-
tales y evasión impositiva.  
 
Todos estos problemas han dado lugar a impor-
tantes cambios en el funcionamiento y diseño 
de las administraciones tributarias y de los sis-
temas fiscales. Un entorno económico cada vez 
más globalizado exige un planteamiento de la 
política y gestión tributaria también más global. 
En el caso, además, de los países en desarrollo, 
las restricciones provocadas por el entorno ex-
terior son, si cabe, aún mayores, lo que reduce 
su ya de por sí limitado margen de maniobra.  
 
Uno de los problemas derivados del ámbito 
internacional se refiere a la doble imposición. 
Para evitarlo se emplean diversas alternativas. 
Por un lado, están las soluciones unilaterales, 
en las que un país reduce la carga fiscal de las 
rentas que ya han sido gravadas en otro Esta-
do. Por otro, se encuentran los convenios in-
ternacionales, basados fundamentalmente en 
dos modelos: el de la OCDE y el de Naciones 
Unidas. El primero supone aplicar el principio 
de imposición en residencia, lo cual es perju-
dicial para los países en desarrollo, ya que, en 
general, no son el domicilio de las multinacio-
nales. El segundo, aunque permite obtener 
una mayor parte de la carga tributaria a los 
países en desarrollo, deja a las empresas un 
amplio margen de maniobra que puede reper-
cutir en la distribución por países de la carga 
tributaria. 
 
Otra de las consecuencias de la globalización 
es la intensa competencia fiscal que se está 
produciendo desde hace unos años, con el fin 
de atraer inversión y rentas a cada jurisdicción 
o bien simplemente para impedir que éstas se 
desplacen a otras más favorables fiscalmente. 
Pese a la generalización de estas herramientas 
fiscales en el mundo en desarrollo, lo cierto es 
que los análisis empíricos no son concluyentes 
a la hora de demostrar su eficacia como meca-
nismos de atracción de inversiones extranjeras 
y, sin embargo, su coste puede ser elevado: 
reducen la base tributaria, complican la admi-
nistración impositiva, generan importantes 
pérdidas de recaudación y sustraen ingresos a 
la economía gravada. No obstante, es difícil 
para un país sustraerse de aplicar determina-
das ventajas fiscales  cuando otros lo están 
haciendo, pues ello podría tener importantes 
consecuencias negativas sobre la inversión y la 
actividad productiva. Se trata, por tanto, de 
una competencia destructiva que sólo podría 
evitarse mediante la coordinación de los países 
afectados. Además, la competencia fiscal inter-
nacional, al recaer sobre aquellas rentas de 
mayor movilidad, principalmente las del capi-
tal, tiene importantes consecuencias distribu-
tivas. 
 
La eficacia de los sistemas fiscales exige de 
manera creciente una mayor cooperación fiscal 
internacional, fundamentalmente en tres ámbi-
tos: técnico, legislativo e informativo. La co-
operación técnica internacional puede ser im-
portante especialmente para los países en desa-
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rrollo a la hora de mejorar los sistemas fiscales, 
aportando recursos y conocimientos. Aunque 
ya existe todo un conjunto de organizaciones 
regionales que parcialmente cumplen esta fun-
ción, su capacidad efectiva es limitada.  Respec-
to a la cooperación legislativa, aunque es mu-
cho más difícil de alcanzar, existen espacios 
donde sería deseable profundizar: el uso de 
incentivos fiscales, el diseño de nuevas reglas 
para distribuir geográficamente los ingresos y 
gastos de las empresas multinacionales, el in-
tercambio de información entre países, los me-
canismos de arbitraje obligatorio o el desarrollo 
de mecanismos efectivos para gravar los intere-
ses recibidos por los no residentes son algunos 
de los más importantes. En cuanto a la coope-
ración informativa, no se trata solamente de un 
medio para combatir el fraude, sino también 
una pieza clave para mantener la viabilidad de 
los sistemas fiscales. Sin embargo, pese a la 
relevancia creciente de la colaboración informa-
tiva entre las diversas Haciendas nacionales, 
aún queda un largo camino por recorrer al res-
pecto. Es necesario imprimir un nuevo impulso 
en materia de intercambio de información, ya 
que en caso contrario la creciente movilidad de 
capitales y personas puede crear serios proble-
mas a los sistemas tributarios nacionales.  
 
La institucionalidad multilateral en el ámbito 
fiscal que existe actualmente para hacer frente a 
todos estos retos es insuficiente. Existen diver-
sos organismos de carácter regional que llevan a 
cabo tareas de cooperación fiscal: es el caso, por 
ejemplo, del Centro Interamericano de Admi-
nistraciones Tributarias, la Asociación de Ad-
ministraciones Tributarias de la Common-
wealth, la Organización de Administraciones 
Tributarias del Caribe, la Asociación Africana 
de Administraciones Tributarias o la Asociación 
de Administraciones Tributarias del Pacífico. 
Pese a su utilidad en determinados aspectos, el 
ámbito de actuación de estas instituciones es 
limitado. De entre las instituciones de carácter 
no regional, sin duda la que ha hecho una labor 
más intensa para la promoción de la coopera-
ción fiscal a escala internacional es la OCDE. 
Entre sus iniciativas internacionales figuran el 
Global Forum on Taxation, la Global Tax Net-
work, con participación del Banco Mundial y el 
FMI, o el Forum on Tax Administration. No 
obstante, es difícil que países ajenos a esta or-
ganización se sientan adecuadamente represen-
tados por la actividad de la OCDE, incluso aún 
cuando sean invitados a alguna de sus iniciati-
va. Es ésta la razón que justifica que, en el mar-
co de la Conferencia Internacional sobre Finan-
ciación al Desarrollo, el informe Zedillo incor-
porase una propuesta de creación de una Or-
ganización Fiscal Internacional, con participa-
ción del conjunto de los países. Las tareas que 
el informe sugiere para esta Organización pa-
recen bien definidas, pero la posibilidad de 
que esta institución se cree resulta más bien 
remota, vista la posición de los países. Mien-
tras no se avance en ese terreno, sin duda ne-
cesario, los mayores logros en este ámbito se 
producen en instancias de diálogo, como el 
Diálogo Internacional sobre Fiscalidad o el 
Comité de Expertos sobre Cooperación Inter-
nacional en Cuestiones de Tributación, creado 
en el seno de Naciones Unidas. En todo caso, 
avanzar en una cooperación fiscal realmente 
multilateral exigiría crear una nueva institu-
cionalidad que otorgue representación e in-
fluencia real al conjunto de los países, inclui-
dos  los países en desarrollo.  
 
5. UN ENTORNO TRANSPARENTE Y  
COOPERATIVO EN MATERIA FISCAL 
 
Una parte de la capacidad recaudatoria de los 
países en desarrollo se pierde como conse-
cuencia de las salidas de capital que esos paí-
ses padecen. Parte de esas salidas de capital 
está asociada a prácticas lícitas que son resul-
tado de decisiones justificables desde el punto 
de vista económico, pero, junto a ello, existen 
también importantes salidas de capital de los 
países en desarrollo que se producen a través 
de vías ilícitas, con el propósito de ocultar la 
riqueza o la renta a las autoridades fiscales del 
país en cuestión. Determinar la magnitud de 
este tipo de flujos ilegales resulta difícil, por 
cuanto su propia naturaleza los hace opacos a 
los sistemas normales de registro. Aún así, los 
investigadores han desplegado procedimientos 
indirectos para aproximar su magnitud. Apli-
cando estos procedimientos, los investigadores 
aportan estimaciones de estos flujos que se 
mueven entre los 500 y los 800 millones de 
dólares. Resulta de interés determinar la parte 
de estos flujos financieros ilegales que están 
asociados al uso de precios de transferencia. 
También aquí las investigaciones arrojan cifras 
de notable magnitud, que se mueven entre los 
90 y los 160 millones de dólares. 
 
En el sostenimiento de este tipo de prácticas 
tienen un papel crucial los llamados “paraísos 
fiscales”: es decir, aquellos países o territorios 
que ofrecen acogida a los capitales internacio-
nales, aplicándoles tipos impositivos nulos (o 
mínimos) y garantizándoles discreción (u opa-
cidad informativa) acerca de la procedencia de 
los recursos. Como señaló en su día la OCDE,  
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cuatro rasgos caracterizan este tipo de jurisdic-
ciones, a saber: i) tener una baja o nula imposi-
ción sobre el capital; ii) tener un régimen fiscal 
especial para las compañías internacionales 
localizadas (shell companies); iii) tener falta de 
transparencia relativa a la propiedad, con bajo 
nivel de supervisión; iv) no hacer intercambio 
de información sobre temas fiscales con otros 
países y jurisdicciones.  
 
La existencia de este tipo de jurisdicciones faci-
lita, a través de varias vías, la pérdida de recur-
sos susceptibles de nutrir las haciendas públicas 
de los países en desarrollo. Las estimaciones 
que al respecto se realizan son aproximativas, 
pero sugieren que las pérdidas se podrían acer-
car a los 500 mil millones de dólares (cinco 
veces la ayuda internacional). Este es el resulta-
do de la incapacidad de gravar los activos fi-
nancieros ubicados en estas plazas, en muchos 
casos producto de la evasión de capitales, de la 
cobertura que ofrecen a las multinacionales 
para practicar precios de transferencia distor-
sionados o, finalmente, de opacidad y protec-
ción que ofrecen a los recursos procedentes de 
la economía ilegal.  
 
Además de los efectos mencionados, hay otros 
dos de extraordinaria relevancia, pero de más 
difícil cuantificación. El primero alude al im-
pacto que estas plazas tienen sobre la fiscalidad 
de los países en desarrollo, estimulando una 
tendencia hacia la baja en la presión fiscal como 
supuesta vía para competir en la atracción del 
capital extranjero. De algún modo, sus regíme-
nes fiscales permisivos alimentan una “carrera a 
la baja” en la fiscalidad, en un mundo cada vez 
más diáfano para la competencia internacional. 
El segundo efecto perverso se relaciona con la 
incidencia que  sus regímenes de opacidad in-
formativa y de defensa del secreto bancario 
tienen sobre la construcción de un sistema in-
ternacional basado en normas. La mera existen-
cia de estas plazas, con su excepcionalidad 
normativa, cuestiona el sentido universal que 
debe caracterizar a las normas internacionales, 
genera discriminaciones injustificadas y abre 
espacios de cobertura para las prácticas econó-
micas ilícitas (incluyendo el lavado de dinero 
sucio, la malversación, el fraude, la corrupción 
el tráfico ilegal de armas o el narcotráfico). Por 
ello, es difícil pensar que pueda construirse un 
marco institucional, justo y legitimado, a escala 
internacional que sea compatible con la exis-
tencia de estos espacios deliberadamente sus-
traídos a la vigencia de las normas. 
 
Más allá del avance experimentado en estos 
últimos dos años en materia de lucha contra la 
evasión, el fraude y los flujos financieros ilíci-
tos, son muchos los que juzgan que las medi-
das hasta ahora adoptadas, aunque orientadas 
en el buen camino, son insuficientes. Por ello, 
para avanzar en este campo sería, cuando me-
nos, necesario estudiar las posibilidades de 
acción concertada en los siguientes ámbitos: 
 
• En primer lugar, sería necesario lograr un 
generalizado apoyo a aquellos marcos norma-
tivos que permiten un avance en la lucha con-
tra prácticas económicas ilícitas, como es el 
caso de la Convención de Naciones Unidas 
contra la Corrupción y de la Convención co-
ntra el Soborno de funcionarios en negocios 
internacionales de la OCDE. 
 
• En segundo lugar, sería necesario apoyar las 
instancias de cooperación y diálogo interna-
cional en materia fiscal, al objeto de favorecer 
normas y estándares compartidos; tanto las de 
alcance global (como las promovidas por Na-
ciones Unidas y la OCDE) como las existentes 
a nivel regional. 
 
• En tercer lugar, es necesario avanzar hacia 
fórmulas automáticas de intercambio de in-
formación a escala internacional, siguiendo 
para ello el antecedente que supone la norma-
tiva comunitaria en materia de fiscalidad del 
ahorro (Directiva 2003/48/EC), pero amplian-
do su eficacia.  
 
• En cuarto lugar, es necesario poner fin a 
aquellos estándares y normas contables que 
propician la opacidad informativa de las em-
presas; y, al contrario, introducir modificacio-
nes en las normativas derivadas del IASB (In-
ternational Account Standard Board), para 
impulsar la elaboración por parte de las multi-
nacionales e instituciones financieras de in-
formes país a país (Country by Country Re-
port), en los que se exprese las ventas, benefi-
cios e impuestos pagados por esas empresas en 
todas y cada una de las jurisdicciones en las 
que operan.  
 
• En quinto lugar, debieran impulsarse aque-
llas iniciativas que estimulan la contribución 
voluntaria de las empresas a prácticas de trans-
parencia y de lucha contra el fraude y la co-
rrupción (como es el caso de STAR o de EITI y 




• En sexto lugar, es necesario apoyar la promo-
ción de capacidades de los países en desarrollo 
para identificar y combatir las prácticas de pre-
cios de transferencias  que sean lesivas para su 
capacidad recaudatoria, siguiendo para ello las 
Guidelines elaboradas por la OCDE.  
 
• En séptimo lugar, debiera apoyarse que tanto 
el FMI como el Banco Mundial incluyan en sus 
Reports on Observance of Standards and Codes 
(ROSCs) información acerca de la disposición 
de los países para contribuir a una gobernanza 
más transparente y cooperativa en el ámbito 
fiscal.  
 
Las medidas anteriores encaminadas a la crea-
ción de un entorno internacional más transpa-
rente resultarían poco fecundas si no se acom-
pañan de tareas de apoyo al fortalecimiento de 
las administraciones tributarias de los países en 
desarrollo y a sus capacidades para una adecua-
da gestión de las finanzas públicas y de perse-
cución del fraude fiscal, la evasión de capitales 
y otros delitos económicos. 
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1. Introducción  
La sucesión de crisis financieras que han sacu-
dido la economía internacional a lo largo de 
las dos últimas décadas pone en evidencia la 
necesidad básica de corregir dos de las asime-
trías sobre las que se ha asentado el proceso de 
globalización en curso. Por una parte, la exis-
tente entre los elevados niveles de sofisticación 
e interdependencia alcanzada por los merca-
dos, por encima de las fronteras nacionales, y 
la limitada capacidad del sistema internacional 
para generar mecanismos de coordinación 
capaces de gobernar esas interdependencias; 
por otra, la existente entre la distribución de 
los beneficios de la globalización y la asunción 
de responsabilidades en relación a sus costes. 
La primera de las asimetrías ha hecho que la 
globalización haya ido acompañada de un pro-
ceso de acentuación del riesgo, como conse-
cuencia tanto de la mayor probabilidad de que 
sucedan episodios de crisis como del más am-
plio alcance de sus efectos, en virtud de las 
posibilidades de contagio; la segunda motiva 
que segmentos de la población del planeta se 
sientan excluidos de los beneficios de la globa-
lización y que las instituciones e instancias de 
coordinación existentes se perciban como in-
eficaces o poco legítimas, afectando a la gober-
nanza del sistema internacional. Superar esos 
problemas requiere más cooperación interna-
cional, por una parte, y más oportunidades de 
desarrollo para los países de bajo ingreso, por 
otra. El tema al que remite este documento se 
construye sobre esos dos pilares: fortalecer la 
cooperación internacional para permitir que 
los países en desarrollo hagan un uso más ple-
no y eficaz de sus posibilidades de progreso. 
 
Tres razones justifican la prioridad que en la 
agenda de desarrollo se le debe otorgar a las 
tareas de fortalecimiento de la capacidad fiscal 
y de la lucha contra el fraude y la evasión. Ex-
puestos de forma sucinta: i) en primer lugar, si 
se quiere promover el desarrollo de los países 
pobres, es obligado promover y hacer un uso 
más eficaz y pleno de sus recursos financieros 
domésticos, lo que requiere de una fiscalidad 
más sólida; ii) en segundo lugar, el desarrollo 
requiere de instituciones legítimas y eficaces 
en los países, un objetivo que se contrapone 
con la persistencia de fenómenos como la co-
rrupción, la evasión de capitales o el fraude 
fiscal, consentidos, en ocasiones, desde ámbi-
tos internacionales; y iii), en tercer lugar, la 
adecuada gobernanza del sistema internacional 
reclama poner fin a espacios de opacidad in-
formativa, de discriminación y de malas prác-
ticas en el ámbito fiscal, financiero y económi-
co, en general. La iniciativa a la que este do-
cumento se refiere pretende afrontar estos tres 
objetivos de forma simultánea. Veamos breve-
mente estos tres argumentos. 
 
1.1 MOVILIZACIÓN MÁS PLENA DE LOS RE-
CURSOS DOMÉSTICOS 
 
Existe un consenso cada vez más generalizado 
acerca de la importancia que para la promo-
ción del desarrollo en los países de bajo y me-
dio ingreso tiene la movilización de los recur-
sos domésticos, estimulando y asignando co-
rrectamente su ahorro. La financiación inter-
nacional puede ser importante, pero siempre 
tendrá un papel complementario a la capaci-
dad de movilización de los recursos del propio 
país. Por ello, si se quieren ampliar las capaci-
dades de financiación del desarrollo se haría 
muy bien en promover, tanto en el país como 
en el entorno internacional, aquellas condicio-
nes requeridas para poder movilizar, de mane-
ra más plena y eficaz, los recursos financieros 
domésticos. Un objetivo que si siempre es per-
tinente, se convierte en obligado en momentos 
de crisis como el actual. Pues bien, dos grupos 
de acciones parecen necesarias para avanzar 
hacia ese objetivo: aquellas orientadas a dotar 
al Estado de recursos, a través de una adecua-
da fiscalidad, por una parte, y las que se diri-
gen a evitar el extravío o despilfarro del ahorro 
disponible, por la otra. 
 
a) Movilizar los recursos domésticos a través 
de una fiscalidad adecuada  
 
La promoción del ahorro y la inversión domés-
tica depende de un conjunto complejo de fac-
tores. En primer lugar, influye la existencia en 
el país de un marco de políticas e instituciones 
adecuado, que estimule el progreso y preserve 
la estabilidad económica y social. Ahorrar su-
pone desplazar capacidad de gasto hacia un 
horizonte de futuro, por ello es difícil que el 
ahorro se produzca en un contexto de acusada 
inestabilidad, de inseguridad jurídica manifies-
ta o de elevada incertidumbre. De igual forma, 
influye en la movilización de los recursos do-
mésticos la disposición de un sistema financie-
ro sólido y eficiente, capaz de estimular la ge-
neración de ahorro y de canalizarlo hacia usos 
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productivos. Al fin, el sistema financiero es el 
que se encarga de rentabilizar el ahorro, al 
intermediar entre ahorradores y demandantes 
de capital. Ahora bien, junto a estos factores es 
clave disponer de un sistema fiscal capaz, equi-
tativo y eficiente, que premie el ahorro, esti-
mule la inversión y dote al Estado de los recur-
sos necesarios para promover  el crecimiento 
económico y la adecuada provisión de bienes 
públicos. Así lo entendió la Conferencia de 
Financiación de Desarrollo de Doha, en cuyo 
documento declarativo se señalaba como una 
de las tareas centrales: “incrementar los ingre-
sos fiscales mediante sistemas tributarios mo-
dernizados, una recaudación más eficiente de 
los impuestos, la ampliación de las bases im-
positivas y la lucha contra la evasión fiscal”.  
 
En estos momentos, el peso que tienen los 
recursos impositivos en los países de bajo in-
greso (13% del PIB) es casi un tercio del que 
presentan los países desarrollados (38%). Las 
reformas acometidas en la pasada década han 
tendido a privilegiar en su diseño los compo-
nentes de eficacia y simplicidad en la gestión. 
Es necesario avanzar en la reforma otorgando 
una mayor relevancia a los componentes de 
equidad y de capacidad del Estado, para que 
éste pueda adoptar un papel más activo en la 
provisión de bienes públicos. Sólo de esta ma-
nera se evitará que los países en desarrollo 
tengan que depender para su crecimiento de 
recursos que o bien son altamente volátiles y 
selectivos (inversión extranjera), crean difíci-
les compromisos para las generaciones futuras 
(deuda) o propician indeseables situaciones de 
dependencia (ayuda internacional). Ahora 
bien, ese incremento de la capacidad recauda-
toria debe ir acompañado de un fortalecimien-
to de la eficacia y legitimidad social de las ins-
tituciones de gobernanza del país; y debe ser 
compatible con el estímulo de la actividad 
económica y con la promoción de un clima 
favorable a la inversión.    
 
b) Evitar el extravío o despilfarro de recursos 
 
Más allá de los esfuerzos recaudatorios que un 
país haga, una parte del ahorro generado pue-
de perderse para usos productivos. Tal sucede 
como consecuencia del fraude fiscal, la co-
rrupción o la evasión de capitales. Es impor-
tante que los países fortalezcan sus capacida-
des institucionales para perseguir este tipo de 
prácticas. En el logro de ese objetivo tienen un 
papel decisivo, también, los países desarrolla-
dos. Ciertos aspectos de la normativa y de las 
prácticas internacionales favorecen que tanto 
los agentes nacionales como los inversores 
extranjeros eludan su contribución a la recau-
dación pública en países de frágil administra-
ción tributaria. Es necesario, por tanto, fortale-
cer la capacidad fiscal de los países en desarro-
llo y revisar la normativa internacional para 
evitar que el proceso de apertura e integración 
internacional induzca a un estrechamiento de 
la, ya de por sí débil, capacidad recaudatoria 
de los países en desarrollo o genere espacios 
abiertos a la evasión, la corrupción u otro tipo 
de prácticas delictivas. 
 
1.2 DISPONER DE INSTITUCIONES DE CA-
LIDAD 
 
La segunda razón para otorgar a este ámbito 
relevancia en la agenda de desarrollo tiene que 
ver con la estrecha relación que existe entre la 
disposición de una fiscalidad sólida y las con-
diciones requeridas para asentar una gober-
nanza de calidad. Cada vez son más los estu-
dios que revelan que una buena parte de las 
trampas de la pobreza están asociadas a pro-
blemas relacionados con el marco institucional 
disponible por parte de los países pobres. Des-
de la comunidad internacional se les reclama a 
los países en desarrollo que hagan un esfuerzo 
por mejorar la calidad y eficacia de su marco 
institucional; y a ese objetivo se encamina una 
parte importante de la ayuda internacional. Es 
difícil, sin embargo, que ese objetivo se consi-
ga si se consienten prácticas de corrupción, 
ocultación de recursos o fraude al Estado. No 
es posible que el marco institucional se conso-
lide y alcance la legitimidad requerida si carece 
de recursos para proveer los bienes públicos 
que la sociedad demanda o si consiente fenó-
menos de evasión, fraude o corrupción, que 
alientan el delito y diluyen la responsabilidad 
colectiva de los grupos de poder. 
 
Adicionalmente, existen argumentos y algunas 
pruebas empíricas que revelan que el modo en 
el que el Estado obtiene sus recursos es rele-
vante para determinar la calidad de las institu-
ciones del país en cuestión. En concreto, 
cuando el Estado obtiene sus ingresos por vías 
ajenas a la tributación (por ejemplo, a través 
de la explotación de recursos minerales valio-
sos), el efecto sobre la calidad institucional es 
dudoso: hacia esta ambigua relación apunta 
buena parte de la literatura sobre la “maldición 
de los recursos naturales” (resumida excelen-
temente por Ross, 1999; y, referida al tema 
aquí tratado, por Dietsche, 2007). Por el con-
trario, en el caso de que los recursos proven-
gan de los impuestos, el pacto fiscal subyacen-
 17
te obliga a una relación más exigente entre 
Estado y ciudadanía, obligando al primero a 
un ejercicio mayor de transparencia y de ren-
dición de cuentas, lo que contribuye a la mejo-
ra de la calidad de las instituciones. La relación 
supuesta entre solidez del pacto fiscal y calidad 
institucional encuentra su fundamento en los 
trabajos de Bates (2001 y 2008) y de Tilly 
(1992), habiendo sido analizada de forma más 
precisa por Moore (1998).  
 
En un estudio reciente, Alonso y Garcimartín 
(2008) confirman que la existencia de un pac-
to fiscal solvente es una de las variables que 
determinan la calidad institucional1. La hipóte-
sis es comprobada a través de procedimientos 
que eluden los problemas de endogeneidad en 
la relación (es decir, de doble dirección en la 
causalidad) y es robusta al cambio de indica-
dores de calidad institucional y de composi-
ción de la muestra. Así pues, contribuir a que 
los países en desarrollo dispongan de un sis-
tema fiscal eficiente y capaz constituye una vía 
para potenciar su capacidad para crear institu-
ciones de calidad.  
 
1.3 UNA GOBERNANZA GLOBAL LEGÍTIMA 
Y EFICAZ 
 
La presente crisis ha hecho ver la conveniencia 
de acometer serias reformas en la arquitectura 
financiera internacional, si se quiere preservar 
la estabilidad y evitar en el futuro crisis de la 
magnitud de la que ahora vivimos. Aunque 
son muchos los ámbitos que demandan refor-
mas, uno de ellos alude a la presencia de regí-
menes opacos y no cooperativos en el ámbito 
fiscal. Lo señaló de forma nítida la Declaración 
del G-20, en su reunión de Londres, al declarar 
que “la época del secreto bancario ha termina-
do” y que era necesario “tomar medidas contra 
las jurisdicciones no cooperativas, incluidos 
los paraísos fiscales”.  
 
La existencia de este tipo de jurisdicciones 
contribuye a crear espacios protegidos frente a 
la regulación y la supervisión internacional. 
Esta última crisis puso en evidencia los costes 
que se derivan de mantener en un entorno 
financiero altamente integrado espacios ajenos 
a la acción regulatoria. No sólo por los efectos 
de arbitraje regulatorio a que dan origen, sino 
también por la cobertura que ofrecen a opera-
ciones inadecuadas, que permanecen ajenas a 
                                                 
1 Las otras variables son el nivel de desarrollo del país, la equi-
dad social existente y el nivel de formación de las personas. 
Véase Alonso y Garcimartín (2008). 
una adecuada supervisión. En el extremo, este 
tipo de regímenes puede llegar a generar espa-
cios de impunidad a través de los que se facili-
ten las actividades financieras propias de la  
economía ilegal, de la operativa de las redes de 
narcotráfico o, incluso, de la financiación del 
terrorismo. Afrontar este problema, por tanto, 
transciende el ámbito estrictamente económi-
co, para incidir sobre las condiciones de segu-
ridad internacional.    
 
Pese a lo declarado por el G-20, lo cierto es 
que las medidas adoptadas hasta el momento, 
especialmente a instancias de la OCDE, aun-
que han supuesto un interesante paso adelan-
te, dejan un espacio para seguir trabajando 
hacia la configuración de un orden internacio-
nal sujeto a normas que propicien una mayor 
seguridad económica y política y dote al siste-
ma de un marco más equilibrado de distribu-
ción de oportunidades de desarrollo.  
 
También ha avanzado en este campo la Unión 
Europea, aunque fundamentalmente en el ám-
bito declarativo. En concreto, en sus conclu-
siones en el Consejo de Asuntos Generales y 
Relaciones Exteriores (CAGRE), de noviembre 
del 2008 y mayo de 2009, los Ministros de 
Asuntos Exteriores  y Cooperación acordaron 
el apoyo a los países socios en sus esfuerzos 
para mejorar su capacidad recaudatoria y forta-
lecer sus administraciones tributarias y de 
aduanas promoviendo las convenciones inter-
nacionales contra la corrupción (de Naciones 
Unidas y de la OCDE) y contra la evasión fis-
cal y a favor de la transparencia (iniciativas 
STAR y EITI). Adicionalmente, se declaró el 
interés de la Unión Europea en la colaboración 
en estas áreas entre el FSF (Financial Stability 
Forum) y el FATF (Financial Action Task For-
ce); y el apoyo a la finalización del Código de 
Conducta de Naciones Unidas para la lucha 
más efectiva contra la evasión fiscal. Adicio-
nalmente, se invitó a ECOSOC a fortalecer su 
comité fiscal, incluyendo una representación 
equilibrada de representantes de diferentes 
categorías de países, con un proceso de selec-
ción transparente y un mandato definido.   
 
De forma más reciente, en la reunión del Con-
sejo Europeo, de Mayo de 2010, se aprobó una 
declaración titulada “Tax and Development: 
Cooperating with Developing Countries in 
Promoting Good Governance in Tax Matters” 
en la que se insiste en la necesidad de fortale-
cer los sistemas fiscales de los países en desa-
rrollo y se proponen diversas medidas para 
promover un “entorno fiscal transparente y 
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cooperativo”. Ello implica garantizar la exis-
tencia de informes normalizados país a país de 
las empresas multinacionales, estimular un 
sistema internacional de intercambio automá-
tico de información fiscal, al modo que se 
practica en la UE, reducir los abusos en mate-
ria de precios de transferencia, siguiendo las 
indicaciones de la OCDE,  establecer criterios 
comunes para el tratamiento de las inversiones 
en jurisdicciones no cooperativas e incluir en 
los Reports on Observance of Standards and 
Codes (ROSCs) el compromiso de los países 
en materia de intercambio de información 
fiscal y su implicación en la persecución del 
fraude y de otros delitos económicos.  
 
Por último, en la Resolución del Parlamento 
Europeo de 10 de febrero del 2010 se urgió a 
los estados miembros a promover una mejora 
de los estándares de la OCDE con el fin de 
hacer que el intercambio multilateral y auto-
mático de información llegue a convertirse en 
la norma internacional. En este contexto, el 
Parlamento consideró que la Directiva 
2003/48/EC (fiscalidad del ahorro) que esta-
blece el principio de intercambio multilateral 
automático de información entre países consti-
tuye un primer paso en esa dirección. Final-
mente, se instó a la Comisión a avanzar en la 
elaboración de un CCCTB (Common Consoli-
dated Corporate Tax Base) con el fin de acabar 
con las prácticas asociadas a los precios de 
transferencia y la evasión fiscal por parte de  
multinacionales en el territorio de la UE. 
 
La coincidencia en el tiempo de este conjunto 
de iniciativas internacionales subraya la rele-
vancia y oportunidad de la tarea. Relevancia 
que deriva de los efectos que un orden fiscal 
más transparente y cooperativo podría tener en 
la promoción de oportunidades de  desarrollo 
y estabilidad del sistema internacional; y opor-
tunidad que se asocia a la respuesta reforma-
dora de la arquitectura financiera internacional 
que ha de darse a la presente crisis.  
 
El presente documento pretende analizar estos 
aspectos, estructurando su recorrido en torno 
a dos grandes vectores del análisis. En primer 
lugar, las medidas requeridas para apoyar el 
fortalecimiento de la capacidad fiscal de los 
países en desarrollo, lo que, a su vez, supone 
tratar aspectos relacionados con el diseño y 
reforma de los sistemas fiscales, por una parte 
(epígrafe 2), y con el fortalecimiento de las 
administraciones tributarias (y arancelarias), 
por la otra (epígrafe 3). En segundo lugar, las 
medidas orientadas a crear un orden fiscal a 
escala internacional más transparente y coope-
rativo (epígrafe 4), lo cual conlleva tratar el 
tema de las plazas con regímenes fiscales dis-
criminatorios y actitudes no cooperativas y el 
impulso a las medidas en materia de transmi-
sión de información y promoción de la traspa-
rencia (epígrafe 5). 
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2. Diseño de los sistemas fis-
cales 
 
2.1 IMPORTANCIA DEL SISTEMA FISCAL 
 
Un buen sistema fiscal es un requisito impres-
cindible para el progreso de las naciones, ya 
que afecta al comportamiento económico de 
los individuos y determina la capacidad del 
sector público para proveer bienes y servicios y 
llevar a cabo programas de redistribución de 
renta y de estabilización económica. En reali-
dad, el sistema fiscal  define el contrato social 
mediante el cual se intercambian impuestos 
por representación y ciudadanía, haciendo 
posible una governanza democrática (Tilly, 
1992; Moore, 2002). Como señaló Ángel Gu-
rría, Secretario General de la OCDE, en la 
Conferencia de Financiación al Desarrollo de 
2008: la fiscalidad es clave para una construc-
ción efectiva de los Estados. La relación entre 
gobiernos y contribuyentes juega un papel 
central en el surgimiento de la gobernanza 
democrática. 
 
No obstante, construir un buen sistema fiscal 
es una tarea compleja. Más aún en los países 
en desarrollo, donde existen una serie de res-
tricciones que hacen difícil alcanzar este obje-
tivo: elevado peso de la economía informal, 
gran número de empresas de muy reducida 
dimensión, deficiente calidad institucional, 
insuficiencia en las estadísticas tributarias o 
menor desarrollo del sistema financiero. Todo 
ello, unido a su nivel menor de renta, ha su-
puesto que, en general, los sistemas fiscales de 
los países en desarrollo difieran notablemente 
respecto a los de los países desarrollados. En 
primer lugar, en cuanto a su capacidad recau-
datoria, notablemente inferior en los primeros. 
En segundo lugar, respecto a la estructura de 
los ingresos tributarios, claramente sesgada a 
favor de los impuestos indirectos. Finalmente, 
en cuanto al diseño de las principales figuras 
impositivas.  
 
Pese a que en las dos últimas décadas buena 
parte del mundo en desarrollo se ha embarca-
do en procesos de reforma fiscal, aún persisten 
numerosos problemas, tanto de carácter gene-
ral como específicos a cada impuesto. Lógica-
mente, la gravedad de cada uno de ellos difiere 
entre países, ya que al ser heterogéneo el 
mundo en desarrollo también lo es la situación 
de sus sistemas fiscales. En el caso de los paí-
ses más pobres las deficiencias son considera-
bles y muy largo el camino que aún queda por 
recorrer hacia sistemas fiscales más sólidos. 
Por el contrario, los países de renta media, 
sobre todo algunos de ellos, disponen de una 
infraestructura institucional y unas condicio-
nes socioeconómicas que pueden hacer posible 
el éxito de las reformas si éstas se diseñan de 
forma correcta y se llevan a cabo con el empe-
ño suficiente. Para que ello sea así, los orga-
nismos internacionales y los donantes pueden 
desempeñar un papel importante. Por un lado, 
mediante ayuda financiera y técnica. Por otro, 
mediante una cooperación internacional en 
materia tributaria que cada vez se hace más 
necesaria, habida cuenta del proceso de globa-
lización de la economía mundial. La mayor 
movilidad del capital, el crecimiento de las 
relaciones comerciales y financieras, la compe-
tencia fiscal o la presencia de paraísos fiscales 
así lo exigen. 
 
2.2 PRINCIPALES CARACTERÍSTICAS DE 
LOS SISTEMAS FISCALES DE LOS PAÍ-
SES EN DESARROLLO  
 
2.2.1 Los ingresos públicos 
 
Una diferencia fundamental entre los sistemas 
fiscales de los países en desarrollo y los de los 
países desarrollados es que los ingresos públi-
cos son notablemente inferiores en los prime-
ros. Así, mientras que el promedio de ingresos 
públicos sobre el PIB alcanza alrededor del 
40% en los países desarrollados, en los de ren-
ta baja se sitúa en casi un tercio; alrededor del 
22% en los países de renta medio baja y sobre 
el 28% en los de renta medio alta2. No obstan-
te, conviene señalar que la heterogeneidad en 
los países en desarrollo es muy elevada, pues 
existen países donde los ingresos públicos 
apenas llegan al 5% y otros que presentan ni-
veles muy similares a los de los países desarro-
llados.  
 
Aunque estas diferencias en cuanto a los ingre-
sos públicos obedecen en buena medida a las 
disparidades que muestran aquellos de carácter 
impositivo, también existen variaciones rele-
vantes en los ingresos no impositivos. Así, en 
los países de la OCDE estos últimos suponen 
un peso en el total sensiblemente inferior al 
correspondiente a los países en desarrollo, 
especialmente a los de renta baja. En realidad, 
suele ocurrir que a medida que aumenta el 
nivel de desarrollo crece el nivel de ingresos 
impositivos, pero no necesariamente el corres-
                                                 
2 Las cifras incluidas en el epígrafe 2 se han obtenido de Garci-
martín, Alonso y Gayo (2006). 
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pondiente a los de naturaleza no impositiva. 
Estos últimos desempeñan un papel importan-
te en aquellos países en desarrollo donde exis-
ten vías alternativas a los tributos para obtener 
ingresos, fundamentalmente a través de la ex-
plotación de recursos naturales. A su vez, ello 
puede tener consecuencias negativas en la 
institucionalidad de los países, puesto que se 
trata de ingresos que a menudo son menos 
transparentes que los impuestos y sobre los 
que hay una menor rendición de cuentas.  
 
2.2.2 La estructura de los ingresos impositi-
vos 
 
Además de la cuantía total de ingresos, tam-
bién existen importantes diferencias en cuanto 
a su estructura entre los países desarrollados y 
en desarrollo, aunque con diferencias impor-
tantes dentro de cada grupo de países. Así, los 
impuestos sobre bienes y servicios (los genera-
les sobre ventas, los de valor añadido y los 
específicos) presentan una relación con el ni-
vel de desarrollo en forma de una U invertida: 
en los países de renta baja su peso se halla en 
torno al 30% del total de ingresos impositivos, 
en los niveles medios de renta asciende hasta 
casi el 40% y desciende de nuevo al 30% en los 
países más ricos. Cabe señalar, además, que el 
elevado protagonismo de estos impuestos en 
los países de renta media es un fenómeno pro-
ducido a partir de los años noventa, presen-
tando anteriormente unas cifras similares a las 
del resto de grupos.  
 
Una de las grandes diferencias en la estructura 
tributaria del mundo desarrollado y en desa-
rrollo se registra en el ámbito de las contribu-
ciones sociales. Su peso sobre el total de ingre-
sos impositivos en los países de renta baja se 
sitúa alrededor del 8%; en los de renta medio 
baja se encuentra en el 15%; mientras que en 
los de renta medio alta alcanzan un nivel muy 
similar al de los países ricos, 25% y 27%, res-
pectivamente, aunque ello obedece al elevado 
peso que tienen los países de Europa y Asia 
Central en el grupo de renta medio alta. De 
hecho, la variabilidad es muy elevada dentro 
de cada grupo, en especial en los dos primeros.  
 
Por su parte, los impuestos al comercio inter-
nacional constituyen otra de las diferencias 
tradicionales en la estructura impositiva de los 
países en desarrollo y desarrollados, corres-
pondiendo una mayor importancia a los pri-
meros. Así, mientras que en los países de renta 
alta su peso apenas alcanza el 2% del total de 
ingresos impositivos, en los de renta medio 
alta se sitúa alrededor del 8%, en los de renta 
medio baja representa el 14% y en los de renta 
baja asciende hasta el 23%. No obstante, la 
importancia de este tipo de impuestos se ha 
reducido de forma notable en todos los grupos 
a lo largo del tiempo, debido fundamentalmen-
te al proceso de apertura comercial ocurrido 
en buena parte de los países. A pesar de ello, 
existen diferencias muy acusadas dentro de 
cada grupo y desde un punto de vista geográfi-
co, también la heterogeneidad es considerable 
entre los países en desarrollo. Con gran dife-
rencia, el nivel más alto se halla en los países 
del África subsahariana (30%)  
 
Respecto a la imposición sobre la renta, que 
incluye los impuestos sobre la renta de las 
personas físicas, sobre la renta de las socieda-
des y las ganancias de capital, su peso también 
difiere significativamente en función del nivel 
de desarrollo. Mientras que en los países más 
ricos representan alrededor del 35% del total 
de ingresos impositivos, en los de renta baja se 
sitúan en torno al 21%, en los de renta medio 
baja en el 26% y en el 23% en los de renta me-
dio alta. Sin embargo, a diferencia de lo que 
sucede con los impuestos al comercio, que han 
disminuido en todos lo grupos durante los 
últimos años, en este caso, mientras en los 
países de rentas alta y medio baja muestran 
una relativa constancia, en los de renta baja y 
especialmente medio alta presentan una im-
portante caída. Además, también se observan 
notables diferencias geográficas entre los paí-
ses en desarrollo, hallándose con gran diferen-
cia los niveles más altos en los países de Asia 
Oriental y Pacífico y Medio Oriente y Norte de 
África. Por otro lado, una diferencia tradicio-
nalmente existente entre los países desarrolla-
dos y en desarrollo en la imposición sobre la 
renta ha sido el sesgo que muestran en los 
segundos a favor del impuesto de sociedades, 
seguramente porque resulta más sencillo gra-
var a las empresas que a las personas físicas. 
Así, la ratio de ingresos obtenidos por el im-
puesto sobre la renta de las personas físicas 
respecto a los derivados del impuesto de so-
ciedades se sitúa en torno a 1,4 para los países 
de renta baja y medio alta, 0,8 para los de ren-
ta medio baja y 3,6 para los países más ricos.  
En suma, puede decirse que, en general, a ba-
jos niveles de renta los impuestos sobre el co-
mercio internacional son relativamente más 
importantes, sucediendo lo contrario con la 
imposición sobre la renta. Al aumentar el nivel 
de desarrollo, aquellos disminuyen, mientras 
que aumentan los impuestos sobre ventas. 
Conviene advertir, en todo caso, que las dife-
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rencias que existen entre los sistemas fiscales 
de los distintos países no sólo se hallan rela-
cionadas con su nivel de renta, sino también 
con otras características, como los rasgos del 
sistema productivo o social, el peso de la po-
blación urbana o las exportaciones de recursos 
naturales.  
 
2.2.3 Deficiencias de los sistemas fiscales de 
los países en desarrollo  
 
En los últimos años numerosos países, tanto 
desarrollados como en desarrollo, se han em-
barcado en reformas fiscales con objeto de 
superar deficiencias acumuladas y adaptarse al 
nuevo entorno que ha supuesto la globaliza-
ción. En el caso del mundo en desarrollo, estas 
reformas han estado en buena medida auspi-
ciadas por organismos internacionales y sus 
objetivos generales han consistido básicamente 
en aumentar los ingresos, reducir los déficit 
presupuestarios, lograr una mayor eficiencia y 
mejorar la administración tributaria y la efica-
cia recaudatoria. En realidad, el primero de 
ellos, al menos en la fase inicial de las refor-
mas, es un objetivo central. De hecho, se trata 
de un componente contemplado en las estrate-
gias para alcanzar los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio (ODM), pues, por ejemplo, entre 
las recomendaciones del informe 2005 sobre el 
Proyecto Milenio de Naciones Unidas se en-
cuentra aumentar en cuatro puntos porcentua-
les del PIB los recursos domésticos (Sachs et 
al., 2005).  
 
Respecto a las reformas particulares de las 
principales figuras impositivas, el impuesto 
sobre la renta de las personas físicas (IRPF) ha 
sido tradicionalmente un impuesto poco efi-
ciente y equitativo en los países en desarrollo, 
siendo sus deficiencias más habituales las si-
guientes:  
 
• En primer lugar, con frecuencia, el número 
de personas sujetas a su pago ha sido reducido. 
En el caso de los tipos impositivos más eleva-
dos porque, al menos de manera formal, pocos 
individuos disponían de la renta necesaria, 
mientras que en el caso de las tasas más bajas 
en ocasiones el mínimo exento es elevado 
(Tanzi y Zee, 2000).  
 
• En segundo lugar, también ha sido habitual 
en buena parte del mundo en desarrollo man-
tener un elevado número de tramos y tipos 
marginales altos, con el fin de dotar de progre-
sividad al impuesto. Sin embargo, la progresi-
vidad real ha sido mucho menor que la nomi-
nal, debido al gran número de exenciones y 
deducciones existentes, que benefician a los 
tramos más altos de renta (exenciones sobre 
ganancias de capital, tipos reducidos para in-
gresos financieros, deducciones generosas por 
gastos médicos o educativos, entre otras) 
(Tanzi y Zee, 2001). 
 
• En tercer lugar, en algunos países en desa-
rrollo la tasa marginal del IRPF supera con 
amplio margen a la aplicada al impuesto de 
sociedades, lo que incentiva a los contribuyen-
tes a elegir la modalidad empresarial por moti-
vos fiscales.  
 
• En cuarto lugar, aunque las rentas de inter-
eses y dividendos constituyen un campo pro-
blemático a nivel global, en los países en desa-
rrollo sobresalen dos aspectos. Por un lado, en 
muchos de ellos cuando se gravan los intereses 
se hace mediante una retención final a un tipo 
sustancialmente inferior al marginal superior 
del IRPF. Este procedimiento puede ser acep-
table en el caso de los perceptores de rentas 
del trabajo, pero para los que reciben rentas 
empresariales implica que es posible obtener 
un importante ahorro mediante transacciones 
de arbitraje, además de la potencial reducción 
de intereses (Tanzi y Zee, 2001). Por otro lado, 
en el caso de los dividendos el problema es la 
doble imposición y para los países en desarro-
llo puede ser preferible, por razones de simpli-
cidad administrativa, eximir totalmente a los 
dividendos del impuesto o gravarlos a una tasa 
relativamente baja, quizá mediante un impues-
to de retención final cuyo tipo sea el mismo 
que se utilice para gravar los intereses (Tanzi y 
Zee, 2001). 
 
A la vista, entonces, de estos problemas, y si-
guiendo una tendencia también existente en 
los países más ricos, las principales medidas 
adoptadas para la reforma del impuesto sobre 
la renta de las personas físicas en los países en 
desarrollo han consistido en una reducción de 
tipos máximos, elevación de mínimos y medi-
das encaminadas a ampliar las bases. Sin em-
bargo, estas reformas han resultado en muchos 
casos insuficientes y no se hallan exentas de 
problemas. Así, la bajada de tipos ha supuesto, 
entre otras consecuencias, que el peso del 
IRPF en los países en desarrollo no se haya 
aproximado al correspondiente a los países 
desarrollados. Esto es más importante en los 
países de renta media y, en especial, medio 
alta, donde las diferencias con los países ricos 
han crecido notablemente, pero donde, ade-
más, todavía existe un margen considerable 
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para reducir exenciones, ampliar las bases y, 
en consecuencia, aumentar la recaudación 
(Heady, 2001). Asimismo, pese al avance re-
gistrado, aún queda mucho por hacer respecto 
a las discriminaciones que existen dentro del 
impuesto en función del tipo de renta. Por 
ejemplo, en un buen número de países el IRPF 
no tiene carácter global, sino que cada modali-
dad de ingreso está vinculado a un régimen 
distinto, con tipos diferentes y numerosas 
exenciones según la fuente generadora (intere-
ses, dividendos, etc.). En muchos casos la casi 
totalidad de la carga tributaria termina por 
recaer sobre los trabajadores dependientes.  
 
Respecto al impuesto sobre la renta de las so-
ciedades, en términos generales presenta un 
buen número de problemas, a menudo com-
plejos, siendo, de hecho, una de las figuras 
impositivas que más transformaciones está 
experimentando a nivel mundial. Entre otros 
factores, la mayor movilidad del capital, el 
crecimiento de las relaciones comerciales y 
financieras entre las distintas filiales y sucursa-
les de la misma empresa matriz y el creciente 
uso de este impuesto como herramienta para 
atraer inversión extranjera, han dado lugar a 
una fuerte presión para reformarlo. En el caso 
de los países en desarrollo, los problemas que 
tradicionalmente ha presentado podrían resu-
mirse en los siguientes:  
 
• En primer lugar, la existencia de tasas múlti-
ples, diferenciadas por sectores de actividad. 
 
• En segundo lugar, incoherencias de los sis-
temas de depreciación, siendo habitual la pre-
sencia de un número excesivo de categorías de 
bienes y tasas de depreciación, que, además, 
suelen ser excesivamente bajas y cuya estruc-
tura no responde a las tasas de obsolescencia 
de los bienes correspondientes.  
 
• En tercer lugar, la existencia de moratorias 
fiscales, populares en los países en desarrollo 
por ser fáciles de administrar pero que presen-
tan numerosos inconvenientes: i) tienden a 
beneficiar más al inversor que espera grandes 
rendimientos y que hubiera realizado la inver-
sión en cualquier caso; ii) incentivan la elusión 
del pago de impuestos mediante relaciones 
entre empresas exentas y no exentas; iii) la 
duración de la moratoria puede extenderse de 
forma abusiva, convirtiendo inversión efectua-
da por inversión nueva; iv) las moratorias por 
periodo fijo fomentan proyectos a corto plazo 
en detrimento de proyectos a largo plazo; v) y 
por último el coste fiscal de las moratorias rara 
vez es transparente (Tanzi y Zee, 2001).  
• En cuarto lugar, el abuso por parte de las 
empresas multinacionales de los precios de 
transferencia. Aunque se trata de un problema 
global, en el mundo en desarrollo es más grave 
porque no todos los países cuentan con una 
legislación adecuada al respecto y porque, 
siendo su persecución compleja en la práctica, 
más lo es para los países en desarrollo, dados 
los escasos medios de los que en muchos casos 
disponen.  
 
• Finalmente, se ha producido un excesivo uso 
de medidas fiscales para fomentar la inversión 
extranjera directa, lo que crea dos tipos de 
problemas. Por un lado, dado que el Acuerdo 
sobre Subvenciones y Medidas Compensato-
rias de la OMC prohíbe los incentivos fiscales 
a la exportación, los países en desarrollo han 
tratado de eliminar las exoneraciones del im-
puesto de sociedades de las zonas francas antes 
de 2015. Por otro lado, la competencia fiscal 
entre los países en desarrollo para atraer inver-
sión extranjera ha supuesto en ocasiones que 
las medidas adoptadas hayan dado lugar a una 
merma de los ingresos impositivos.  
 
Pese a la diversidad de problemas, las reformas 
de los últimos años se han centrado en reducir 
el número de tipos impositivos y los margina-
les máximos, con un énfasis mucho menor en 
la ampliación de las bases y las mejoras en el 
diseño y gestión del impuesto. En el caso de 
los países desarrollados, ello ha supuesto un 
aumento en la recaudación, dado que pese a la 
bajada de las tasas, se ha producido una am-
pliación de las bases; por el contrario, en el 
caso de los países en desarrollo el efecto ha 
sido el de una reducción de la recaudación, al 
no haberse logrado modificar las bases. De este 
modo, aunque los tipos nominales son pareci-
dos, los tipos efectivos difieren sustancialmen-
te entre ambos grupos de países. Por ejemplo, 
en el caso de la imposición sobre el capital, 
que comprende propiedad, ganancias de capi-
tal y beneficios, la tasa efectiva en América 
Latina es tres veces menor que en la Unión 
Europea (Martner y Tromben, 2004). Por otro 
lado, los viejos problemas derivados de los 
precios de transferencia, subcapitalización y 
transferencias de renta desde y hacia paraísos 
fiscales siguen siendo graves, especialmente 
porque un buen número de países aún no ha 




Por su parte, la imposición indirecta es la que 
más transformaciones ha experimentado en el 
mundo en desarrollo. En el caso de los im-
puestos sobre bienes y servicios, el cambio más 
relevante ha sido la sustitución de impuestos 
generales sobre ventas por impuestos sobre el 
valor añadido. Con esta transformación se ha 
perseguido ampliar la base de la imposición 
indirecta, reducir el número de impuestos 
específicos y aprovechar las ventajas que pre-
senta el IVA frente a otros impuestos genera-
les. Entre ellas, la eliminación del efecto cas-
cada presente en los antiguos tributos, la desa-
parición de los incentivos a la integración em-
presarial para reducir el pago de impuestos, su 
neutralidad desde el punto de vista del comer-
cio exterior, la importante información tribu-
taria que proporciona y el mayor grado de 
cumplimiento por su mecanismo de liquida-
ción. Sin embargo, pese a sus claras ventajas, 
el IVA presenta notables problemas en su apli-
cación, que se agravan en el caso de los países 
en desarrollo. Se trata de un impuesto cuya 
gestión es compleja y costosa, tanto para el 
contribuyente como para la administración. Es 
frecuente, además, en muchos países en desa-
rrollo que sectores importantes, como los ser-
vicios o el comercio minorista, no estén suje-
tos al IVA. Un caso especial lo constituye la 
agricultura, sector cuyas transacciones son 
incapaces de gravar muchos gobiernos, pero 
cuyo peso en la producción total es elevado en 
los países en desarrollo. De hecho, ante esta 
incapacidad, se ha llegado a proponer gravar 
las transacciones de este sector con el resto del 
mundo (Stiglitz y Dasgupta, 1971; Heady y 
Mitra, 1982). También es frecuente que el 
mecanismo de deducción sea excesivamente 
restrictivo, negándose o retrasándose la deduc-
ción del IVA soportado, especialmente en el 
caso de los bienes de capital. Asimismo, una de 
las preocupaciones habituales del IVA se refie-
re a su regresividad. Para reducirla, es habitual 
emplear tipos menores para aquellos produc-
tos que ocupan un lugar importante en la cesta 
de consumo de las rentas más bajas. Sin em-
bargo, ello introduce complejidades adminis-
trativas, que en los países en desarrollo pueden 
ser excesivas (Tanzi y Zee, 2001) y se corre el 
riesgo de que los tipos diferenciados acaben 
siendo empleados no con objetivos distributi-
vos, sino en beneficio de determinados grupos 
de presión. Por último, aunque el IVA es neu-
tral desde el punto de vista del comercio exte-
rior, en grupos de países pequeños y con una 
elevada integración de sus economías, es nece-
sario un alto grado de armonización en bases y 
tipos.  
 
En definitiva, aunque la introducción del IVA 
en el mundo en desarrollo puede calificarse de 
positiva en la medida en que ha sustituido a 
esquemas de imposición indirecta de peor 
calidad, aún persisten numerosos problemas. 
En muchos países es necesaria la ampliación 
de las bases del impuesto, la racionalización de 
tipos y las mejoras administrativas. Todo ello 
hace que la tasa de cumplimiento, que expresa 
el IVA recaudado en porcentaje de la tasa de 
IVA multiplicada por el consumo final, sea 
inferior en los países en desarrollo (Ebrill et 
al., 2002).  
 
En el caso de los impuestos al comercio inter-
nacional, su importancia se ha reducido de 
forma significativa en los países en desarrollo a 
lo largo de los últimos años. Este hecho tiene 
su origen no sólo en las reformas impositivas, 
sino de manera importante en las políticas 
comerciales de los distintos países, embarcados 
en un generalizado proceso de apertura. La 
adopción de medidas como la conversión de 
restricciones cuantitativas en aranceles, la 
disminución del número de éstos y de su tipo 
medio o la eliminación de impuestos a la ex-
portación han supuesto una fuerte caída de los 
ingresos por este concepto. No obstante, estos 
impuestos aún suponen un porcentaje elevado 
del total de ingresos impositivos en el mundo 
en desarrollo. Por ello, la reducción de ingre-
sos que ha tenido lugar hasta la fecha y la pre-
visible continuación de este proceso en el futu-
ro afectará de forma importante a los países en 
desarrollo. En principio, esto no debería supo-
ner un problema, ya que basta con sustituir los 
impuestos al comercio internacional por im-
puestos indirectos generales, logrando mejoras 
de eficiencia e incluso un posible aumento de 
los ingresos al aumentar la base impositiva. En 
la práctica, sin embargo, tal transformación no 
es sencilla. Mientras los aranceles son fáciles 
de recaudar, el IVA tiene una complejidad 
administrativa mucho mayor. De hecho, buena 
parte de los ingresos por IVA se recaudan en 
frontera en los países en desarrollo, en muchos 
de los casos en proporción cercana a la mitad 
del total (Baunsgaard y Keen, 2005; Agosin et 
al, 2005). Los análisis empíricos sobre esta 
sustitución de impuestos no son demasiado 
optimistas. Baunsgaard y Keen (2005) señalan 
que los países desarrollados han podido efec-
tuar esta sustitución, los de renta media sólo lo 
han conseguido en un 45-60% y los de renta 
baja ni siquiera llegan al 30% en el mejor de 
los casos. No obstante, el resultado depende 
del correcto diseño de la reforma y de que ésta 
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se acompañe de políticas monetarias y cambia-
rias adecuadas (Agbeyegbe et al., 2004; Abed, 
1998).  
 
Respecto a los impuestos específicos, su obje-
tivo consiste en gravar bienes con externalida-
des negativas, con muy baja elasticidad o, en 
algunos casos, por razones de equidad. Sin 
embargo, en los países en desarrollo es habi-
tual que abarquen un número demasiado am-
plio de productos, no estando justificados por 
las razones anteriores, sino simplemente por 
su facilidad recaudatoria (Tanzi y Zee, 2001). 
Por este motivo, se ha tendido a reducir su 
número, aunque todavía sigue siendo elevado. 
Por el contrario, en el caso particular de los 
impuestos medioambientales, los países en 
desarrollo tienen un amplio margen por reco-
rrer, sobre todo de aquellos que gravan a los 
combustibles, dado que son fáciles de adminis-
trar, su recaudación es elevada y mejoran la 
calidad ambiental (Heady, 2002). 
 
En relación a las contribuciones sociales, como 
se ha señalado, su menor importancia en los 
países en desarrollo constituye una de las 
grandes diferencias de sus sistemas fiscales 
respecto a aquellos de los países desarrollados. 
No obstante, en realidad el mundo en desarro-
llo es dual en este aspecto: o prácticamente no 
existen contribuciones sociales o su nivel es 
muy parecido al de los países más ricos. Por 
tanto, si se pretende ampliar la cobertura so-
cial muy probablemente será necesario un 
aumento de las contribuciones sociales, pues el 
resto de recursos impositivos son ya limitados; 
además, un sistema financiado con contribu-
ciones sociales presenta ventajas respecto al 
financiado mediante los ingresos generales. 
Básicamente, por dos razones: por un lado, las 
contribuciones sociales son más fáciles de in-
troducir desde el punto de vista político, ya 
que las compensaciones son más visibles, y, 
por otro, su administración es más sencilla, 
pues suelen aplicarse sólo a las rentas del tra-
bajo y sin deducciones por circunstancias per-
sonales. Pese a ello, tiene también algunas 
desventajas que conviene considerar, como 
son el aumento del coste del factor trabajo y la 
limitada capacidad de efectos redistributivos. 
Ambos problemas deberán ser tenidos en 
cuenta en los países en desarrollo (Heady, 
2002). Al igual que sucedía con otras figuras 
impositivas, las posibilidades al respecto difie-
ren entre países, siendo más sencilla su intro-
ducción en aquellos con un cierto nivel de 
desarrollo, donde la economía informal sea 
menor y la capacidad de gestión mayor. 
2.3. LOS RETOS PENDIENTES 
 
Las deficiencias anteriormente apuntadas junto 
a los nuevos condicionantes impuestos por la 
globalización han llevado a numerosos países 
en desarrollo a introducir reformas en sus sis-
temas fiscales. Sin embargo, sus resultados han 
sido dispares (Chu et al, 2000; y Tanzi y Zee, 
2000, entre otros). Ello se debe a que, más allá 
de los problemas tradicionales de las principa-
les figuras impositivas, existen una serie de 
obstáculos inherentes a los países en desarrollo 
y que han condicionado los resultados. Entre 
ellos, cabe destacar, en primer lugar, que bue-
na parte de las reformas fiscales llevadas a cabo 
en los países en desarrollo, al estar auspiciadas 
por las instituciones internacionales o por los 
donantes, se han basado en un esquema teóri-
co muy homogéneo, sin tener en cuenta en 
muchos casos ni las insuficiencias de estos 
países ni las particularidades de cada uno de 
ellos. Se ha pretendido, en general, trasplantar 
el diseño de los sistemas fiscales de los países 
desarrollados, sin considerar que los impues-
tos de la OCDE no tienen por qué funcionar 
bien en todos los países en desarrollo (Heady, 
2002). Entre otras consecuencias, esta rigidez 
ha supuesto que la aplicación real de las re-
formas tributarias haya sido menos intensa de 
lo esperado, siendo relativamente común la 
vuelta atrás en el proceso reformista (Tanzi y 
Zee, 2000).  
 
Otra razón que explica los débiles resultados 
de muchas de las reformas fiscales de los últi-
mos años de los países en desarrollo es que se 
han centrado en aumentar los ingresos y lograr 
mejoras de eficiencia, sin apenas tener en 
cuenta los aspectos distributivos. Esto supone 
un problema importante, no sólo porque la 
equidad sea uno de los principios impositivos 
fundamentales, sino porque en el caso de los 
países en desarrollo los aspectos distributivos 
resultan cruciales para lograr la legitimidad 
social del sector público, habida cuenta de que 
en general la distribución del ingreso es más 
desigual en el mundo en desarrollo que en los 
países desarrollados. En esas circunstancias, la 
capacidad redistributiva de sus sistemas fisca-
les cobra especial importancia y, sin embargo, 
los estudios disponibles muestran que no sólo 
los antiguos sistemas no desempeñaban esta 
función, sino que tampoco lo hacen los actua-
les (Chu et. Al., 2000; Behrman et al., 2000; 
Moreley (2000).  
 
Un tercer motivo del limitado éxito de las re-
formas es la baja calidad institucional del 
 25
mundo en desarrollo; es decir, escasez de re-
cursos materiales, técnicos y humanos en la 
administración, presencia de fenómenos no 
perseguidos de corrupción y excesiva influen-
cia en la toma de decisiones de determinados 
grupos sociales. Esta baja calidad institucional 
ha supuesto que las reformas impositivas se 
hayan encontrado con obstáculos importantes. 
Por un lado, los problemas puramente deriva-
dos de las deficiencias administrativas, deriva-
das de la escasez de medios materiales, técni-
cos y humanos. La gestión tributaria es un 
asunto complejo y, en no pocos casos, los paí-
ses presentan legislaciones contradictorias, 
dificultades para el contribuyente a la hora de 
cumplir sus obligaciones fiscales, escasa prepa-
ración de los trabajadores de la administración 
tributaria o importantes lagunas legislativas. 
La introducción de impuestos como el IVA 
sólo revela sus virtudes si cuenta con suficien-
te capacidad administrativa; o la aplicación de 
un impuesto de sociedades moderno requiere 
medios necesarios en la administración para 
evitar problemas como los precios de transfe-
rencia o la subcapitalización. En caso contra-
rio, los resultados pueden ser muy deficientes. 
Por otro lado, existen graves problemas de 
corrupción y evasión y los proyectos de refor-
ma tributaria auspiciados por los organismos 
internacionales, aunque han contado con un 
cierto componente de mejoras administrativas, 
apenas se han referido a este tema (Barbone et 
al. 1999).  
 
La experiencia revela que las formas en las que 
surge la corrupción fiscal son numerosas. En-
tre las puramente burocráticas pueden men-
cionarse las siguientes: proveer certificados de 
exenciones impositivas a personas no califica-
das para ello, eliminar datos y deudas tributa-
rias, crear identificaciones fiscales falsas, ma-
nipular y concluir auditorías sin sanciones, 
facilitar el contrabando, subvalorar bienes o 
clasificarlos en categorías distintas a las que 
pertenecen y efectuar devoluciones de impues-
tos por exportaciones no realizadas (Tanzi, 
1999). Entre las manifestaciones de corrup-
ción política, que, según Bowles (1998), en 
muchos países en desarrollo es al menos tan 
seria como la burocrática, se hallarían la pro-
tección a grandes evasores, el escaso control 
sobre los funcionarios, la discrecionalidad en 
las decisiones o el control de la información. 
De hecho, de acuerdo a Asher (2001), en el 
caso de los incentivos fiscales, son los políticos 
y altos funcionarios los grupos más relaciona-
dos con prácticas de corrupción, mientras que 
en el caso de los impuestos al comercio se trata 
de funcionarios de nivel inferior.  
 
No obstante, la poca sensibilidad que han mos-
trado las reformas a los aspectos instituciona-
les es algo que está cambiando en los últimos 
años, especialmente desde la crisis asiática de 
1997. El FMI, el BM y los Bancos de desarrollo 
regionales, entre otras instituciones, están 
priorizando los cambios en este sentido, aun-
que, como señala Rodrik (2000), se trata de un 
proceso largo y lento, donde, además, el cono-
cimiento sobre la manera de construir las insti-
tuciones apropiadas aún se halla en una fase 
primaria.  
 
Otro de los obstáculos a los que se han enfren-
tado y continúan haciéndolo los sistemas fisca-
les de los países en desarrollo es la intensa 
competencia por atraer inversión extranjera, 
que ha llevado a un número cada vez mayor de 
países en desarrollo a ofrecer beneficios fisca-
les destinados a este fin. Su éxito ha sido du-
doso (Blomström et al., 2000) y, sin embargo, 
su coste ha sido a menudo elevado. Algunos 
autores, como Avi-Yonah (2001), han califica-
do estas prácticas como una competencia fiscal 
destructiva, pero que es difícil eliminar por los 
problemas de coordinación entre países. La 
necesidad de encontrar una solución a este 
problema es apremiante, dado que los países 
en desarrollo tienen que eliminar las exonera-
ciones del impuesto de sociedades de las zonas 
francas a más tardar en 2015. El riesgo de que 
ello suponga una reducción de los tipos impo-
sitivos y una caída de los ingresos por el im-
puesto de sociedades hace más necesaria la 
coordinación tributaria internacional (Agosin 
et al, 2005). 
 
En suma, pese a las reformas emprendidas en 
buena parte del mundo en desarrollo, sus sis-
temas tributarios aún adolecen de graves pro-
blemas, que hacen necesario profundizar en las 
mismas y acometer tareas pendientes. Entre 
ellas, cabría distinguir entre las de carácter 
general y las más específicas a los distintos 
tributos. Así, respecto a las de carácter general 
aún es necesario: 
 
• Aumentar la ratio de ingresos impositivos 
sobre el PIB. Pese a que su cuantía es, en últi-
ma instancia, producto de una elección social, 
parece apropiado considerar insuficiente el 
nivel actual en muchos países, a la vista de las 
necesidades de intervención pública en aspec-
tos como la eficiencia o la equidad. En este 
sentido, baste señalar que en promedio la si-
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tuación actual de los países en desarrollo es tal 
que si el peso de los impuestos sobre el PIB 
aumentara en un punto porcentual, los ingre-
sos correspondientes supondrían una cifra algo 
superior al total de ingresos recibidos por la 
ayuda oficial al desarrollo (Aarnes, 2004). Es 
obvio que las posibilidades no son iguales en 
todos los países, pero, sin duda, los países de 
renta media tienen suficiente margen de ma-
niobra. En términos de presión fiscal la distan-
cia que los separa de los países de renta alta es 
superior a la que mantienen con los países más 
pobres. No se trata de una tarea fácil pero sí 
posible. 
 
• Modificar la estructura de los ingresos impo-
sitivos. Tras las reformas tributarias emprendi-
das se ha producido un sesgo muy fuerte a 
favor de los impuestos indirectos, sobre todo 
en los países de renta medio alta. Dado el nivel 
alcanzado por estas figuras y si se tiene en 
cuenta que los impuestos al comercio previsi-
blemente continuarán disminuyendo y que 
algunos impuestos específicos son de dudosa 
capacidad recaudatoria y racionalidad, necesa-
riamente deberá aumentarse la imposición 
sobre la renta y las contribuciones sociales. 
Además, respecto a la primera también se 
mantiene un sesgo hacia la imposición de la 
renta de las sociedades, por lo que seguramen-
te y sin perjuicio de actuar en otros terrenos, 
será el impuesto sobre la renta de las personas 
físicas el que experimentará los mayores cam-
bios, profundizando en las reformas comenza-
das y, no menos importante, mejorando los 
aspectos de gestión y control. 
 
• Para un mejor funcionamiento de los siste-
mas tributarios es necesaria una mejora sus-
tancial de las estadísticas fiscales, entre ellas, 
las que se refieren a distribución de la renta, 
fuentes de ingresos, pautas de consumo y re-
parto de la carga impositiva. Sólo conociendo 
los impactos de las diferentes alternativas tri-
butarias pueden tomarse decisiones correctas. 
Buena parte de los países en desarrollo presen-
tan serias deficiencias en este terreno, pero 
seguramente el coste de su mejora es pequeño 
en comparación a los beneficios que pueden 
comportar (Heady, 2001). En el caso de los 
países de renta media, las deficiencias son me-
nores, así como el coste marginal de superar-
las, por lo que la rentabilidad de llevar a cabo 
estas mejoras es muy elevada. Además, en este 
terreno tanto los organismos internacionales 
como los donantes pueden desempeñar un 
papel relevante y a bajo coste. 
 
• Los programas de reformas deberían hacer 
un mayor hincapié en los aspectos institucio-
nales y distributivos. Hasta la fecha, los objeti-
vos fundamentales se han centrado en la sufi-
ciencia y la eficiencia, pero, al dejar a un lado 
los aspectos mencionados –institucionales y 
distributivos-, se  han puesto de manifiesto 
problemas muy importantes que han limitado 
la eficacia de dichas reformas. Por un lado, en 
términos de mera recaudación y eficiencia, lo 
que exige, entre otros aspectos, fortalecer las 
administraciones tributarias y aceptar un ma-
yor compromiso contra la corrupción y la eva-
sión fiscal. En este terreno los organismos y los 
donantes internacionales pueden desempeñar 
también un papel importante, no sólo ayudan-
do a fortalecer las condiciones internas, sino 
también facilitando los necesarios acuerdos 
internacionales en materia de imposición. Por 
otro lado, el poco énfasis otorgado a los aspec-
tos institucionales y de equidad ha sido perni-
cioso a la hora de dotar de la necesaria legiti-
midad social a los sistemas tributarios. A me-
nudo se afirma que la falta de cultura fiscal es 
un obstáculo que debe eliminarse con objeto 
de construir un sistema eficaz sólido a largo 
plazo, pero existen bases para pensar que 
mientras el sistema esté impregnado de inefi-
ciencias, corrupción, sectarismo y nepotismo 
es difícil que surja esa cultura (Fjeldstad y 
Rakner, 2003).  
 
En lo que concierne a las principales figuras 
impositivas, de forma general y teniendo en 
cuenta la diversidad de situaciones en los paí-
ses, los cambios (específicos) más relevantes 
serían los siguientes:   
 
• En cuanto al impuesto sobre la renta de las 
personas físicas, en términos estrictamente 
cuantitativos debe desempeñar un papel mu-
cho más relevante del que tiene hoy en día, 
pues el peso de este impuesto en los países en 
desarrollo no sólo no se ha aproximado al co-
rrespondiente a los países desarrollados, sino 
que en los países de renta medio alta ha expe-
rimentado un fuerte alejamiento de esa cuota. 
Ello se explica porque mientras que el proceso 
de racionalización de los tipos impositivos está 
bastante avanzado, todavía queda mucho por 
hacer en lo que respecta a las bases imponi-
bles, que necesariamente deben ampliarse. 
Para alcanzar este objetivo será necesario re-
ducir el número de deducciones y exenciones, 
disminuir diferencias dentro del impuesto en 
función del tipo de renta, bajar los mínimos 
exentos, aplicar el concepto de renta global en 
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aquellos países donde aún no existe y otorgar 
un mayor énfasis a la lucha contra el fraude. 
 
• Respecto al impuesto sobre la renta de socie-
dades, su problema de fondo es similar al que 
existe en el IRPF: se han racionalizado los ti-
pos impositivos (aunque aún queda por hacer) 
pero apenas se han acometido los problemas 
de las bases imponibles. Aspectos como los 
precios de transferencia, la subcapitalización, 
los métodos de depreciación o los incentivos 
fiscales todavía necesitan una profunda refor-
ma. Para que ésta sea efectiva, deben eliminar-
se dos obstáculos importantes. El primero tie-
ne que ver con la baja calidad institucional y 
capacitación de las administraciones tributa-
rias: unas limitaciones que es necesario super-
ar si quieren obtener logros en este campo. 
Dado que los avances requieren tiempo, pue-
den estudiarse alternativas transitorias para 
ampliar la recaudación de este impuesto. Por 
ejemplo, la aplicación de un gravamen mínimo 
sobre la renta presunta establecida en función 
de los activos o las ventas brutas (Agosin et al, 
2005). No obstante, debe insistirse en que se 
trata de soluciones temporales, pues un im-
puesto semejante presenta los problemas asig-
nativos y de eficiencia derivados del efecto 
cascada que genera (Gómez Sabaini, 2005). 
Otra posibilidad sería diferenciar contribuyen-
tes según su tamaño y características, pues en 
ocasiones no resulta conveniente sujetar a los 
mismos criterios y normas a grandes y peque-
ñas empresas. Estas últimas pueden tener gran 
importancia numérica pero bajo impacto re-
caudatorio. Por tanto, se trataría de establecer 
un sistema de declaración y pago simplificado 
para micro y pequeñas empresas que puede 
incluir al IVA, el impuesto de sociedades y la 
seguridad social, facilitando la administración 
y reduciendo costes de incumplimiento e in-
formalidad (Tanzi, 2000). El segundo obstácu-
lo respecto al impuesto de sociedades tiene 
relación con las condiciones del entorno exte-
rior. La creciente integración de las economías, 
la movilidad del capital o la competencia fiscal 
hacen necesaria una mayor coordinación in-
ternacional en materia tributaria. De hecho, 
muchos países han sido renuentes a la moder-
nización del impuesto de sociedades por temor 
a perder inversiones o a que se produzcan sali-
das de capital, lo que les ha llevado a no incor-
porar normas sobre precios de transferencia, 
sobre competencia tributaria nociva o a no 
intercambiar información. En ambos aspectos, 
mejoras institucionales y coordinación inter-
nacional, los países desarrollados pueden de-
sempeñar un papel fundamental, ayudando a 
los países en desarrollo a construir sistemas 
tributarios modernos. 
 
• En el caso del IVA, debería ampliarse la base 
imposible a los servicios en aquellos países 
donde todavía no se hallan sujetos a este im-
puesto. Asimismo, debe mejorarse la gestión 
en la devolución del IVA, pues un mal funcio-
namiento puede generar importantes proble-
mas de liquidez a las empresas. Por otro lado, 
la experiencia parece indicar que la prolifera-
ción de tipos con objetivos redistributivos 
requiere una administración tributaria eficien-
te y un análisis profundo de sus efectos. Si se 
cuenta con ambas cosas, la diversidad de tipos 
puede resultar deseable, pero, en caso contra-
rio, parece preferible una mayor uniformidad. 
Algo similar sucede con los impuestos especí-
ficos. El caso de los combustibles es muy reve-
lador, pues la evidencia empírica parece indi-
car que si bien los aplicados sobre la gasolina 
tienen gran capacidad de recaudación y son 
equitativos, los aplicados sobre el queroseno 
son regresivos. Un caso interesante lo consti-
tuyen determinados impuestos específicos 
ensayados en los países en desarrollo, que, 
bajo ciertas condiciones y siendo muy particu-
lares a cada país, pueden tener efectos positi-
vos. Uno de los ejemplos más llamativos en 
este sentido lo constituye el impuesto sobre las 
transacciones bancarias, que presenta las ven-
tajas de ser sencillo de administrar, tener un 
notable potencial recaudatorio, gravar la eco-
nomía sumergida, proveer información y gozar 
de capacidad redistributiva (Coelho et al. 
2001). Sin embargo, también presenta serias 
dudas sobre sus efectos a largo plazo, pues se 
trata de un impuesto con efecto cascada, redu-
ce la liquidez del mercado bancario y crea dis-
torsiones económicas. Estas figuras, por tanto, 
pueden estudiarse como solución a problemas 
puntuales y ser conveniente su introducción, 
pero siempre deben tratarse con carácter tem-
poral. 
 
• Respecto a los impuestos sobre el comercio 
internacional, lo que suceda con ellos va a 
depender más de la política comercial que de 
la tributaria. Previsiblemente la importancia de 
estos tributos continuará disminuyendo en el 
futuro, por lo que el problema se centra en 
lograr una sustitución de los ingresos que 
aporta esta figura por los derivados de otros 
impuestos. 
 
En definitiva, a pesar de que los países en de-
sarrollo se han embarcado en un importante 
proceso de reformas de sus sistemas tributa-
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rios, todavía persisten numerosos problemas, 
tanto de carácter general como específicos a 
cada impuesto. En el camino que aún queda 
por recorrer, los organismos internacionales y 
los donantes pueden desempeñar un papel 
importante. Por un lado, mediante ayuda fi-
nanciera y técnica. Por otro, mediante la nece-
saria cooperación internacional para que los 




3. Fortalecimiento de las ad-
ministraciones tributarias 
 
3.1 EL PAPEL DE LA ADMINISTRACIÓN TRI-
BUTARIA 
 
La justicia de un sistema fiscal no sólo depen-
de de la adecuación de su diseño normativo. 
Ésta es, sin duda, una condición necesaria pero 
no suficiente. Como argumentaba el profesor 
Musgrave, “un sistema tributario vale lo que 
valga la organización encargada de aplicarlo”. 
Para que un sistema fiscal sea eficaz y se ajuste 
a criterios de justicia es fundamental que su 
aplicación sea efectiva y consistente (Díaz Yu-
bero, 2010). Y para ello la administración de 
dicho sistema debe asegurar las mejores condi-
ciones para facilitar el cumplimiento volunta-
rio de las obligaciones tributarias y disponer 
de los mejores medios de control para reducir 
al mínimo las posibilidades de fraude o elusión 
fiscal. Cuando no se actúa de esta forma, des-
aparecen los incentivos de los ciudadanos  
para tributar como deben y acaban pagando 
impuestos únicamente los contribuyentes más 
honestos o con menos capacidad para defrau-
dar. 
 
Como señalaron Bird y Casanegra (1992), las 
consideraciones anteriores alcanzan un signifi-
cado especial en el caso de los países en proce-
sos de desarrollo económico. En ese caso, afir-
man dichos autores, “la administración tribu-
taria es la política fiscal.” Y el sistema de ad-
ministración tributaria debe garantizar el 
cumplimiento de dos requisitos esenciales: i) 
el cumplimiento voluntario de las obligaciones 
tributarias por parte de la inmensa mayoría de 
los contribuyentes; y ii) la persecución sin 
limitaciones de los comportamientos fraudu-
lentos y las conductas contra la Hacienda Pú-
blica. 
 
La reducción del fraude y el logro de una ade-
cuada cultura fiscal y ciudadana exige el cum-
plimiento de tres condiciones básicas. En pri-
mer lugar, la existencia de una administración 
tributaria eficaz en la aplicación del sistema, 
adecuadamente organizada, prestigiada so-
cialmente y que facilite el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias. Esta primera condi-
ción, con distintos alcances, se ha comenzado 
a dar en muchos países en desarrollo que han 
invertido importantes recursos humanos, eco-
nómicos e informáticos en este tipo de institu-
ciones y que, en algunos casos, se han conver-
tido en un modelo a seguir por el resto de ad-
ministraciones de dichos países.  
 
La segunda condición, consiste en atribuir a la 
administración tributaria los instrumentos 
necesarios para combatir eficazmente el fraude 
fiscal que, en un mundo tan dinámico y cam-
biante como el actual, evoluciona constante-
mente y va adquiriendo nuevas formas y mani-
festaciones, entre otras razones porque los 
evasores modifican sus comportamientos en 
función de los sistemas de control existentes, 
lo que obliga a las administraciones a adaptar 
continuamente sus estrategias de actuación. 
 
La tercera condición es la existencia de un 
marco social y político preocupado por la co-
hesión social y por defender la actuación del 
Estado en sus funciones de aseguramiento de 
los derechos ciudadanos, atender sus necesi-
dades y aplicar un sistema fiscal bajo criterios 
de justicia y equidad. En ese contexto, un fac-
tor adicional clave es un código tributario con-
sistente, completo y permanentemente actuali-
zado. 
 
3.2 UNA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
EFICAZ EN LA APLICACIÓN DEL SISTE-
MA FISCAL 
 
En muchos países, una buena parte de los con-
tribuyentes cumple con sus obligaciones fisca-
les, por lo que la administración tributaria, 
preocupada en obtener los recursos necesarios 
para financiar servicios públicos de calidad, 
debe prestarles los mejores servicios posibles 
para facilitar y estimular su cumplimiento vo-
luntario. La administración tributaria debe 
responsabilizarse de llevar a la práctica el pac-
to implícito acordado con los ciudadanos para 
defender sus derechos y facilitar el cumpli-
miento de sus obligaciones, recordándoles que 
el dinero público recaudado se destina ínte-
gramente a financiar los servicios públicos y a 
atender las necesidades colectivas de los pro-
pios ciudadanos. 
 
Si hubiera que determinar los principales obje-
tivos que debe perseguir la administración 
tributaria, estos podrían resumirse en tres: por 
un lado, obtener el máximo de recursos posi-
bles, en el marco del respeto escrupuloso de 
los derechos individuales, con los que finan-
ciar los gastos públicos. Por otro, mejorar con-
tinuamente su gestión, procurando disminuir 
al máximo el coste asociado a la administra-
ción de los tributos. Por último, la administra-
ción debe poner todos los medios a su alcance 
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para aminorar hasta donde sea posible, la pre-
sión fiscal indirecta o psicológica que recae 
sobre los ciudadanos. 
 
Para conseguir esos objetivos, un primer re-
quisito es contar con organizaciones integradas 
(o bien articuladas y coordinadas) para la ges-
tión de impuestos internos y los que se recau-
dan en aduanas, con estrechas vinculaciones 
con las eventuales administraciones tributarias 
de otros niveles de gobierno y con el sistema 
de seguridad social. El seguimiento y adecuado 
tratamiento de muchos objetos imponibles, así 
lo justifican. Es el caso de las valoraciones en 
aduanas, el control de los precios de transfe-
rencia, el aprovechamiento de economías de 
escala, el seguimiento de nóminas y vidas la-
borales, la reducción de cargas indirectas que 
recaen sobre los contribuyentes y otras mu-
chas actividades.  
 
Diversas razones justifican que la organización 
encargada de recaudar los impuestos, la agen-
cia tributaria, disponga de un Estatuto diferen-
ciado de otros departamentos ministeriales 
tradicionales. La importancia del objeto de 
trabajo, que condiciona la actividad del resto 
de la administración pública, aconseja la apli-
cación de un cierto grado de autonomía y 
flexibilidad en materia de gestión de recursos 
humanos, presupuestos, recursos financieros y 
contratación. Esa mayor flexibilidad de ges-
tión, especialmente justificada desde una pers-
pectiva técnico-profesional, no debe entender-
se como independencia de la organización 
general de la administración o como falta de 
control. La articulación de este tipo de agencia 
debe ser cuidadosa, para evitar la creación de 
agravios comparativos respecto a otros depar-
tamentos públicos, y para asegurar que res-
ponde a las exigencias de control y evaluación 
existentes para el conjunto de la administra-
ción. 
 
A lo largo de los últimos años, en diversos 
países del mundo en desarrollo (América Lati-
na, África y Asia) se han creado agencias tribu-
tarias semi-independientes, siguiendo para ello 
las recomendaciones de los donantes y de las 
instituciones internacionales. El balance valo-
rativo que se deriva de la creación de estas 
agencias tributarias presenta resultados de 
distinto signo. Por una parte, no parece que 
hayan dado lugar a un incremento estadísti-
camente significativo de la recaudación en los 
países, al menos como rasgo que quepa gene-
ralizar. Sin embargo, parece que han facilitado 
reformas visibles en los modos en los que los 
impuestos son determinados y recaudados 
(Fjeldstad y Moore, 2009). De forma más pre-
cisa, se considera que la existencia de estas 
agencias ha podido operar como una suerte de 
elemento catalítico en la promoción y exten-
sión de la reforma (Bodin y Baer, 2006). De tal 
modo que sin poder juzgar las agencias tribu-
tarias como una solución a los múltiples pro-
blemas que padece la administración fiscal en 
los países en desarrollo, puede ser una vía ade-
cuada para reforzar las reformas y para evitar 
que éstas se vean afectadas por las presiones de 
los grupos de interés. 
 
Un factor clave para el correcto funcionamien-
to de la administración tributaria es el que 
afecta a los recursos humanos. La estabilidad 
de los funcionarios y trabajadores de la organi-
zación dedicada a la gestión de los tributos es 
imprescindible para garantizar un trabajo sol-
vente y no condicionado por las presiones 
políticas. En todo caso, la estabilidad no debe 
confundirse con una seguridad absoluta de 
mantenimiento del puesto de trabajo. Hay que 
buscar un adecuado equilibrio entre estabili-
dad, movilidad y control del rendimiento de 
quienes realizan este tipo de actividad. Del 
mismo modo, la retribución es otro factor de 
gran importancia para asegurar un trabajo 
eficaz. Se trata de determinar niveles retributi-
vos razonables, incentivadores y competitivos. 
Por último, una vez garantizados estándares 
rigurosos de control y evaluación internos, hay 
que exigir a los trabajadores del sector no sólo 
un correcto funcionamiento desde la óptica 
puramente profesional, sino además, un com-
portamiento ético, particularmente relevante 
en este ámbito. Ello implica el fiel cumpli-
miento de los códigos de conducta elaborados 
por la organización y destinados a clarificar las 
obligaciones de sus empleados, la preocupa-
ción por la propia formación, el reciclaje de 
conocimientos y la actualización permanente 
de los mismos, o la asistencia periódica a los 
cursos de formación programados. 
 
La estabilidad también debe predicarse de los 
altos cargos y principales responsables de la 
organización. Es muy difícil encontrar en la 
actualidad organizaciones eficaces y rentables, 
sean privadas o públicas, que no garanticen la 
estabilidad de sus cargos directivos. En el caso 
de la administración tributaria, como es obvio, 
los dirigentes deben contar con la confianza de 
los responsables políticos, pero, en la línea que 
se viene defendiendo, es preciso poner el acen-
to en la capacidad técnico-profesional y de 
gestión de estos directivos, lo que aconseja, en 
 31
la medida de lo posible, su separación de los 
avatares políticos. Ello no implica, por supues-
to, quedar al margen de los procesos de con-
trol establecidos, que deben aplicarse con es-
pecial rigor en este campo. En esta dirección, 
por ejemplo, la declaración de bienes de los 
altos cargos de la organización, antes de la 
asunción de responsabilidades y tras su cese, 
parece un requisito indispensable. 
 
Desde la perspectiva del trabajo a realizar, una 
administración tributaria moderna debe inten-
tar, en primer lugar, diferenciar de forma clara 
entre los contribuyentes que cumplen sus 
obligaciones y los que incurren en comporta-
mientos delictivos e ilícitos. Por otra parte, 
debe ser capaz de gestionar de forma solvente 
impuestos personalizados y masivos. Ello exi-
ge, por un lado, la disponibilidad de cuantio-
sos volúmenes de información que puedan ser 
objeto de una gestión eficaz; por otro, la con-
secución progresiva y la integración en el sis-
tema de un número creciente de contribuyen-
tes con una cultura desarrollada de cumpli-
miento voluntario. Ello implica, adicionalmen-
te, la consideración y el respeto a los contribu-
yentes como ciudadanos de un estado demo-
crático, que cumplen con sus deberes cívicos y 
que deben ser objeto de especial consideración 
y respeto. 
 
Sólo es posible disponer de abundante infor-
mación si se cuenta con medios informáticos 
suficientes, modernos y permanentemente 
actualizados. La adecuada informatización se 
justifica, de modo particular, para las activida-
des de asistencia al contribuyente, el control 
de las declaraciones, y las tareas de inspección 
y recaudación de los tributos. Pero la inversión 
en tecnología no vale nada por sí misma. Hay 
que poner los medios al servicio de las necesi-
dades de la organización, porque disponer de 
grandes volúmenes de información sin capaci-
dad para gestionarla y utilizarla eficazmente, 
resulta poco útil. La informatización, por otra 
parte, debe emplearse al servicio de la mejora y 
correcta articulación de los procesos que orde-
nan la vida y las actividades y tareas de la or-
ganización. 
 
En la misma dirección, la organización debe 
estructurar su actividad en función de los tipos 
de contribuyentes, aunque sin perder de vista 
la necesidad de coordinación de los distintos 
colectivos. Una excesiva especialización no 
parece aconsejable y, en cambio, la organiza-
ción debe ser capaz de aprovechar sinergias, 
aprender a partir de la experiencia de los gru-
pos de trabajo multidisciplinarios y potenciar 
la identificación de sus trabajadores con los 
objetivos fundamentales de la organización y 
las tareas comunes. 
 
Como criterio general de actuación, la expe-
riencia acumulada indica que deben estable-
cerse líneas de colaboración con los agentes 
económicos privados, aprovechar sus conoci-
mientos, facilitar el establecimiento de “reglas 
de juego” claras y asumidas por todos, e inclu-
so, cuando fuera oportuno, compartir respon-
sabilidades de gestión con ellos. No hay que 
olvidar que las empresas, y singularmente los 
grupos empresariales, además de ser contribu-
yentes importantes en términos de los impues-
tos que pagan, son colaboradores en la gestión 
de los tributos personales y suministradores de 
importantes cantidades de información útil 
para la administración tributaria. 
 
Desde otro punto de vista, el trabajo de las 
agencias debe prestar especial atención a las 
pequeñas empresas, los trabajadores autóno-
mos y los profesionales, sectores especialmente 
sensibles y en los que se suelen producir im-
portantes volúmenes de recursos eludidos u 
objeto de evasión. En este ámbito es donde 
más palmariamente suelen producirse notorias 
violaciones del principio de equidad horizon-
tal. Muchos trabajadores con retribuciones 
medianas o bajas se quejan de que normalmen-
te pagan impuestos sensiblemente superiores a 
los que pagan los integrantes de los colectivos 
mencionados, cuando los recursos obtenidos 
por éstos son similares, e incluso superiores. 
Ello obliga a fijar hasta dónde deben aplicarse 
fórmulas objetivas simplificadas, en su caso, 
cuándo deben ser actualizadas, y de qué forma 
puede garantizarse mejor su cumplimiento 
tributario. Tal vez pensar en vías de pago con-
centradas, como se hace con el monotributo en 
Argentina, pueda ser una de las posibles líneas 
de avance en este campo. 
 
Por fin, antes de terminar este apartado, es 
oportuno insistir en la importancia de la apli-
cación a las organizaciones tributarias de mo-
delos de evaluación y control modernos. En 
este sentido, las experiencias ensayadas en 
diversos países de evaluaciones integrales ba-
sadas en la metodología de los contratos – 




3.3 UNA ADMINISTRACIÓN CON INSTRU-
MENTOS Y MEDIOS PARA COMBATIR 
EL FRAUDE Y LA EVASIÓN  
 
Para quienes no cumplen sus obligaciones 
tributarias es preciso instrumentar planes rigu-
rosos de actuación. Se trataría de disponer de 
herramientas estratégicas claves, dirigidas a los 
incumplidores, a los insolidarios y a quienes 
con su comportamiento, perjudican los intere-
ses de la Hacienda Pública. Hay que recordar, 
además, que los defraudadores o evasores de 
impuestos perjudican a la mayoría de ciudada-
nos, que cumplen sus obligaciones fiscales y 
que deben soportar la parte equivalente de la 
carga defraudada, e introducen un factor de 
competencia desleal en el sector en el que lle-
van a cabo su actividad, afectando de esa for-
ma también a la economía del país. 
 
La elaboración de los planes para combatir el 
fraude debe integrar una cuidadosa programa-
ción de los objetivos de la Agencia Tributaria 
para que tales planes sean operativos y, simul-
táneamente, orienten las actuaciones de la 
Agencia, adecuando su organización interna a 
la estrategia que se plantea. Las líneas princi-
pales que han de contemplarse en tales planes 
podrían ser las siguientes: 
 
a) Acciones disuasorias de  los comportamien-
tos evasores. Actuaciones que van más allá de 
la actividad ordinaria de control y seguimiento 
de conductas irregulares de las oficinas de las 
Agencias, como la educación ciudadana en 
materia tributaria, a la que nos referiremos 
más adelante, el desincentivo de la economía 
irregular o la profundización en posibles líneas 
de asistencia al contribuyente, con una espe-
cial atención a los nuevos empresarios o em-
prendedores, para estimular su relación co-
rrecta con la administración tributaria. El re-
forzamiento de la conciencia fiscal de los ciu-
dadanos puede conseguirse a través de pro-
gramas de educación tributaria, particularmen-
te dirigidos a niños y jóvenes, y medidas de 
comunicación institucional que favorezcan el 
cumplimiento voluntario y disuadan las con-
ductas defraudadoras. 
 
b) Generalización de los procedimientos de 
control extensivo, basados en la explotación 
sistemática de la información a disposición de 
la Administración y en el uso intensivo de 
medios informáticos. Los medios de los que 
disponen las administraciones tributarias en 
nuestros días permiten un amplio margen de 
actuación, especialmente respecto a los contri-
buyentes con rendimientos sometidos a reten-
ción y a los declarantes con errores e incum-
plimientos fácilmente detectables. En los paí-
ses de bajo ingreso es posible que la disponibi-
lidad de medios de las administraciones tribu-
tarias esté sometida a fuertes restricciones. La 
cooperación internacional puede tener un pa-
pel en respaldar los esfuerzos nacionales por 
mejorar esos equipamientos. No obstante, sin 
personal formado es difícil que, incluso aun-
que esos equipamientos existan, los resultados 
sean los deseables. En todo caso, los procedi-
mientos de control extensivos, aunque necesa-
rios para facilitar la tarea de gestión del in-
cumplimiento, no deben convertirse en la úni-
ca estrategia de persecución del fraude. 
 
c) Llevar a la percepción subjetiva de los con-
tribuyentes la idea de que el fraude será menor 
cuanto mayor sea la probabilidad de que los 
evasores sean descubiertos y sancionados. En 
consecuencia, además de la eficacia de la ac-
tuación represora de administración y del sis-
tema sancionador, es fundamental su adecuada 
comunicación. Ello generará efectos directos 
(regularización, sanción e incentivos indivi-
duales para el mejor cumplimiento) e induci-
dos (estímulo social para cumplir las obliga-
ciones tributarias). En esa dirección, la admi-
nistración tributaria debe definir una eficaz 
estrategia de comunicación tanto interna como 
externa que traslade a los ciudadanos el carác-
ter necesario de la fiscalidad, la relación entre 
los ingresos tributarios y los servicios públicos 
y los principales resultados alcanzados en la 
gestión pública. 
 
d) La atención principal de la estrategia de 
comunicación mencionada debe dirigirse a los 
comportamientos más reprochables, que se 
producen cuando la conducta del defraudador 
puede calificarse como delictiva, o cuando se 
producen incumplimientos sistemáticos o 
conductas dolosas, fácilmente percibidas por 
los ciudadanos. En tal caso, el empleo de me-
canismos de colaboración policial y la perse-
cución del fraude en vía penal son imprescin-
dibles.  
 
e) Por lo que respecta a las prioridades de ges-
tión de las Agencias Tributarias, los planes 
deben contener una selección de los sectores 
más sensibles al incumplimiento y comporta-
mientos evasores, como los ámbitos de eco-
nomía informal o sumergida o, de  manera más 
específica, sectores como el inmobiliario, el de 
los profesionales y trabajadores autónomos, 
normalmente sometidos a regímenes objetivos 
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de tributación,  o el financiero, a través del 
cual se producen los fenómenos de evasión de 
capitales o blanqueo de dinero. Además, es 
necesario tomar en consideración las “fugas” 
tributarias que se producen como consecuen-
cia de los solapamientos o la falta de coordina-
ción entre diversa agencias recaudatorias 
(además de la Agencia Tributaria, la Adminis-
tración de Aduanas,  las Direcciones del Catas-
tro o la Seguridad Social), singularmente en 
relación con los impuestos asociados al comer-
cio exterior y los indirectos en general. 
 
f) En muchos países alcanza una especial rele-
vancia la estrategia de prevención y lucha co-
ntra el blanqueo de capitales ante la profusión 
de este tipo de delitos, por lo que debe ser 
objeto de especial consideración en los planes 
de lucha contra el fraude. El narcotráfico y 
otras actividades ilegales dan lugar a importan-
tes operaciones de blanqueo de capitales, con 
frecuencia  insuficientemente controladas. De 
nuevo se está ante un campo en el que la co-
operación internacional puede ser crucial para 
obtener logros efectivos en los países en desa-
rrollo. 
 
g) Por otro lado deben crearse unidades espe-
cializadas para entender de los expedientes de 
delito fiscal en los casos de fraudes sofisticados 
con utilización de planificación fiscal abusiva y 
negocios anómalos. A pesar de su complejidad, 
no deben ser desatendidos y es preciso contro-
lar a los que se han venido a denominar “con-
tribuyentes de riesgo”. En esta dirección, la 
colaboración con Agencias más consolidadas 
puede ser extraordinariamente útil.  
 
h) Otras actuaciones preventivas son necesa-
rias para la correcta aplicación del sistema 
fiscal. En ese sentido es muy importante con-
tar con la colaboración social en la prevención 
del fraude. Los acuerdos de colaboración son 
especialmente útiles en los sectores económi-
cos en los que se observan comportamientos 
evasores generalizados  
 
i) La información tributaria a disposición de 
las Agencias Tributarias para combatir el frau-
de debe estar convenientemente estructurada. 
Como ya se ha señalado, es una tarea funda-
mental que debe redundar en un sustancial 
aumento de la eficacia del control. Con fre-
cuencia, la acumulación de información es 
inútil si no se estructura adecuadamente. Exis-
te al respecto una experiencia internacional 
que puede ser útil a los países en desarrollo. 
 
j) A la luz de la experiencia comparada, desde 
el punto de vista organizativo, la estructura de 
las Agencias debe contar con una Unidad Cen-
tral de Grandes Contribuyentes dedicada a 
analizar la situación, características y grado de 
cumplimiento de los sujetos tributarios de 
mayor capacidad, y con una Unidad de Inves-
tigación del Fraude, dedicada al análisis del 
fenómeno, sus implicaciones y su seguimiento 
práctico, con un elevado nivel de especializa-
ción. Por otro lado, es fundamental que las 
autoridades tributarias establezcan vínculos 
permanentes de  colaboración con la Policía, 
además de los que, como antes se señalaba, 
deben mantener con otras instituciones recau-
datorias.   
 
k) Por último, tal como se ha venido apuntan-
do, ante la importancia creciente de los aspec-
tos internacionales del fraude, cada vez ad-
quiere mayor relevancia la estrategia de pre-
vención y de combate a los comportamientos 
evasores. En esa dirección, es fundamental la 
coordinación con las instituciones semejantes 
de otros países y, en general, la cooperación 
inter administrativa, así como la utilización al 
máximo de las técnicas de riesgos, con la fina-
lidad de prevenir las conductas dolosas de 
ámbito internacional. Por otro lado, cada vez 
son más las voces que demandan la consolida-
ción o la creación de organismos multilatera-
les, como lugares de encuentro de los expertos 
de los diversos países y de diseño de estrate-
gias eficaces de lucha contra el fraude. Este es 
un elemento clave en un momento como el 
actual, en el que la creciente globalización 
hace inviable solucionar los problemas de 
fraude y evasión solo con medidas de carácter 
nacional. 
 
3.4 MARCO SOCIAL Y JURÍDICO MODERNO, 
RIGUROSO Y EFICAZ 
 
Como se ha señalado, la educación de los ciu-
dadanos en el cumplimiento de sus deberes 
sociales y en la exigencia de sus derechos es un 
factor fundamental en cualquier estrategia de 
combate al fraude. El ámbito de la fiscalidad 
debe ser objeto de especial atención por su 
indudable trascendencia para la cobertura de 
los servicios, la garantía de seguridad y estabi-
lidad y lo que implica desde la óptica del con-
cepto de ciudadanía. El reforzamiento de la 
conciencia fiscal de los ciudadanos puede con-
seguirse a través de programas de educación 
tributaria, particularmente dirigidos a niños y 
jóvenes, y medidas de comunicación institu-
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cional que favorezcan el cumplimiento volun-
tario y disuadan las conductas defraudadoras.  
 
La educación fiscal debe tener su plataforma 
básica de actuación en el propio sistema edu-
cativo general, aunque sin limitarse al mismo. 
Es preciso diseñar, como se hace en muchos 
países en desarrollo, planes para los distintos 
niveles educativos y para diferentes segmentos 
de la población adulta, con la finalidad de 
transmitir los mensajes principales de la nece-
sidad del cumplimiento fiscal como compen-
sación por los servicios recibidos de los pode-
res públicos. Para fortalecer esos mensajes, es 
importante trasladar la información oportuna 
sobre lo que hace (y cómo lo hace) la adminis-
tración tributaria en representación de los ciu-
dadanos. 
 
Como se desprende de las consideraciones 
anteriores, cualquier programa de educación 
es inviable si los servidores públicos no hacen 
un esfuerzo paralelo sobre los servicios públi-
cos, su implementación y los esfuerzos cons-
tantes de mejora y atención adecuada a los 
ciudadanos. Sólo se puede crear conciencia 
fiscal si los ciudadanos saben que sus impues-
tos sirven para financiar servicios públicos de 
calidad que son capaces de cubrir de forma 
adecuada sus necesidades y sus expectativas. 
 
Desde otro punto de vista hay que recordar 
que la aplicación del sistema fiscal es, como ya 
se ha dicho, una tarea técnica y profesional 
que, por lo tanto, debe quedar al margen del 
debate político. Ésta es una recomendación 
permanente de los organismos especializados 
y, muy particularmente, de la OCDE. Por eso 
hay que evitar que las organizaciones de admi-
nistración tributaria estén sometidas a los ava-
tares del ciclo político, o a los cambios de par-
tidos en los gobiernos de los diversos países. 
La autonomía de las agencias no implica inde-
pendencia o ausencia de controles democráti-
cos, sino que se justifica por razones de efica-
cia, pragmatismo y adecuación a su objetivo.  
 
En el campo del ordenamiento jurídico gene-
ral, la administración tributaria debe disponer 
de potestades suficientes para controlar los 
comportamientos antisociales. En ese sentido 
la tarea de las administraciones tributarias se 
ve fortalecida si todos los contribuyentes tie-
nen un número único de identificación fiscal y 
si pueden tener acceso a todas las fuentes de 
renta de los mismos, bajo la aplicación lógica 
de las normas legales vigentes. No se justifica, 
en consecuencia, el secreto bancario, que no es 
un instrumento de defensa del derecho a la 
intimidad de los ciudadanos, sino las más de 
las veces un mecanismo de defensa de la opa-
cidad y de la protección de los intereses de 
conductas defraudadoras.  
 
Por las mismas razones que se exponen en las 
líneas anteriores, la solidez del sistema tributa-
rio exige la estabilidad básica de las normas y 
su aplicación con carácter general. Por eso, no 
se justifica la creación de expectativas sobre 
eventuales amnistías fiscales, moratorias en el 
pago de los tributos o condonaciones injustifi-
cadas, y menos la utilización de tales instru-
mentos, salvo casos extraordinariamente limi-
tados. Aunque el empleo de amnistías o mora-
torias puedan verse estimuladas por motivos 
políticos de corto plazo, este tipo de políticas 
genera escepticismo y desconfianza entre los 
contribuyentes, deshaciendo buena parte de 
los efectos positivos logrados con los progra-
mas adecuados de educación fiscal. La aplica-
ción del sistema fiscal, como ocurre con otras 
instituciones, descansa en la confianza de los 
administrados en las instituciones y sus gesto-
res. La utilización de tales excepciones rompe 
esa confianza e invita a la contestación social. 
 
Por último, debemos recordar que el cierre de 
todo buen sistema de aplicación del sistema 
tributario es la existencia de un código tributa-
rio eficaz, moderno y actualizado, capaz de 
aclarar en cada momento el alcance y el siste-
ma sancionador vinculado al delito fiscal. El 
código tributario debe contar con un régimen 
sancionador riguroso pero equilibrado, que 
contemple un sistema punitivo razonable, en 
el sentido de que las penas previstas para san-
cionar las infracciones o los delitos no sean tan 
duras que no se puedan aplicar. Por otro lado, 
dicho código debe sancionar de manera espe-
cial las conductas dolosas así como las infrac-
ciones vinculadas con el ocultamiento de in-
formación o el incumplimiento de las obliga-
ciones formales. 
 
En definitiva, las medidas preventivas y las 
punitivas son los dos componentes necesarios 
para complementar las tareas de una adminis-
tración tributaria racional y eficaz. Por otra 
parte, la creciente globalización de nuestras 
economías exige cada vez en mayor medida, la 
apertura de miras y la búsqueda de mecanis-
mos de coordinación internacional que permi-
tan responder de mejor manera a los nuevos 
problemas que se plantean en este ámbito. 
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4. Cooperación fiscal interna-
cional 
 
4.1 GLOBALIZACIÓN Y SISTEMAS FISCA-
LES 
 
El aumento de las relaciones económicas in-
ternacionales que supone la globalización tiene 
importantes repercusiones en los sistemas 
fiscales de los diversos países. La mayor inter-
dependencia que genera entre ellos, por un 
lado, plantea importantes retos en su diseño y 
gestión y, por otro, exige una mayor coopera-
ción entre las distintas administraciones tribu-
tarias. En particular, Owens (1993) identifica 
tres consecuencias fundamentales de este au-
mento de la interdependencia entre los siste-
mas fiscales. En primer lugar, la movilidad de 
las bases de los impuestos sobre la renta y ri-
queza ha aumentado considerablemente y, por 
tanto, las diferencias de tributación entre ju-
risdicciones tienen mayores consecuencias. En 
segundo lugar, para las administraciones tribu-
tarias cada vez es más difícil determinar y re-
caudar impuestos sobre aquellas actividades 
que tienen lugar fuera de sus fronteras. Final-
mente, la manera de operar de dichas adminis-
traciones presenta una complejidad creciente, 
exigiendo una mayor coordinación con otras 
administraciones, tanto nacionales como in-
ternacionales. Además, el fenómeno de "desin-
termediación" económica reduce en ocasiones 
el papel que venían desempeñando determina-
dos intermediarios (entidades financieras, en-
tre otros) como fuente de información  (Caa-
maño y Calderon, 2003).  
 
Como consecuencia de esta mayor interdepen-
dencia de los sistemas fiscales nacionales, han 
surgido una serie de problemas a los que de-
ben enfrentarse las administraciones tributa-
rias. Entre ellos cabría señalar los siguientes:  
 
• La mayor movilidad de las bases imponibles 
provoca una creciente competencia entre ju-
risdicciones.  
 
• En ocasiones resulta difícil determinar el 
lugar de realización del hecho imponible o su 
base en las operaciones de compraventa, mien-
tras que el comercio electrónico dificulta aún 
más el gravamen efectivo de las operaciones 
efectuadas por esta vía. 
 
• El desarrollo de nuevas y complejas estructu-
ras organizativas en el mundo empresarial 
dificulta la identificación correcta de sujetos y 
bases imponibles. 
 
• El aumento de la sofisticación de los meca-
nismos de blanqueo de capitales y evasión 
impositiva.  
 
Todos estos problemas han dado lugar a im-
portantes cambios en el funcionamiento y di-
seño de las administraciones tributarias y de 
los sistemas fiscales. En especial, cada vez es 
más necesario tener en cuenta los condicio-
nantes externos y aumentar la coordinación y 
colaboración internacionales. Un entorno eco-
nómico cada vez más globalizado exige un 
planteamiento de la política y gestión tributa-
ria también más global. En el caso, además, de 
los países en desarrollo, las restricciones pro-
vocadas por el entorno exterior son, si cabe, 
aún mayores, lo que reduce aún más su ya de 
por sí limitado margen de maniobra. Los prin-
cipales problemas y retos que la globalización 
está provocando en los sistemas tributarios 
nacionales se analizan a continuación. 
 
4.1.1 Doble imposición internacional 
 
El problema de la doble imposición interna-
cional surge cuando el hecho imponible se 
encuentra sometido a dos legislaciones tributa-
rias distintas, de modo que se grava dos veces. 
Un caso habitual es, por ejemplo, el doble gra-
vamen a la renta de una determinada empresa 
en el país donde se ha generado y en el de ori-
gen de la empresa, debido en este caso a la 
aplicación del principio de residencia. Como 
consecuencia de ello, dicha renta tributaría en 
dos jurisdicciones distintas, por lo que estaría 
discriminada respecto a las rentas de origen 
puramente nacional, lo que a su vez penaliza-
ría el comercio y la inversión internacionales.  
 
Con el fin de evitar este problema, se emplean 
diversas alternativas. Por un lado, estarían las 
soluciones unilaterales, en las que un país re-
duce la carga fiscal de las rentas que ya hayan 
sido gravadas en otro Estado. El modo de 
otorgar este tratamiento puede ser mediante la 
exención en la base tributaria de dichas rentas 
o por medio de una deducción por los impues-
tos pagados en el otro país. Esta segunda op-
ción es más sencilla para el Estado donde se 
genera la renta, puesto que el propietario re-
cupera total o parcialmente en su país de resi-
dencia los impuestos pagados en el otro país. 
Esta diferencia es importante para los países en 
desarrollo a la hora de diseñar políticas de 
atracción de la inversión extranjera, pues la 
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exención en el país de origen de las empresas 
foráneas convierte en pagos definitivos los 
impuestos satisfechos en el país receptor de la 
inversión.  
 
La segunda vía empleada para solventar el 
problema de la doble imposición consiste en la 
firma de un convenio entre ambas naciones 
implicadas (la de origen de la renta y la de 
residencia del perceptor de la misma) por el 
que la renta se grava sólo en una de ellas. En el 
seno de los países desarrollados existe de 
hecho toda una red de acuerdos impositivos de 
este tipo basados en la OECD Model Tax Co-
vention, que supone aplicar el principio de 
imposición en residencia. En principio, pudie-
ra parecer que este tipo de solución es similar 
a las medidas unilaterales, en el sentido de que 
elimina la doble imposición. Sin embargo, 
existe un matiz importante: tiende a beneficiar 
al país de residencia de las empresas. En el 
caso de acuerdos entre países desarrollados, 
esto no es un problema grave, pues el balance 
final se encuentra más o menos equilibrado, al 
tener todos ellos empresas multinacionales. 
Sin embargo, esto no es así en los acuerdos 
donde uno de los implicados es un país en 
desarrollo, ya que, en general, no son los resi-
dentes de las multinacionales y, aunque en 
estos acuerdos se discuten las retenciones a 
aplicar en el país de origen de la renta, el resul-
tado dependerá de la capacidad de negociación 
de cada parte (Heady, 2002).  
 
Por ello, Naciones Unidas desarrolló un mode-
lo alternativo, que, aunque basado en el de la 
OCDE, tiene diferencias importantes en cuan-
to a la definición de establecimientos perma-
nentes y retenciones en origen, que permiten 
obtener una mayor parte de la carga tributaria 
por parte de los países en desarrollo. No obs-
tante, pese al avance que ha supuesto respecto 
al modelo de convenio de la OCDE, el de Na-
ciones Unidas deja a las empresas un amplio 
margen de maniobra para minimizar su carga 
tributaria en el país donde se genera la renta, 
al tiempo que apenas ha logrado que los países 
desarrollados cooperen más activamente con 
los países en desarrollo en materia informativa 
(Michael, 2005). 
 
4.1.2 Competencia fiscal 
 
Otra de las consecuencias de la globalización 
sobre los sistemas fiscales y, en particular, de 
la mayor movilidad de las bases imposibles es 
la intensa competencia que se está producien-
do desde hace unos años por atraer dichas 
bases. Mediante diversas ventajas fiscales los 
países intentan atraer inversión y rentas a su 
territorio, o bien simplemente tratan de impe-
dir que se desplacen a otros más favorables 
fiscalmente.  
 
Así, a lo largo de la década pasada la compe-
tencia por atraer inversión extranjera llevó a 
un número cada vez mayor de países en desa-
rrollo a ofrecer beneficios fiscales destinados a 
este fin. Alrededor de la mitad de los cuarenta 
países en desarrollo analizados por Keen y 
Simone (2004) utilizaba en 1990 exenciones 
tributarias temporales para atraer la inversión, 
el 31% concedía beneficios fiscales a la expor-
tación, el 40% empleaba tipos impositivos re-
ducidos y el 18% disponía de zonas francas; en 
2001 esas cifras habían aumentado hasta el 
58%, 45%, 60% y 45%, respectivamente. Por 
su parte, Singa (2006) estima que en la actua-
lidad existen unas 2700 zonas de libre comer-
cio, repartidas por más de 100 países, mientras 
que en 1975 apenas había 79, que se encontra-
ban en 25 países. 
 
Pese a la generalización de estas herramientas 
fiscales en el mundo en desarrollo, lo cierto es 
que los análisis empíricos no son concluyentes 
a la hora de demostrar su eficacia como meca-
nismos de atracción de inversiones extranjeras. 
La mayor parte de los estudios realizados antes 
de 1990 encontraron que éstas no son muy 
sensibles a los diferenciales de tipos impositi-
vos (Hartman, 1984; Young, 1988), no obstan-
te, en otros trabajos más recientes la evidencia 
es contradictoria. Algunos concluyen que la 
inversión extranjera directa responde a las 
condiciones impositivas del país receptor (De-
vereux y Freeman, 1995; Devereux y Griffith, 
1998); otros trabajos, por el contrario, señalan 
que muchos de los incentivos ofrecidos por los 
países en desarrollo desempeñan sólo un papel 
limitado en la determinación de las multina-
cionales a la hora de decidir donde instalarse 
(Blomström et al., 2000).  
 
Ahora bien, si los instrumentos fiscales ejercen 
una influencia dudosa a la hora de atraer in-
versión extranjera, su coste puede ser elevado, 
ya que reducen la base tributaria, complican la 
administración impositiva, generan importan-
tes pérdidas de recaudación y sustraen ingre-
sos a la economía gravada (Gupta y Tarek, 
2008). En este sentido, debe tenerse en cuenta 
que para los inversores extranjeros la impor-
tancia de dichos incentivos no depende sólo de 
éstos, sino también de su propia política de 
dividendos y de la legislación de su país de 
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origen. De hecho, si los beneficios obtenidos 
en los países receptores de la inversión son 
gravados en los países emisores aplicando, 
además, una deducción por doble imposición, 
los beneficios fiscales que ofrecen los países en 
desarrollo no benefician a las empresas que 
efectúan la inversión, sino a las Haciendas de 
sus países de residencia, produciéndose, así, 
únicamente transferencias de renta de unos 
estados a otros (Tanzi y Zee, 2001)  
 
Más allá de la dudosa efectividad y el elevado 
coste de las medidas fiscales de atracción de 
inversión extranjera, es difícil para un país 
sustraerse de aplicarlas cuando otros lo están 
haciendo, pues ello podría tener importantes 
consecuencias negativas sobre la inversión y la 
actividad productiva. Es decir, la competencia 
fiscal termina por tener consecuencias netas 
negativas para el conjunto de países que las 
aplican, siendo los receptores de los beneficios 
fiscales los únicos cuya posición mejora. Se 
trata, por tanto, de una competencia destructi-
va que sólo podría evitarse mediante la coor-
dinación de los países afectados. De hecho, 
según Avi-Yonah (2001), los países en desarro-
llo preferirían no otorgar incentivos tributarios 
si se les pudiera garantizar que los demás paí-
ses en desarrollo tampoco lo harían. Se trata de 
un típico caso de “dilema del prisionero”, 
donde la búsqueda de óptimos individuales 
genera un resultado agregado ineficiente. El 
problema podría resolverse, en un primer 
momento, en el seno de la OCDE, que es el 
origen del 85% de las multinacionales, acor-
dando todos sus miembros cobrar impuestos a 
sus empresas multinacionales sobre los ingre-
sos obtenidos en el extranjero. A más largo 
plazo debería llegarse a un acuerdo en la 
OMC, con objeto de generalizar el acuerdo e 
incluir tanto a las multinacionales como a los 
gobiernos de los países en desarrollo. Además, 
la necesidad de encontrar una solución a este 
problema se hace, si cabe, más apremiante 
habida cuenta de que los países en desarrollo 
tienen que eliminar las exoneraciones del im-
puesto de sociedades de las zonas francas a 
más tardar en 2015. Esto es muy relevante 
para zonas como Centroamérica, donde las 
empresas allí instaladas representaban en 2001 
el 26% del empleo total en el sector manufac-
turero (Gómez Sabaini, 2005).  
 
Por otro lado, la competencia fiscal interna-
cional recae sobre aquellas rentas de mayor 
movilidad, es decir, principalmente las rentas 
del capital, pues para aquellas derivadas de 
factores con menor movilidad, como el traba-
jo, es mucho más difícil poder beneficiarse de 
los incentivos ofrecidos por otras jurisdiccio-
nes. Ello tiene importantes consecuencias so-
bre el reparto de la carga tributaria. En primer 
lugar, entre factores de producción, pues es 
más fácil para las rentas del capital aprove-
charse de los beneficios fiscales. En segundo 
lugar, entre contribuyentes, pues también es 
más sencillo para las grandes empresas, de 
mayor tamaño y presencia internacional, bene-
ficiarse de este arbitraje fiscal. Finalmente, 
sobre la distribución personal de la renta, pues 
a menudo es más fácil aprovechar la compe-
tencia fiscal internacional para los individuos 
de ingresos elevados.  
 
De este modo, la competencia no sólo puede 
tener consecuencias negativas sobre el volu-
men total de ingresos públicos, sino también 
sobre el reparto de la carga tributaria. Esto es 
más acuciante en los países en desarrollo, ya 
que, por un lado, sus administraciones tributa-
rias disponen de menos medios para diseñar y 
aplicar un sistema impositivo eficiente y equi-
tativo, y, por otro, la distribución de la renta 
en el seno de los países es en general menos 
equitativa. Todo ello, además, socava la legiti-
midad del Estado y del pacto fiscal subyacente 
al tiempo que debilita la institucionalidad de 
los países.  
 
4.1.3 Evasión fiscal 
 
Al margen de las dificultades creadas a los 
sistemas tributarios por una competencia fiscal 
perniciosa, éstos también han visto socavada 
su capacidad recaudatoria por la evasión impo-
sitiva. Con el tiempo se han desarrollado estra-
tegias de evasión, tanto a nivel individual co-
mo empresarial, cada vez más complejas y 
difíciles de perseguir. Entre ellas cabe destacar 
por su volumen el empleo de precios de trans-
ferencia por parte de las empresas multinacio-
nales en operaciones internas, es decir, entre 
filiales del mismo grupo ubicadas en distintos 
países. La fijación de precios distintos a los de 
mercado en dichas operaciones permite la tras-
lación de beneficios de unas jurisdicciones a 
otras, desde aquellas donde la carga tributaria 
es más elevada a aquellas otras donde es me-
nor. De este modo, el pago total de impuestos 
se minimiza.  
 
Aunque se trata de un problema global, en el 
mundo en desarrollo es más grave por varios 
motivos. Por un lado, porque no todos los 
países cuentan con una legislación adecuada al 
respecto. Por otro, porque, incluso en aquellos 
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donde estas prácticas están prohibidas, su per-
secución es compleja en la práctica, dadas sus 
limitaciones en la gestión tributaria. Finalmen-
te, porque una lucha eficaz contra este tipo de 
operaciones exige colaboración entre adminis-
traciones tributarias y ésta es menor con los 
países en desarrollo.   
 
Otro problema importante que merma los in-
gresos tributarios de los países en desarrollo 
remite a aquellos ingresos procedentes de la 
explotación de recursos naturales. Ocurre con 
frecuencia que los contratos firmados con las 
empresas encargadas de dicha explotación no 
generan los beneficios deseables para el país 
propietario de esos recursos. O bien porque se 
firman en beneficio de determinadas élites y 
no del conjunto de la nación o bien por falta 
de poder de negociación y capacidad de con-
trol del cumplimiento de los acuerdos firma-
dos. Para corregir estos aspectos, entre otros, 
se ha puesto en marcha la Iniciativa para la 
Transparencia de las Industrias Extractivas. 
Aunque esta iniciativa ha supuesto un paso 
adelante a la hora de lograr una mayor trans-
parencia en cuanto a los pagos realizados por 
las empresas a los gobiernos, su carácter vo-
luntario limita notablemente su eficacia3.  
 
Por último, a los problemas de evasión fiscal 
de carácter empresarial hay que sumar aque-
llos que tienen su origen en las personas físi-
cas. La mayor movilidad del capital, los avan-
ces técnicos y la competencia fiscal —entre 
otras la de los paraísos fiscales— han favoreci-
do la ocultación de rentas a las administracio-
nes tributarias. De nuevo, aunque es un pro-
blema que atañe a todos los países, es más 
grave en el mundo en desarrollo. Por varios 
motivos: en primer lugar, porque sus ingresos 
tributarios son de por sí más limitados; en 
segundo lugar, porque tienen menor capacidad 
técnica para perseguir este tipo de prácticas; y, 
por último, porque la evasión no sólo supone 
una merma de ingresos, sino también introdu-
ce regresividad en el sistema fiscal. La evasión 
es una práctica más accesible a los individuos 
de renta alta; y, en general, los países en desa-
rrollo ya parten de una distribución de bajo 
nivel de equidad, que la evasión contribuye a 
acentuar. 
 
                                                 
3 La Iniciativa para la transparencia de las industrias extractivas 
nació en 2002 en la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Soste-
nible, poniéndose en marcha en 2005. Su objetivo es aumentar 
la transparencia y rendición de cuentas en estas industrias. Su 
participación es voluntaria, tanto por parte de países como de 
empresas. 
4.2 COOPERACIÓN FISCAL INTERNACIO-
NAL 
 
Como se ha expuesto en las páginas anteriores, 
el proceso de globalización ha generado una 
mayor interdependencia entre los sistemas 
fiscales de los diversos países, lo que inevita-
blemente limita la capacidad y autonomía na-
cionales en su diseño y gestión. Es por ello que 
la eficacia de dichos sistemas exige de manera 
creciente una mayor cooperación fiscal inter-
nacional. Es cierto que esta cooperación puede 
implicar una pérdida de autonomía y soberanía 
fiscal, que será tanto mayor cuanto más pro-
funda sea la coordinación alcanzada. No obs-
tante, conviene recordar que la globalización 
ya ha supuesto de forma real una merma de 
dicha soberanía (Caamaño y Calderon, 2003). 
Este necesario aumento de la cooperación fis-
cal internacional debe tener lugar en tres ámbi-
tos: técnico, legislativo e informativo. 
 
4.2.1 Cooperación técnica 
 
En el caso de los países en desarrollo la coope-
ración técnica puede ser especialmente impor-
tante a la hora de mejorar los sistemas fiscales. 
Entre otros aspectos, en muchos de estos paí-
ses las estadísticas tributarias son muy defi-
cientes, lo que dificulta la evaluación y el dise-
ño de la política impositiva. Sin un adecuado 
conocimiento de la distribución de la renta, las 
fuentes de ingresos, las pautas de consumo o el 
reparto de la carga impositiva es difícil diseñar 
y evaluar un buen sistema tributario. Por otro 
lado, solventar problemas de evasión como los 
derivados del uso de precios de transferencia 
también exige una mayor capacidad técnica de 
la que actualmente disponen muchos países en 
desarrollo.  
 
Una mayor cooperación internacional puede 
aportar recursos y conocimientos a los países 
en desarrollo. Es necesario advertir que ya 
existe todo un conjunto de organizaciones 
regionales que parcialmente cumplen esta fun-
ción: el Centro Interamericano de Administra-
ciones Tributarias, la Asociación de Adminis-
traciones Tributarias de la Commonwealth, la 
Organización de Administraciones Tributarias 
del Caribe, la Asociación Africana de Adminis-
traciones Tributarias o la Asociación de Admi-
nistraciones Tributarias del Pacífico. Sin em-
bargo, su capacidad es limitada, principalmen-
te por dos motivos (McCloskey, 2002). Por un 
lado, el centro de atención de estas organiza-
ciones prácticamente se limita a las adminis-
traciones tributarias, mientras que apenas tra-
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tan temas de política fiscal. Por otro, buena 
parte de ellas tienen una capacidad técnica y 
financiera reducida, lo que limita su capacidad 
operativa. Por tanto, parece necesario que se 
brinde un mayor apoyo por parte de organis-
mos internacionales y países desarrollados, 
aunque evitando las frecuentes duplicidades 
que se han dado en el pasado.   
 
4.2.2 Cooperación legislativa 
 
La cooperación legislativa supone un avance 
muy notable respecto a la mera cooperación 
técnica, pues no sólo es mucho más difícil de 
alcanzar, sino que puede suponer importantes 
pérdidas de autonomía. Así, por ejemplo, 
Owens (1993) identifica los siguientes espa-
cios donde sería deseable una mayor coordina-
ción: 
 
1. Establecer pautas comunes en el uso 
de incentivos fiscales. 
 
2. Converger de una forma gradual en los 
impuestos sobre la renta y el capital. 
 
3. Diseñar nuevas reglas para distribuir 
geográficamente los ingresos y gastos de las 
empresas multinacionales, lo que a su vez im-
plica nuevos acuerdos sobre precios de transfe-
rencia. 
 
4. Establecer un nuevo marco para el 
intercambio de información entre países. 
 
5. Asentar mecanismos de arbitraje obli-
gatorio. 
 
6. Dotar de un enfoque más multilateral a 
toda la red de acuerdos bilaterales existentes. 
 
7. Desarrollar mecanismos efectivos para 
gravar los intereses recibidos por los no resi-
dentes. 
 
Además de estas medidas, otros autores han 
defendido la necesidad de involucrar en mayor 
medida al sector privado. Por ejemplo, me-
diante la obligación a los auditores de comuni-
car prácticas de precios de transferencia por 
parte de las empresas multinacionales o exigir 
una mayor responsabilidad social corporativa 
en el terreno fiscal.  
 
Como puede observarse, se trata de medidas 
complejas y que requieren una sólida voluntad 
de cooperación por parte de los diversos paí-
ses. Pese a que existen ejemplos de esta coope-
ración, como la Directiva sobre el ahorro de la 
Unión Europea, resulta difícil alcanzar acuer-
dos internacionales que impliquen una cierta 
cesión de soberanía. No obstante, conviene 
señalar que en otros ámbitos, como el comer-
cio, los avances alcanzados han sido notorios.  
 
Además, existen dos problemas adicionales 
que conviene considerar (Caamaño y Calde-
ron, 2003). El primero se refiere al modo de 
dotar a este tipo de medidas de un carácter 
coercitivo. El segundo remite a la legitimidad 
que se le atribuye a medidas legislativas inter-
nacionales, pues no son elaboradas por un 
Parlamento nacional, sino por representantes 
de Estados ante una organización multilateral.  
 
4.2.3 Cooperación informativa 
 
Como consecuencia del proceso de globaliza-
ción, la supervivencia a largo plazo de los ac-
tuales sistemas fiscales nacionales exige una 
intensa cooperación fiscal internacional tam-
bién en materia de información. No se trata 
solamente de un medio para combatir el frau-
de, sino que es una pieza clave para mantener 
la viabilidad de los sistemas fiscales (Calderón, 
2001).  
 
Esta necesaria cooperación en materia de in-
tercambio de información ya quedó recogida 
en las “Recomendaciones del Informe OCDE 
sobre Competencia Fiscal Perniciosa”, de 
1998. Posteriormente, en el Informe OCDE 
2000 sobre “Acceso a Información Bancaria a 
Efectos Fiscales” se desarrolló con mayor in-
tensidad esta iniciativa, con objeto de mejorar 
la eficacia de los intercambios de información 
entre los países pertenecientes al citado orga-
nismo. Se trataba, por un lado, de suprimir los 
obstáculos jurídicos al intercambio de infor-
mación; y, por otro, de eliminar las dificulta-
des prácticas que merman la eficacia de dichos 
intercambios. Así, entre las medidas que se 
está buscando impulsar cabe señalar la realiza-
ción de inspecciones fiscales simultáneas por 
parte de autoridades fiscales de distintos países 
sobre un mismo contribuyente, la estandariza-
ción de idioma y formato en los intercambios 
de información automáticos o los cambios 
necesarios en las legislaciones nacionales para 
que la definición de blanqueo incluya a todos 
los delitos graves.  
 
A raíz de este impulso de la OCDE y de otros 
organismos internacionales, se ha generado 
toda una red de acuerdos de intercambio de 
información entre las administraciones tributa-
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rias. Sin embargo, a medida que han aumenta-
do las necesidades de información extraterrito-
rial, estos acuerdos han ido reduciendo los 
derechos a adquirir la información necesaria 
por parte de dichas administraciones (Dean, 
2008). En realidad, aún existe un gran número 
de barreras para la colaboración entre adminis-
traciones tributarias y entre los colectivos anti-
blanqueo de un país (bancos, abogados, audi-
tores, etc.) y las Haciendas extranjeras. Así, al 
margen de las simples negativas a la colabora-
ción, cabe señalar las exigencias de reciproci-
dad por parte de diversos países a la hora de 
atender una petición de intercambio de infor-
mación o el interés secundario a responder 
una petición de una Hacienda extranjera por 
parte de las administraciones nacionales, que 
ya de por sí cuentan con recursos materiales y 
humanos limitados.      
 
En suma, pese a la relevancia creciente de la 
colaboración informativa entre las diversas 
Haciendas nacionales y los avances logrados, 
aún queda un largo camino por recorrer al 
respecto. Es necesario imprimir un nuevo im-
pulso en materia de intercambio de informa-
ción. Sin él, la elevada movilidad de capitales y 
personas que ha hecho posible la globalización 
puede crear serios problemas a los sistemas 
tributarios nacionales.  
 
4.3 INSTITUCIONES PARA LA COOPERA-
CIÓN FISCAL 
 
Como se ha señalado, existen diversas organi-
zaciones regionales que llevan a cabo tareas de 
cooperación tributaria: el Centro Interameri-
cano de Administraciones Tributarias, la Aso-
ciación de Administraciones Tributarias de la 
Commonwealth, la Organización de Adminis-
traciones Tributarias del Caribe, la Asociación 
Africana de Administraciones Tributarias o la 
Asociación de Administraciones Tributarias 
del Pacífico. Sin embargo, pese a su utilidad en 
determinados ámbitos, su ámbito de actuación 
es limitado. Primero, porque lo es en muchos 
casos su capacidad técnica y, segundo, porque 
la necesidad de cooperación fiscal excede el 
ámbito regional. Los intercambios de informa-
ción, la cooperación legislativa y la asistencia 
técnica exigen el paso a un marco multilateral 
(Owens, 1993). 
 
Sin embargo, la institucionalidad multilateral 
que existe actualmente es insuficiente. Proba-
blemente el organismo multilateral de carácter 
no regional que ha trabajado más activamente 
en la cooperación fiscal es la OCDE. Aunque 
se trata de una organización cuyos miembros 
son países desarrollados, en los últimos años 
ha mostrado una vocación más integradora, 
intentado ampliar su labor en materia de co-
operación fiscal a países en desarrollo. Así, ha 
desarrollado una serie de iniciativas globales, 
entre las que cabe destacar el Global Forum on 
Taxation, que se trata de un marco de diálogo 
tanto para países miembros del mismo como 
para los que no lo son; la Global Tax Network, 
que comprende a la OCDE, al Banco Mundial 
y al FMI y cuyas tareas se han limitado casi 
exclusivamente a cooperación y asistencia 
técnica; o el Forum on Tax Administration, 
integrado por países miembros de la OCDE y 
determinados países ajenos a esta organiza-
ción.  
 
A pesar de estas iniciativas, no parece posible 
que la OCDE se convierta en un organismo 
realmente global (Avi-Yonah, 2000). Ello obe-
dece a varios motivos. En primer lugar, los 
intereses son muy diversos entre los países 
desarrollados y los países en desarrollo; por 
ejemplo, en materia de fiscalidad de las inver-
siones extranjeras. Segundo, la agenda en las 
reuniones de la OCDE la determinan los países 
miembros, lo que da lugar a una queja cons-
tante por parte de los países en desarrollo de 
que determinados temas de su interés quedan 
a menudo fuera de discusión; por ejemplo, los 
ingresos de depósitos de residentes de países 
en desarrollo en determinados países desarro-
llados o la escasa colaboración de éstos en 
materia de intercambio de información (Hor-
ner, 2001). Tercero, existe un importante pro-
blema de representatividad de los países en 
desarrollo en las iniciativas más importantes 
de la OCDE; por ejemplo, en el Global Forum 
on Taxation la participación de los países no 
miembros se produce por invitación.   
 
Por todo ello, parece que basar una coopera-
ción fiscal realmente multilateral en la OCDE 
no es el camino más adecuado, siendo necesa-
rio crear una nueva institucionalidad que co-
rrija el principal problema de dicho organis-
mo: la falta de representación e influencia real 
de los países en desarrollo (Horner, 2001). De 
hecho, para este autor, los temas fiscales para 
el mundo en desarrollo son inseparables de la 
propia agenda de desarrollo, de modo que es 
necesario un nuevo organismo que realmente 
incorpore esta visión de la política fiscal.  
 
En este sentido, son varias las propuestas que 
se han efectuado y, entre ellas, la más ambicio-
sa es la Organización Fiscal Internacional pro-
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puesta por el Panel Zedillo como parte de la 
iniciativa asociada a la Conferencia Interna-
cional sobre Financiación al Desarrollo. Esta 
iniciativa, auspiciada por Naciones Unidas, 
comenzó en 1999 con el objetivo de proponer 
nuevas formulas para la financiación al desa-
rrollo y en el Informe publicado en 2001 se 
incluyó la cooperación en materia impositiva 
como un elemento clave de sus recomendacio-
nes, incluyendo en ella la creación de la Orga-
nización Fiscal Internacional. Ésta se encarga-
ría de:  
 
1. Recopilar estadísticas, identificar ten-
dencias y problemas, publicar informes, ofre-
cer asistencia técnica y ser un foro para el in-
tercambio de ideas y el desarrollo de normas 
para la política y administración tributaria.  
 
2. Vigilar los sistemas fiscales de modo 
similar a la vigilancia que efectúa el FMI sobre 
las políticas macroeconómicas. 
 
3. Negociar con los paraísos fiscales, con 
objeto de que cesen en sus actividades de 
competencia fiscal desleal, e intentar frenar la 
competencia fiscal dirigida a atraer multina-
cionales 
 
4. Desarrollar procesos de arbitraje en los 
conflictos tributarios entre países. 
 
5. Patrocinar un mecanismo para el inter-
cambio multilateral de información que tenga 
por objeto reducir la evasión fiscal. 
 
Pese a estas recomendaciones del Informe Ze-
dillo, no parece ni fácil ni inmediato crear una 
Organización Fiscal Internacional. Hasta la 
fecha, la puesta en marcha del Diálogo Inter-
nacional sobre Fiscalidad es probablemente el 
mayor avance en la materia. Se trata de un 
acuerdo de colaboración entre el Banco Mun-
dial, el BID, la Comisión Europea, el FMI, la 
OCDE  y el Departamento de Desarrollo Inter-
nacional del Reino Unido (DFID), cuyo objeto 
es promover la discusión de cuestiones tribu-
tarias entre administraciones fiscales naciona-
les, organizaciones internacionales y otros 
organismos interesados. Asimismo, cabe men-
cionar al Comité de Expertos sobre Coopera-
ción Internacional en Cuestiones de Tributa-
ción, creado en el seno de Naciones Unidas, 
cuyo origen se remonta a 1968 y cuya deno-
minación actual se produjo en 2004. El Comi-
té está compuesto por 25 miembros de países 
desarrollados y en desarrollo y su mandato ha 
sido ampliado sucesivas veces, encargándose 
en la actualidad de examinar aspectos relacio-
nados con los precios de transferencia, asisten-
cia mutua entre países, acuerdos internaciona-
les, imposición sobre activos financieros, as-
pectos de la tributación relacionados con el 
comercio o imposición sobre el comercio elec-
trónico. 
 
Sin embargo, la creación de una Organización 
Fiscal Internacional no es la única propuesta 
para desarrollar una mayor institucionalidad 
fiscal multilateral. Diversos autores han seña-
lado otras propuestas más modestas como un 
medio más realista de aumentar la cooperación 
internacional. Así, por ejemplo, Avi-Yonah 
(2000) cree que la OMC podría cumplir par-
cialmente la tarea de una mayor coordinación 
fiscal internacional, máxime cuando los temas 
fiscales y comerciales están tan estrechamente 
relacionados. Además, la OMC tiene una gran 
experiencia en la resolución de controversias 
entre países; un asunto crucial de la fiscalidad. 
No obstante, para que esta organización pudie-
ra encargarse de temas fiscales, debería am-
pliarse el número de expertos en la misma. Los 
países en desarrollo, por lo demás, han expre-
sado siempre su temor a que una ampliación 
de la agenda de la OMC se convierta en un 
medio para que los países desarrollados ralen-
ticen la discusión de los temas de interés del 
mundo en desarrollo. 
 
Otros autores consideran que hay espacio en la 
institucionalidad actual para profundizar la 
cooperación multilateral, al menos mientras no 
se cree un verdadero organismo fiscal interna-
cional. Así, por ejemplo, entre las diversas 
medidas propuestas se encuentran las de mejo-
rar el esquema actual de acuerdos bilaterales 
mediante una mayor uniformidad tanto en su 
diseño como en su interpretación o fomentar 
una mayor rendición de cuentas del sector 
privado mediante códigos internacionales de 
responsabilidad social empresarial en materia 
tributaria. 
 
En realidad, los limitados avances logrados a la 
hora de crear una institucionalidad internacio-
nal que haga posible una mayor coordinación 
ponen de manifiesto que se trata de una tarea 
compleja. De hecho, Tanzi (1996a), pese a 
defender la necesidad de una organización 
fiscal internacional (Tanzi 1996b), admite las 
dificultades que conlleva debido a la reluctan-
cia de los países a ceder soberanía, como, se-
gún este autor, pone de manifiesto la propia 
experiencia de la UE.  Más aún, cuando en el 
seno de la comunidad internacional coexisten 
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países con diferencias tan acusadas en sus ni-
veles de desarrollo y, por tanto, con intereses y 
problemas tan diversos. 
 
 43
5. Un entorno transparente y 
cooperativo en materia fiscal 
 
Como se ha visto, para mejorar la capacidad 
recaudatoria de los países en desarrollo no 
basta con mejorar sus sistemas fiscales y forta-
lecer su administración tributaria, es necesario 
también propiciar la cooperación internacional 
para, en primer lugar, evitar ciertos compor-
tamientos de los agentes económicos que pue-
den resultar lesivos para la capacidad recauda-
toria de los países implicados y, en segundo 
lugar, revisar la normativa internacional refe-
rida a aquellas plazas que alientan la oculta-
ción asociada a tratamientos discriminatorios 
en materia fiscal.   
 
5.1 FLUJOS FINANCIEROS ILEGALES 
 
Una parte de la capacidad recaudatoria de los 
países en desarrollo se pierde como conse-
cuencia de las salidas de capital que esos países 
padecen. Parte de esas salidas de capital está 
asociada a prácticas lícitas que son resultado 
de decisiones justificables desde el punto de 
vista económico. El deseo por parte de los 
inversores de diversificar la cartera, de eludir 
el riesgo, de adelantarse a cambios normativos 
o de optimizar rendimientos, entre otros facto-
res, pueden estar detrás de este tipo de com-
portamientos. No obstante, junto a ello, exis-
ten también importantes salidas de capital de 
los países en desarrollo que se producen a tra-
vés de vías ilícitas, con el propósito de ocultar 
la riqueza o la renta a las autoridades fiscales 
del país en cuestión. De una forma más general 
cabría definir como flujos financieros ilícitos 
“el movimiento transfronterizo de dinero que 
es ilegalmente ganado, transferido o usado” 
(Hollingshead, 2010). Con frecuencia este tipo 
de flujos tiene su origen en actividades que en 
sí mismas son ilegales, como el contrabando, 
la corrupción, el delito económico u otro tipo 
de prácticas delictivas. Uno de los componen-
tes de este tipo de flujos es el asociado con los 
precios de transferencia (trade mispricing): 
esto es, el uso deliberado en el comercio inter-
nacional de facturas con precios distorsiona-
dos con propósitos de evasión fiscal.  
 
Determinar la magnitud de este tipo de flujos 
ilegales4 resulta difícil, por cuanto su propia 
                                                 
4 Como con acierto señalan los informes de Global Financial 
Integrity, es preferible el término de “flujos financieros ilegales” 
al de “fuga de capitales”. En este último caso parece sugerirse 
que el problema radica en los propios países en desarrollo que 
consienten semejante “fuga”; por el contrario, en el primer caso 
naturaleza los hace opacos a los sistemas nor-
males de registro. Aún así, los investigadores 
han desplegado procedimientos indirectos para 
aproximar su magnitud. En concreto, y de una 
forma muy general, se ha recurrido dominan-
temente a tres tipos de procedimientos de es-
timación, no necesariamente excluyentes: i) en 
primer lugar, el modelo de capital especulativo 
(hot money), que asocia los flujos ilegales con 
las cifras de errores y omisiones que figuran en 
la balanza de pagos del país en cuestión, con-
venientemente depuradas; ii) en segundo lu-
gar, el llamado modelo residual, que determina 
los flujos financieros como contraste entre las 
fuentes de financiación de un país y el uso 
registrado de esos flujos (salidas y gastos de 
capital); y iii) en tercer lugar, el modelo que 
determina los precios de transferencia, que 
compara las exportaciones de un país con las 
importaciones realizadas por el resto del mun-
do procedentes de ese país, tras deducir los 
gastos asociados a fletes y seguros. Estos pro-
cedimientos de aproximación a las cifras se 
pueden complementar con el recurso a encues-
tas que puedan aportar información a partir de 
una muestra bien seleccionada. 
 
Aplicando el último de los métodos citados –la 
encuesta- Baker (2005) estima que los flujos 
financieros ilícitos procedentes de los países en 
desarrollo se movieron, en 2005, entre los 539 
y los 778 mil millones de dólares. Se trata de 
una cantidad relevante que multiplica por en-
tre cinco y siete veces la que el conjunto de los 
donantes movilizan en forma de ayuda dirigida 
a los países en desarrollo. 
 
Tres años más tarde Kar y Cartwright-Smith 
(2008) acometieron una investigación para 
determinar la magnitud de los flujos financie-
ros durante el periodo 2002-2006, a partir de 
los procedimientos indirectos antes referidos. 
De su estimación se derivan tres conclusiones 
de interés: 
 
•En primer lugar, confirma el orden de magni-
tud de los flujos financieros ilegales estimados 
por Baker (2005), ya que las cifras que ofrecen 
en ese mismo año se sitúan entre los 675 y los 
806 mil millones de dólares. 
 
•En segundo lugar, los datos sugieren un cre-
cimiento del monto de los flujos financieros 
ilegales, que parece haber pasado en la estima-
ción más modesta de 371 a 858 mil millones 
                                                                         
se enfatiza el carácter ilegal del proceder del agente económico 
que se beneficia de semejantes prácticas. 
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de dólares, entre 2002 y 2006; y si se recurrie-
se a una estimación menos restrictiva, pasaría 
en similar período de 435 a 1.060 millones de 
dólares. Más allá de factores estadísticos, es 
claro que la desregulación de las cuentas de 
capital y la intensificación de los flujos finan-
cieros internacionales, en un entorno de cre-
cimiento económico, ayuda a explicar esta 
evolución.  
 
• En tercer lugar, es Asia la región en la que 
este tipo de flujos adquieren mayor relevancia, 
con un protagonismo muy destacado de Chi-
na, India, Malasia, Indonesia y Filipinas. Eu-
ropa es la segunda región en relevancia, con 
un protagonismo notable de Rusia. A conti-
nuación se sitúan América Latina, Oriente 
Medio y, en posición postrera, África. Es muy 
posible que en este último caso las cifras estén 
subvaloradas como consecuencia de las defi-
ciencias en los sistemas de registro. 
 
Las cifras estimadas para el conjunto de los 
flujos financieros ilegales a escala agregada 
coinciden en el orden de magnitud con las 
obtenidas en estudios más particularizados, 
referidos a países en concreto. Tal es el caso, 
por ejemplo, del estudio de Zu, Li y Epstein 
(2005) referido a China, de Almounsor (2005) 
sobre el caso de Arabia Saudita, de Loungani y 
Mauro (2000) sobre Rusia o de Chipalkatti y 
Rishi (2001) referido a India.  
 
Resulta de interés determinar la parte de estos 
flujos financieros ilegales que están asociados 
al uso de precios de transferencia. Aquí son 
también diversas las aproximaciones posibles. 
Por ejemplo, Christian Aid (2008), en un es-
tudio elaborado por Cobham, aplicó al comer-
cio de cada grupo de países del mundo en de-
sarrollo la tasa que Baker (2005) atribuye a los 
precios de transferencia; y esa cantidad la puso 
en relación con la recaudación asociada a los 
respectivos impuestos de sociedades. De 
acuerdo con este procedimiento, se estima que 
la pérdida de recaudación asociada a este tipo 
de prácticas se aproxima a los 160 mil millo-
nes de dólares al año. En un estudio posterior 
de esta misma ONG, elaborado por Pak, en el 
que se tomaban en cuenta las diferencias de 
calidad de los bienes intercambiados, se ofrecía 
una estimación de las pérdidas recaudatorias 
de los países en desarrollo de 122 mil millones 
de dólares (Christian Aid, 2009).  
 
A su vez, Hollingshead (2010) parte de la in-
formación que proporciona el FMI (Direction 
of Trade Statistics) sobre las discrepancias en 
las valoraciones del comercio entre los socios y 
en el modelo residual del Banco Mundial, que 
capta las discrepancias entre las fuentes y los 
usos de la financiación recibida por los países. 
Las estimaciones obtenidas a partir de estas 
fuentes las ponen en relación con la recauda-
ción que los países extraen en materia de im-
puesto de sociedades, que es derivada, a su 
vez, del Index of Economic Freedom, que ela-
bora la Heritage Foundation y de la base de 
datos Worldwide Tax Summaries, creada por 
PricewaterhouseCoopers LLP. Pues bien, apli-
cando este procedimiento, que no es sino una 
aproximación imperfecta, resulta que las pér-
didas recaudatorias de los países en desarrollo 
por la vía de los precios de transferencia se 
moverían entre los 98 y los 106 mil millones 
de dólares, como promedio del período 2002-
2006. Esto supone una pérdida equivalente al 
4,4% del total de la recaudación del mundo en 
desarrollo. No obstante, esta cifra es un valor 
promedio, registrándose países en los que las 
pérdidas estimadas superan el 25% de lo re-
caudado (como es el caso de Zimbabue, Nica-
ragua o República Democrática del Congo).  
 
Al igual que sucedía con el agregado de los 
flujos ilícitos, también este componente ha 
experimentado un proceso de crecimiento a lo 
largo del período considerado. De hecho, en su 
versión más modesta, las pérdidas recaudato-
rias como consecuencia de los precios de 
transferencia pasan de 63 a 125 mil millones 
de dólares, entre 2002 y 2006; y en la versión 
menos restrictiva las cifras son de 68 y 135 mil 
millones de dólares, respectivamente. Se trata 
de cifras muy destacadas, que superan los re-
cursos que los países en desarrollo reciben 
como ayuda internacional.  
 
5.2. EL COSTE DE MANTENER PLAZAS CON 
REGÍMENES NO COOPERATIVOS   
 
Pese al carácter tentativo de las anteriores es-
timaciones, son suficientes para confirmar que 
los flujos financieros ilegales son una impor-
tante vía de pérdida de recursos y de capacida-
des recaudatorias para los países en desarrollo. 
Así lo reconoce tanto el Consenso de Monte-
rrey como la Declaración de Doha, que consi-
deran la evasión de capitales y los flujos finan-
cieros ilícitos como una de las vías de drenaje 
de recursos propios de los países en desarrollo. 
Pues bien, en el sostenimiento de este tipo de 
prácticas tienen un papel crucial los llamados 
“paraísos fiscales”: es decir, aquellos países o 
territorios que ofrecen acogida a los capitales 
internacionales, aplicándoles tipos impositivos 
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nulos (o mínimos) y garantizándoles discre-
ción (u opacidad informativa) acerca de la 
procedencia de los recursos.  
 
No existe un único criterio para definir los 
paraísos fiscales. De hecho, hay autores que 
prefieren recurrir a denominaciones alternati-
vas para caracterizarlos, como, por ejemplo, 
“centros financieros internacionales” (off-
shore financial centre), “jurisdicciones de in-
formación secreta” (secrecy jurisdiction), “ju-
risdicciones no cooperativas” (uncooperative 
jurisdiction) o juridiscciones fiscales discrimi-
natorias”. Cada una de estas denominaciones 
apunta a alguno de los rasgos que caracterizan 
a este tipo de plazas.  De hecho, la OCDE 
(1998) señaló cuatro rasgos para caracterizar-
las, a saber: i) tener una baja o nula imposición 
sobre el capital; ii) tener un régimen fiscal 
especial para las compañías internacionales 
localizadas (shell companies); iii) tener falta de 
transparencia relativa a la propiedad, con bajo 
nivel de supervisión; iv) no hacer intercambio 
de información sobre temas fiscales con otros 
países y jurisdicciones.  
 
Dado el carácter difuso del concepto, incluso 
la propia calificación de un país como paraíso 
fiscal está sujeta a debate, habiendo casos que 
son considerados por algunos analistas como 
paraísos fiscales que, sin embargo, no son re-
gistrados como tales por parte de la OCDE (las 
discrepancias mayores se producen con la 
ONG Tax Justice Network que llega a definir 
como paraísos fiscales a 72 jurisdicciones, 
frente a las 40 que reconocía la OCDE en el 
año 2000). Y, de hecho, la OCDE procedió a 
corregir su propia lista de jurisdicciones no 
cooperativas definida en 20005, de acuerdo con 
la secuencia en que los países suscribían los 
estándares de transparencia e intercambio de 
información fiscal. 
 
Más allá de su número, los paraísos fiscales 
generan una distorsión en el marco normativo 
que rige los negocios internacionales. Las im-
plicaciones negativas más centrales de este tipo 
de jurisdicciones derivan de: i) poseer sistemas 
fiscales discriminatorios, que favorecen el trato 
a aquellas compañías extranjeras que se insta-
lan sin ánimo alguno de realizar actividades en 
                                                 
5 La lista incluía 40 jurisdicciones concebidas como paraísos 
fiscales. Esa lista no incluía, sin embargo, a los propios países de 
la OCDE. Por lo demás, la lista no ha sido actualizada, aún 
cuando la OCDE ha reconocido de forma periódica la suscrip-
ción de estándares de transparencia e intercambio de informa-
ción por parte de algunas jurisdicciones anteriormente conside-
radas como no cooperativas. 
el país (o la plaza) en cuestión (ring-fenced tax 
system); y ii) el mantenimiento del secreto 
respecto a la propiedad, las transacciones y los 
resultados de las empresas instaladas. Es la 
combinación de estos dos elementos lo que 
otorga a los paraísos fiscales un efecto espe-
cialmente pernicioso sobre la adecuada gober-
nanza del sistema económico, con costes más 
agudos sobre los países en desarrollo.  
 
Para apreciar las implicaciones que comporta 
la existencia de estas plazas con regímenes 
fiscales discriminatorios conviene reparar en 
su capacidad de atracción de recursos proce-
dentes del mundo en desarrollo. Por señalar 
algunas cifras aproximativas, el Banco Interna-
cional de Pagos señala que los activos extrate-
rritoriales incluidos en los balances generales 
de los bancos se situaban, en el año 2004, en 
un entorno cercano a los 4,6 billones de dóla-
res (0,9 en El Caribe, 1 en Asia y el resto, es 
decir 2,7, en centros financieros off-shore). 
Dado que el total de los depósitos estaba eva-
luado en ese año en 14,4 billones de dólares, 
esto quiere decir que un tercio de esos activos 
tienen naturaleza extraterritorial. Conviene 
precisar que en esta estimación se están consi-
derando sólo los activos en forma de depósitos 
bancarios, no otro tipo de activos.  
 
Por su parte, la consultora Cerril Lynch/Cap 
Gemini estimaba, en 2002, que el valor de los 
patrimonios de los individuos acaudalados 
existentes en el mundo (es decir, aquellos con 
un valor de activos líquidos superior a un mi-
llón de dólares) ascendía a 27,2 billones de 
dólares, de los cuales 8,5 billones (aproxima-
damente un tercio) respondían a activos extra-
territoriales. En 2003, el Boston Consulting 
Group estimó en una cantidad muy cercana, 9 
billones de dólares, la riqueza mantenida ex-
traterritorialmente a nivel internacional. Por 
último, la red de ONG Tax Justice Network 
eleva, en 2005,  esa cifra a los 11,5 billones de 
dólares. Además, en este último caso, se consi-
dera que estas cifras, expresivas de un modo 
particular de atesorar y mantener la riqueza, 
están sometidas a una dinámica de rápido cre-
cimiento. En suma, si se trata de hacer balance 
de estos estudios, cabría aceptar que la cifra de 
activos localizados en plazas extraterritoriales 
podría situarse entre los 8 y los 12 billones de 
dólares.  
 
Dando por ciertas esas cifras, la recaudación 
perdida por parte de los países afectados como 
consecuencia de su incapacidad para gravar 
esos activos es muy elevada. La propia Tax 
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Justice Network (2005) evalúa la recaudación 
perdida, que se derivaría de la tributación de 
esos activos, en los 225.000 millones de dóla-
res anuales, resultado de aplicar una imposi-
ción del 30% a las rentas derivadas (es decir, 
unos 860.000 millones de dólares).  
 
FitzGerald (2010) ofrece una nueva estima-
ción, reconstruyendo los activos en el exterior 
a partir de la información sobre flujos financie-
ros proporcionada por Global Finance Integri-
ty y tras aplicar un tipo efectivo promedio del 
20%. Los resultados hablan de una base impo-
nible de algo más de un billón de dólares y 
unos beneficios impositivos no cobrados por 
parte de los países en desarrollo de 214 000 
millones de dólares. De ellos, 101 000 millones 
corresponden a Asia, 44 000 millones a Euro-
pa, 39 000 millones a Norte de África y Orien-
te Medio y algo más de 3 000 millones a África 
Subsahariana. Una estimación de Ndikumana 
y Boyce (2008) elevan algo la cifra correspon-
diente a África Subsahariana, que en todo caso 
sería la región con una menor participación 
relativa en los activos en el exterior. Las pérdi-
das fiscales estimadas suponen cerca del 2,5% 
del PIB de los países en desarrollo y equivalen 
a una cuota cercana al 10% de los ingresos 
tributarios de estos países. Se trata de magni-
tudes muy relevantes, que subrayan el interés 
en combatir la fuga de capitales y el fraude 
fiscal.  
 
No obstante, los recursos que los países en 
desarrollo pierden como consecuencia de estas  
plazas financieras extraterritoriales exceden a 
las propias de la recaudación perdida por el 
desplazamiento de activos. También ha de 
considerarse, en primer lugar  –como se ha 
visto-, la pérdida de recaudación que se motiva 
como consecuencia del recurso a precios de 
transferencia por parte de multinacionales 
instaladas en los países en desarrollo y con una 
sede (real o ficticia) en estos paraísos fiscales; 
y, en segundo lugar, aquellas pérdidas de ren-
tas que aparecen asociadas a prácticas delicti-
vas, como la corrupción, que quedan protegi-
das por las prácticas de opacidad informativa 
que caracteriza a estas plazas. 
 
Raymond Baker (2005) intentó hacer una es-
timación tentativa de los diversos componen-
tes de ingresos que pierden los países en desa-
rrollo como consecuencia de la existencia de 
los paraísos fiscales. De acuerdo a su estima-
ción, la pérdida total de recursos motivada por 
la existencia de estas plazas financieras se es-
tima, como mínimo, en una cifra equivalente a 
500.000 millones de dólares anuales, de los 
cuales 50.000 son debidos a prácticas corrup-
tas que se protegen en la opacidad informativa 
de los paraísos fiscales, 200.000 millones son 
consecuencia de la aplicación de precios de 
transferencia por parte de empresas multina-
cionales que están localizadas en esas plazas y 
250.000 millones son debidos a otras formas 
de flujos ilícitos (fuga de capitales) proceden-
tes de los países en desarrollo. 
 
Además de los efectos mencionados, hay otros 
dos de extraordinaria relevancia, pero de más 
difícil cuantificación. El primero alude al im-
pacto que estas plazas tienen sobre la fiscali-
dad de los países en desarrollo, estimulando 
una tendencia hacia la baja en la presión fiscal 
como supuesta vía para competir en la atrac-
ción del capital extranjero. De algún modo, sus 
regímenes fiscales permisivos alimentan una 
“carrera a la baja” en la fiscalidad, en un mun-
do cada vez más diáfano para la competencia 
internacional6. El segundo efecto perverso de 
estas plazas se relaciona con la incidencia que  
sus regímenes de opacidad informativa y de 
defensa del secreto bancario tienen sobre la 
construcción de un sistema internacional ba-
sado en normas. Su mera existencia cuestiona 
el sentido universal que debe caracterizar a las 
normas internacionales, genera discriminacio-
nes injustificadas y abre espacios de cobertura 
para las prácticas económicas ilícitas (inclu-
yendo el lavado de dinero sucio, la malversa-
ción, el fraude, la corrupción el tráfico ilegal 
de armas o el narcotráfico). Es difícil pensar 
que pueda construirse un marco institucional, 
justo y legitimado, para ordenar las relaciones 
internacionales que sea compatible con la exis-
tencia de estos espacios deliberadamente sus-
traídos a la vigencia de las normas.  
 
                                                 
6 De hecho, ésa es la razón por la que desde posiciones neolibe-
rales se defiende la funcionalidad que tienen los paraísos fiscales 
en el mundo actual. 
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Recuadro 1: Paraísos fiscales: tipos de efectos sobre los países en desarrollo 
Como consecuencia del secreto y el trato fiscal discriminatorio, los paraísos fiscales generan, 
entre otros efectos, los siguientes: 
 
1.- Incrementan la prima de riesgo en los mercados financieros internacionales 
2.- Minan el funcionamiento de los sistemas fiscales y de las finanzas públicas nacionales 
3.- Incrementan la inequidad de los ingresos tributarios 
4.- Reducen la eficiencia en la asignación de recursos en los países en desarrollo 
5.- Hacen más rentable la economía ilegal y la asociada al crimen 
6.- Promueven las actividades de búsqueda de rentas y reducen las rentas privadas en los 
países en desarrollo 
7.- Dañan la calidad institucional y entorpecen el crecimiento de los países en desarrollo 
 
Fuente: Commission on Capital Flight from Developing Countries (2009): Tax Havens and Development 
Un reciente estudio de la Norwegian Commis-
sion on Capital Flight from Developing Coun-
tries se hace eco de los costes que para los 
países en desarrollo supone el mantenimiento 
de los paraísos. Los efectos se despliegan en 
una diversidad de ámbitos, que limitan las 
posibilidades de desarrollo de los países (Re-
cuadro 1). Su conclusión es taxativa: “la Co-
misión ha establecido que lo paraísos fiscales 
representan un importante obstáculo al creci-
miento y desarrollo en los países pobres, y 
ellos crean oportunidades para que las éites 
políticas y económicas en los países en desa-
rrollo dañen los logros de desarrollo de sus 
propios países. Poner fin a las dañinas acti-
vidades de los paraísos fiscales es importante”. 
 
5.3 RESPUESTA INTERNACIONAL 
 
Existen muchas razones para que la comuni-
dad internacional se proponga poner fin a la 
existencia de paraísos fiscales. La primera y 
más importante aparece vinculada a la necesi-
dad de evitar vacíos legales en la economía 
internacional, espacios de impunidad frente a 
prácticas que pudieran ser delictivas. Una se-
gunda razón alude a la necesidad de caminar 
hacia una armonización mínima de las prácti-
cas fiscales y financieras de los países: en un 
espacio crecientemente abierto a los intercam-
bios internacionales, es necesario crear un 
entorno normativo y fiscal mínimamente con-
venido. En tercer lugar, es necesario poner fin 
a los paraísos fiscales por una razón de justicia 
distributiva, dado que son las clases más pu-
dientes (y las empresas más poderosas) las que 
se benefician de la evasión fiscal que estos 
paraísos propician, a costa de los sectores y de 
los países de baja y media renta de los países.  
 
Así lo han entendido diversos organismos in-
ternacionales, que han avanzado tímidamente 
en señalar la necesidad de poner fin a las prác-
ticas anómalas de este tipo de plazas financie-
ras. En concreto, el FMI viene desarrollando 
un programa en torno a los offshore financial 
centres, a través del cual anima a las jurisdic-
ciones identificadas como tales a una evalua-
ción de los reglas y sistemas de regulación y 
reporte de estadísticas. A partir de 2003 inició 
un trabajo de evaluación y seguimiento de 
prácticas, que se basó en los estándares inter-
nacionales definidos por el BIS, IOSCO, IAIS y 
la FATF. A partir de 2008 estas actividades de 
evaluación se incorporaron en el Financial 
Sector Assessment Programme (FSAP), que se 
realiza, en colaboración con el Banco Mundial, 
para los países miembros del FMI. 
 
El G-7 creo en 1989 la Financial Action Task 
Force (FATF), como una organización encar-
gada de asesorar a los países sobre políticas 
orientadas a combatir el lavado de dinero. Fru-
to de su trabajo es un cuerpo amplio de reco-
mendaciones –las 40+9 recommendations- que 
se han convertido en estándares internaciona-
les en la materia. Este cuerpo de recomenda-
ciones se ha ido enriqueciendo con el tiempo, 
como consecuencia de la emergencia de nue-
vos temas o la relevancia creciente adquirida 
por otros (como la financiación del terrorismo, 
por ejemplo). En función de sus procesos de 
evaluación, la FATF ha definido a un grupo de 
jurisdicciones (23 en total) como no coopera-
tivas, demandando de ellos medidas adiciona-
les en contra de las prácticas de lavado de di-
nero. A la FATF pertenecen 32 países, además 
de la Comisión Europea y el Consejo de Co-
operación del Golfo.  
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También el Foro de Estabilidad Financiera 
participó en los esfuerzos en contra de los flu-
jos financieros ilícitos, al reclamar de los paí-
ses información acerca del funcionamiento de 
sus respectivos sistemas financieros y meca-
nismos de regulación y supervisión.  Su trabajo 
lo realiza fundamentalmente en relación con la 
OCDE, el FMI e IOSCO. En 2008, en una con-
ferencia internacional, el FEF emitió una de-
claración en la que subrayaba la necesidad de 
de incrementar la transparencia y la “integri-
dad en los mercados financieros”.  Y de forma 
más precisa se señalaba la necesidad de prote-
gerse frente a los riesgos financieros ilícitos 
surgidos de jurisdicciones no cooperativas”. 
Como es sabido, en la reunión del G-20 de 
Londres se decidió sustituir esta institución 
por otra nueva y más integradora, el Consejo 
de Estabilidad Financiera (Financial Stability 
Board, FSB).   
 
De todos los organismos internacionales, sin 
duda el que más activamente se ha movido en 
este campo es la OCDE. A través de su informe 
Competencia Fiscal Perjudicial, de 1998, la 
OCDE apuntaba ya  contra las prácticas fisca-
les indebidas de los paraísos fiscales, sugirien-
do la eliminación de beneficios fiscales a las 
transacciones con esas plazas financieras, el 
intercambio de información obligado y la anu-
lación de deducciones para beneficios que 
provengan de paraísos fiscales. La OCDE defi-
nió unos estándares de transparencia e inter-
cambio de información fiscal  que considera 
necesario los países suscriban a través de los 
acuerdos preceptivos. Como consecuencia de 
ese proceso, desde el año 2000 la lista de paí-
ses considerados como jurisdicciones no co-
operativas ha ido descendiendo notablemente. 
En algunos casos, la exigencia de que al menos 
los países firmasen 12 acuerdos relacionados 
con esos estándares para ser eliminados de la 
lista de jurisdicciones no cooperativas dio lu-
gar a una picaresca poco aceptable al buscarse 
como socios de esos acuerdos a otras plazas 
igualmente no cooperativas, a las que se les 
supone poco interés en la transparencia e in-
tercambio de información fiscal. 
 
Desde 2008, como consecuencia de la crisis 
financiera y de las reuniones del G-20, se ha 
producido, sin embargo, un empuje muy nota-
ble en este campo. Se ha generalizado la acep-
tación de los estándares de transparencia e 
intercambio de información, aunque en algu-
nos casos falta su adecuada aplicación y desa-
rrollo en la normativa de los países; esta gene-
ralización ha alcanzado a países de la OCDE 
(como Austria, Bélgica, Luxemburgo y Suiza) 
que hasta hace poco se mostraban reticentes, a 
aquellas plazas (como Andorra, Liechtenstein 
o Mónaco) que se habían expresado su oposi-
ción y a los países no OCDE (entre ellos, Bra-
sil, Chile y Tailandia) que habían expresado 
reservas respecto de uno de los artículos de 
esas normas (el artículo 26); y, en fin, esos 
mismos estándares han sido incorporados en la 
UN Model Tax Convention, de 2008. Para la 
adecuada aplicación de los estándares es nece-
saria la firma de acuerdos y su posterior puesta 
en práctica: para dar seguimiento a este proce-
so se fortaleció el Global Forum on Transpa-
rency and Exchange of Information for Tax 
Purposes, en 2009. De hecho, en la actualidad 
pertenecen al Global Forum algo más de 90 
países, que incluyen a todos los miembros del 
G-20, a todos los países de la OCDE y a todas 
las jurisdicciones off-shore, existiendo un Se-
cretariado para dar continuidad a las tareas de 
evaluación entre pares de los miembros (peer 
review). 
 
Como consecuencia de este proceso, se ha 
incrementado exponencialmente el número de 
Tax Information Exchange Agreements 
(TIEA): el número de los suscritos en el año 
pasó de 2, en 2005 a 12 en 2007 y llega a 200 
en 2009. Y también se han incrementado el 
número de los Double Taxation Conventions 
(que llegan a 110 en el año 2009). El impacto 
que las sucesivas cumbres del G-20 tuvieron 
en este proceso fue decisiva. Como apunta la 
OCDE (2010), “estos cambios en la política 
representan un paso muy significativo hacia 
nivelación del terreno de juego en relación con 
el intercambio de información con propósitos 
fiscales”.  
 
Las Naciones Unidas no tienen un programa 
específico en relación con los paraísos fiscales, 
pero tienen varias líneas de acción orientadas a 
combatir el delito económico, a fortalecer los 
sistemas fiscales de los países y a promover la 
cooperación en materia fiscal. Así, por ejem-
plo, en Naciones Unidas opera el Money 
Laundering Information Network (IMOLIN), 
para combatir este tipo de delito; y existe la 
Office on Drugs an Crime (UNODOC). Ade-
más, en colaboración con el Banco Mundial 
desarrolla la iniciativa STAR para combatir la 
corrupción en los países en desarrollo. Tiene 
también Naciones Unidas un Comité de Ex-
pertos en Materia de Cooperación Fiscal  In-
ternacional, cuya misión es proveer recomen-
daciones sobre acuerdos fiscales, fortalecer los 
sistemas tributarios nacionales y combatir a los 
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flujos ilícitos (especialmente en relación con 
los precios de transferencia).   
 
También la UE avanzó en este campo a través 
de la Directiva europea sobre la fiscalidad del 
ahorro, que ha establecido el principio de in-
tercambio automático de información entre 
países y la exigencia de que se reclame similar 
imposición a las compañías nacionales que a 
aquellas que son propiedad de no residentes. 
Algunos países han rehusado asumir esta nor-
ma, a cambio de una imposición sobre los in-
tereses. Es conveniente señalar, en todo caso, 
que la directiva comunitaria afecta al interés 
ganado por las personas individuales, pero no 
por las sociedades. Esto abre una doble vía a la 
elusión de este compromiso de transmisión 
automática de información: i) bien mediante la 
transferencia de los intereses a jurisdicciones 
sobre las que no opera la directiva; ii) bien 
mediante el establecimiento de una entidad 
(compañía o trust) que se adueñe de los inter-
eses. La propia Comisión Europea, consciente 
de estas posibilidades, está estudiando revisar 
la directiva, para ampliar su eficacia a otros 
flujos económicos (además de los intereses) y 
a otras personas (además de las naturales). 
 
Dentro de los esfuerzos de la UE es necesario 
señalar la Comunicación que la Comisión ela-
boró sobre la materia, titulada “Cooperating 
with developing countries on promoting good 
governance in tax matters”. Adicionalmente, 
los Consejos de Asuntos Generales y Relacio-
nes Exteriores de la UE, de noviembre del 
2008 y mayo de 2009, acordaron el apoyo a los 
países socios en sus esfuerzos para mejorar su 
capacidad recaudatoria y fortalecer sus admi-
nistraciones tributarias y de aduanas promo-
viendo las convenciones internacionales contra 
la corrupción  y  contra la evasión fiscal y los 
flujos financieros ilegales y a favor de la trans-
parencia y el intercambio de información. 
 
En el presente año, en Mayo de 2010, el Con-
sejo Europeo aprobó una declaración titulada 
“Tax and Development: Cooperating with De-
veloping Countries in Promoting Good Go-
vernance in Tax Matters”, en la que se insiste 
en la necesidad “fortalecer el apoyo a la movi-
lización de recursos domésticos de los países 
en desarrollo” y de “promover los principios 
de buena governanza en asuntos fiscales, apo-
yando a los países en la lucha contra la evasión 
fiscal y otras prácticas fiscales dañinas”.  En 
este segundo aspecto se declara la voluntad de: 
i) promover los informes país a país como un 
estándar para las empresas multinacionales; 
ii) apoyar un sistema internacional de inter-
cambio automático de información en materia 
fiscal, al modo en que lo sugiere la normativa 
europea; iii) poner en marcha medidas para 
reducir el uso abusivo de los precios de trans-
ferencia, siguiendo las recomendaciones de la 
OCDE; iv) establecer criterios comunes para el 
tratamiento de la inversión en jurisdicciones 
no cooperativas; v) incorporar en los Reports 
on Observance of Standard and Codes 
(ROSCs) la disposición de los países a colabo-
rar ebn el intercambio de información fiscal y 
en la lucha contra el fraude y el balqueo de 
capitales; y vi) favorecer la participación de los 
países en desarrollo en las instancias interna-
cionales de cooperación en materia fiscal. 
 
También el Parlamento Europeo, en su resolu-
ción de 10 de febrero del 2010, urgió a los 
estados miembros a promover una mejora de 
los estándares de la OCDE con el fin de hacer 
que el intercambio multilateral y automático 
de información llegue a convertirse en la nor-
ma internacional; e instó a la Comisión a 
avanzar en la elaboración de un CCCTB 
(Common Consolidated Corporate Tax Base) 
con el fin de acabar con las prácticas asociadas 
a los precios de transferencia y la evasión fiscal 
por parte de multinacionales en el territorio de 
la UE 
 
Por último, como se ha señalado, todo este 
proceso se ha visto impulsado como conse-
cuencia de la reuniones del G-20, como conse-
cuencia de la crisis. En concreto, en la cumbre 
de Washington ya se señala que se promoverá 
“el intercambio de información, incluyendo las 
jurisdicciones que se han comprometido con 
los estándares internacionales respecto al se-
creto y la transparencia bancarios”. En la cum-
bre de Londres se fue más terminante y se de-
claró que “la época del secreto bancario se ha 
terminado”, comprometiéndose los países fir-
mantes a “tomar medidas contra las jurisdic-
ciones no cooperativas, incluidos los paraísos 
fiscales”. En este sentido, se apunta a la OCDE 
como el organismo encargado de reconocer la 
lista de países “evaluados por el Global Forum 
de acuerdo con la norma internacional para el 
intercambio de información fiscal”. Adicio-
nalmente se señala al Financial Stability Board 
como un importante foro para erigir una polí-
tica concertada en asuntos fiscales, de transpa-
rencia económica y de promoción de la estabi-
lidad financiera. Por último, en la cumbre de 
Pittsburgh se señala que “el compromiso en la 
lucha contra las jurisdicciones no cooperativas 
ha producido resultados impresionantes. Es-
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tamos comprometidos a mantener el impulso 
en el tratamiento de los paraísos fiscales, el 
blanqueo de dinero, los procedimiento de la 
corrupción, la financiación del terrorismo y las 
normas prudenciales”. 
 
5.4 PROPUESTAS  DE FUTURO 
 
Más allá del avance experimentado en estos 
últimos dos años en materia de lucha contra la 
evasión, el fraude y los flujos financieros ilíci-
tos, son muchos los que juzgan que las medi-
das hasta ahora adoptadas, aunque orientadas 
en el buen camino, son insuficientes. Por ello, 
para avanzar en este campo sería, cuando me-
nos, necesario estudiar las posibilidades de 
acción concertada en los siguientes ámbitos: 
 
• En primer lugar, sería necesario lograr un 
generalizado apoyo a aquellos marcos norma-
tivos que permiten un avance en la lucha con-
tra prácticas económicas ilícitas. En tal senti-
do, parece obligado avanzar en la asunción de 
la Convención de Naciones Unidas contra la 
Corrupción y de la Convención contra el So-
borno de funcionarios en negocios internacio-
nales de la OCDE. De igual modo, debieran 
impulsarse aquellas iniciativas que promueven 
una implicación de las empresas en actividades 
a favor de la transparencia y penalizan los 
comportamientos delictivos en materia de ne-
gocios internacionales. Tal sucede, por ejem-
plo, con las iniciativas Stolen Assets Recovery 
Initiative (STAR), para retornar los recursos 
extraídos de un país por medios ilícitos, o el 
Extractive Industry Transparency Initiative 
(EITI), referido a la provisión de información 
de las industrias extractivas. El problema de 
alguna de estas iniciativas –como es el caso de 
EITI- es el carácter voluntario de las adscrip-
ciones y la limitada capacidad de sanción de 
los incumplimientos. Una síntesis de los prin-
cipales requerimientos para una economía 
sólida, justa y limpia puede encontrarse en el 
documento presentado al G-8 en su reunión 
reciente en Italia (Recuadro 2).  
 
• En segundo lugar, sería necesario apoyar las 
instancias de cooperación internacional en 
materia fiscal, al objeto de favorecer normas y 
estándares compartidos. En este sentido es 
muy útil la labor que realiza el Comité de Ex-
pertos de Naciones Unidas en Materia de Co-
operación Fiscal, que debiera fortalecerse e 
intensificar su tarea. Igualmente es relevante el 
trabajo de la OCDE, que acumula una expe-
riencia notable en este campo, intensificada en 
estos últimos años. El Foro de Estabilidad Fi-
nanciera y su sucesor el, más amplio, Consejo 
de Estabilidad Financiera pueden realizar una 
labor importante de cooperación en materia 
fiscal, de fijación de criterios y estándares y de 
lucha contra la opacidad. Y, en similar sentido, 
puede ser importante el trabajo de Financial 
Action Task Force (FATF). Ahora bien, ade-
más de las instancias de cooperación de alcan-
ce global, es importante fortalecer también 
aquellas que nacen de iniciativas regional, 
como es el caso  de la CIAT (Centro Interame-
ricano de Administraciones Tributarias) o el 
ATAF (African Tax Administration Forum), 
por sólo citar dos de ellas. 
 
• En tercer lugar, es necesario avanzar hacia 
fórmulas automáticas de intercambio de in-
formación a escala internacional. A este res-
pecto, la normativa comunitaria en materia de 
fiscalidad del ahorro (Directiva 2003/48/EC) 
puede constituir un precedente interesante, 
susceptible de ser generalizado. No obstante, 
para avanzar en esa senda sería necesario co-
rregir aquellas deficiencias o limitaciones que 
todavía presenta la directiva comunitaria.   
 
• En cuarto lugar, es necesario poner fin a 
aquellos estándares y normas contables que 
propician la opacidad informativa de las em-
presas. A este respecto, sería necesario intro-
ducir modificaciones en las normativas deriva-
das del IASB (International Account Standard 
Board), para impulsar la elaboración por parte 
de las multinacionales e instituciones financie-
ras de informes país a país (Country by Coun-
try Report), en los que se expresen las ventas, 
beneficios e impuestos pagados por esas em-
presas en todas y cada una de las jurisdiccio-
nes en las que operan. Se abandonaría así la 
práctica de informes consolidados, para permi-
tir la provisión de una información más com-
pleta y segregada de cada uno de los segmen-
tos empresariales del grupo, en cada uno de 
los mercados. Esto obligaría a revisar la IFRS6 
para las industrias extractivas y la IFRS8 para 
el resto de las actividades productivas. Adicio-
nalmente, sería necesario revisar la estructura 
de gobernanza del IASB, hoy dominada por 
grupos privados, para garantizar que los mar-
cos normativos responden a los intereses pú-
blicos y que existen, por tanto, mecanismos de 
control por parte de las autoridades nacionales 
de su labor de generación de normas en el 
ámbito contable. De manera paralela a la mo-
dificación del IFRS6, debiera modificarse tam-
bién el apartado 14 de la Directiva  TOD de la 
Comisión Europea (2004/109/CE), sobre ar-
monización de los requisitos de transparencia 
 51
relativos a la información sobre los emisores 
de títulos en mercados regulados. En esta 
normativa se alienta a las empresas de indus-
trias extractivas a revelar en sus informes fi-
nancieros anuales los pagos realizados a los 
gobiernos en los países en los que operan. Un 
mínimo de coherencia con lo señalado más 
arriba obligaría a dotar a ese requisito de un 
carácter obligatorio y vinculante, para favore-
cer la práctica de los informes “país a país”.   
 
• En quinto lugar, debieran impulsarse aque-
llas iniciativas que estimulan la contribución 
voluntaria de las empresas a prácticas de 
transparencia y de lucha contra el fraude y la 
corrupción. Tal es el caso, por ejemplo, de la 
ya citada Iniciativa para la Transparencia de la 
Industria Extractiva (ITIE), que persigue la 
transparencia de las empresas tanto respecto a 
los pagos como a los ingresos de las empresas 
con destino o procedencia de los gobiernos de 
los países donde se instalan.  Aún cuando im-
portantes empresas extractivas forman parte de 
esta iniciativa, sus resultados hasta el momen-
to son modestos, en gran medida debido al 
limitado seguimiento o sanción de los incum-
plimientos. En mayo de 2008, el Banco Mun-
dial presentó una nueva iniciativa en similar 
línea, la EITI++, que contempla ampliar el 
ámbito de las demandas de transparencia al 
conjunto de la cadena de valor de las activida-
des relacionadas con la industria extractiva, 
desde la licitación hasta la comercialización 
del producto. Aunque se trata de una iniciativa 
igualmente positiva, su aplicación puede que-
dar condicionada  por las mismas limitaciones 
anteriormente señaladas.  
 
• En sexto lugar, es necesario apoyar la pro-
moción de capacidades de los países en desa-
rrollo para identificar y combatir las prácticas 
de precios de transferencias  que sean lesivas 
para su capacidad recaudatoria. A expensas de 
lo que al respecto elabore el Comité de Exper-
tos de Naciones Unidas, puede constituir una 
buena orientación las Guidelines elaboradas 
por la OCDE. También es importante el desa-
rrollo de capacidades de los países más pobres 
para negociar e implementar acuerdos de in-
tercambio de información en materia fiscal (los 
TIEA) y, si procede, los convenios de doble 
imposición (DTC). 
 
• En séptimo lugar, debiera apoyarse que tanto 
el FMI como el Banco Mundial incluyan en sus 
Reports on Observance of Standards and Co-
des (ROSCs) información acerca de la disposi-
ción de los países para contribuir a una gober-
nanza más transparente y cooperativa en el 
ámbito fiscal. En concreto, los ROSCs debieran 
ofrecer infomación acerca de: (i) si un país se 
compromete en el intercambio de información 
fiscal y, (ii) si persigue el fraude fiscal como 
un delito, así como otras prácticas delictivas 
como el blanqueo de capitales. 
 
• Por último, las medidas anteriores encami-
nadas a la creación de un entorno internacio-
nal más transparente resultarían poco fecundas 
si no se acompañan de tareas de apoyo al forta-
lecimiento de las Administraciones Tributarias 
de los países en desarrollo y a sus capacidades 
para una adecuada gestión de las finanzas pú-
blicas y de persecución del fraude fiscal, la 




Recuadro 2: 12 Principios para una economía sólida, justa y limpia 
 
Como contribución al debate propuesto por la OCDE sobre “Global Standard” 
(www.oecd.org/globalstandard), un grupo de expertos internacionales, bajo liderazgo italiano, pre-
paró una propuesta de 12 principios para propiciar un marco normativo internacional más justo y 
transparente. La propuesta gozó del respaldo de la OCDE y fue presentada a la reunión del G-8 en 
L´Áquila, en 2009. Los principios, que fueron presentados bajo el título de Common Principles and 
Standard son Propriety, Integrity and Transparency, aluden a los siguientes aspectos: 
1.- Una economía sólida, justa y limpia debe estar basada en los valores de la propiedad, la integri-
dad y la transparencia. Estos valores deberían ser promovidos por las políticas públicas y sosteni-
dos por el sector empresarial. El efectivo seguimiento de la aplicación de estos principios y están-
dares debería ser practicado sobre bases regulares. 
2.- Los gobiernos, las compañías y todas las entidades privadas, cualquiera que sea su forma legal, 
en todo el mundo deberían reconocer que estos valores son la clave de una economía de mercados 
que sirve a las necesidades y aspiraciones de los ciudadanos de todos los países (…) 
3.- Todo carrera a la baja en los estándares laborales, sociales y medioambientales y el arbitraje 
regulatorio entre jurisdicciones debería ser prevenido a través de la cooperación internacional y la 
convergencia de los marcos legales domésticos. 
4.- El fraude y la evasión fiscal son dañinos para la sociedad como un todo y las compañías y todas 
las entidades privadas, independientemente de su forma legal, debieran cumplimentar sus deberes 
fiscales, incluyendo el respeto a aquellos relacionados con las prácticas de los precios de transfer-
encia. 
5.- La interacción entre empresa y gobierno (…) debería estar orientada de acuerdo con los prin-
cipios de equilibrio, transparencia, justicia para todas las partes y compromiso mutuo. 
6.- La práctica de los negocios y las estructuras de gobernanza de las compañías, cualquiera que 
sea su forma legal, (…) deberían garantizar  rendición de cuentas y justicia en las relaciones entre la 
dirección, el consejo de administración, los accionistas y el resto de los actores involucrados (…) 
Estructuras e instrumentos financieros no deberían ser utilizados para ocultar los verdaderos benefi-
cios de los propietarios y los productos corporativos no deberían ser usados para actividades ilícitas, 
incluyendo lavado de dinero, soborno, protección de activos  de los acreedores, prácticas fiscales 
ilícitas, auto gestión o desvío de activos, fraude (…). 
7.- Debería asegurarse la provisión de puntual y adecuada información relativa a las actividades, 
estructura, propiedad, situación financiera y comportamiento de las compañías. 
8.- Los esquemas de pagos y compensaciones deberían ser sostenibles y consistentes con (…) 
objetivos de largo plazo y una prudente asunción de riesgos. 
9.- Los sobornos, incluyendo aquellos producidos en los negocios internacionales, deberían ser 
considerados como una ofensa criminal y deberían ser efectivamente perseguidos y penalizados. 
10.- El lavado de dinero debería ser penalizado y el delito del lavado dinero debería ser aplicado 
(…) al más amplio rango de comportamientos indebidos. 
11.- Toda forma de proteccionismo debería ser prohibida 
12.- El secreto bancario no debería constituir un obstáculo para la aplicación de los principios más 
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